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Capítulo 1
Introducción

¿Por qué se redujo la pobreza en Chile? Diferentes mediciones dan cuenta de 
este hecho. Basado en mediciones de ingreso y con datos provenientes de las 
encuestas casen1, la Tabla 1 muestra que la pobreza se redujo a menos de la 
mitad en el período 1987–2000 y que la indigencia disminuyó a un tercio en el 
mismo período, aunque ha permanecido prácticamente invariable en las tres 
mediciones de 1996, 1998 y 2000. Asimismo, la familia de índices de Foster, Greer 
y Thorbecke muestra que también disminuyeron la intensidad y la brecha de la 
pobreza (Torche, 1999; Contreras y Larrañaga, 1998; Ferreira y Litchfield, 1998). 
De modo similar, un estudio de mideplan basado en el enfoque de necesidades 
básicas insatisfechas encontró que el porcentaje de personas que presentan al 
menos una necesidad básica insatisfecha descendió de 58,1 en 1982 a 45,2 en 
1990 y a 30,2 por ciento en 1994 (Carrasco, Martínez y Vial, 1997). A su vez, uti-
lizando el enfoque de pobreza humana, el pnud revela que la pobreza en Chile 
ha disminuido y que, al mismo tiempo, es baja en el contexto de los países en 
desarrollo (undp 1997, 1998 y 2003). Esta tendencia no es común ni en América 
Latina ni en los países subdesarrollados y hace que Chile sea un caso interesante 
de analizar. En este contexto, desde el punto de vista del análisis de política pú-
blica, la pregunta relevante es: ¿Qué variables estarían asociadas a la reducción 
de los niveles de pobreza en Chile?

1 La encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (casen) tiene como propósito 
monitorear los cambios en la situación socioeconómica de la población y los resultados de la imple-
mentación de políticas sociales. Se ha aplicado en los años señalados en la Tabla 1.

Tabla 1. Incidencia de la pobreza, Chile 1987–2000.
		  1989	 1990	 1992	 1994	 1996	 1998	 2000
	 Indigentes	 17,4	 12,9	 8,8	 7,6	 5,7	 5,6	 5,7
	 Pobres no indigentes	 27,7	 25,7	 23,8	 20,0	 17,5	 16,1	 14,9
	 Total pobres 	 45,1	 38,6	 32,6	 27,5	 23,2	 21,7	 20,6

Fuente: mideplan 1999, pág. 90; mideplan 2001.
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La visión dominante señala que sería el crecimiento económico la variable 
que explicaría casi exclusivamente –o al menos en la mayor parte– esta reduc-
ción. Diversos estudios usando sofisticadas metodologías han llegado a esta 
conclusión. Por ejemplo, Larrañaga (1993) y Larrañaga (1994) –siguiendo las 
metodologías de Datt y Ravallion (1992) y de Kakwani (1990)– concluyó que la 
reducción de la pobreza en Chile, en el período 1987-1992, se debía en 80 por 
ciento al crecimiento económico y a una mejor distribución en el restante 20 
por ciento. Larrañaga y Sanhueza (1994), clasificando a la población en quince 
diferentes grupos de actividad económica y usando la metodología de Gotts-
chalk y Dangizer (1985), encontraron que el 90 por ciento de la reducción en la 
incidencia de la pobreza sería explicada por el crecimiento económico. Contreras 
(1996), basándose en un análisis sobre la elasticidad del crecimiento y las me-
didas contra la pobreza, concluyó que entre 73 y 83 por ciento de la reducción 
de la pobreza en el período 1987-1992 se debería al crecimiento económico. Un 
reporte del Banco Mundial (1997) que analiza el período 1987-1994 confirmó 
que el descenso de la pobreza en Chile estaba fuertemente correlacionado con 
el alto crecimiento económico y que cuando el crecimiento decayó en el período 
1992-1994, hubo también una desaceleración en la declinación de la pobreza. 
En un análisis basado en la metodología de Datt y Ravallion sobre el período 
1987-1996, Contreras y Larrañaga (1998) y Contreras (2000) confirman previos 
hallazgos referidos a que más del 80 por ciento del descenso de la pobreza 
correspondería al crecimiento económico, mientras que el veinte por ciento 
restante estaría asociado a un efecto de redistribución y a un residuo menor. 
Meller (2000), desafiando la conclusión de Larrañaga y Contreras y usando un 
“índice de eficiencia del crecimiento”, basado en la elasticidad normalizada 
pobreza–crecimiento, concluyó que, entre 1990 y 1996, el crecimiento económico 
sería responsable del 60 por ciento de la caída en la incidencia de la pobreza, 
mientras que el cuarenta por ciento restante sería el efecto de la política social 
de la década de 1990.

Otros estudios han concluido que la política social ha tenido influencia en 
mejorar el estándar de vida de las personas y en evitar que aumente aún más 
la desigualdad, pero centralmente han argumentado que el mercado laboral ha 
sido el medio principal a través del cual las personas han superado la pobreza 
(ver adicionalmente: Urmeneta, 1996; funasupo, 1996; World Bank, 1997).

La literatura recién citada muestra que ha habido una tendencia en el debate 
sobre la reducción de la pobreza en Chile a separar el efecto del crecimiento y 
la distribución, atribuyendo este último rol a la política social. Concentrándose 
en el período 1987–1998 (o incluso en períodos más cortos), la mayoría de los 
análisis ha comparado dos distribuciones cercanas en el tiempo, considerando 
básicamente los efectos de corto plazo de la política social. De este modo, la con-
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tribución de largo plazo de la política social –y probablemente la más importante 
en hacer que el proceso de la reducción de la pobreza sea autosostenible– ha 
sido a menudo ignorada: el proceso de la acumulación de capital humano.

 Sin duda que el crecimiento económico es un factor clave en la reducción 
de la pobreza ya que, como se demuestra más adelante, una mayor actividad 
económica trae más y mejores oportunidades de emprendimiento, laborales y, 
finalmente, una mejoría en el bienestar de las personas. En otras palabras, el 
crecimiento genera una oportunidad. Pero esta oportunidad debe ser aprove-
chada y –conforme se concluye más adelante en este libro– quienes finalmente lo 
logran, son quienes presentan mayor escolaridad y quienes acceden a adecuados 
servicios de salud cuando lo necesitan. Dicho de otro modo: para obtener un 
empleo, las personas necesitan ser suficientemente educadas y sanas. Un rol 
central de la política social es la expansión del acceso a los servicios de educa-
ción y salud. Luego, sería incorrecto ignorar el efecto de las políticas sociales, a 
través del proceso de acumulación de capital humano, al analizar las razones 
de disminución de la incidencia de la pobreza.

Cowan y De Gregorio (1996) toman una perspectiva cercana a la que se 
desarrolla en este libro, argumentando que sería incorrecto descomponer el 
incremento en el ingreso de los pobres entre el crecimiento agregado y un incre-
mento sobre el crecimiento agregado, y atribuir a la política social este último 
efecto, dado que la política social afecta a ambos. Para ellos, lo que se debería 
hacer es descomponer el incremento en el ingreso de los pobres entre los efectos 
atribuibles a la política social y el resto.

En el debate sobre la reducción de pobreza en Chile, este libro aborda el 
tema con un enfoque diferente al de la corriente dominante. En vez de ver 
el crecimiento económico y la política social como aspectos separados en el 
proceso de la reducción de pobreza, este trabajo toma en cuenta la conver-
gencia y contribución tanto de la larga tradición chilena de políticas sociales 
y del crecimiento económico. De este modo, el análisis de la relación entre 
pobreza, crecimiento y los productos de la política social –escolaridad, estado 
de salud y atención médica, cuando se necesita– no se realizó sólo a través 
del análisis cuantitativo de los datos proporcionados por la encuesta casen, 
sino también a través del análisis de la tendencia de largo plazo en asuntos 
sociales y económicos de Chile y otros cuatro casos. 

Este libro sostiene que la larga tradición chilena de intervenciones de política 
social jugó un rol central en aumentar el capital humano del país y que esto 
fue determinante para que grandes segmentos de la población aprovecharan la 
oportunidad que generó la era de gran crecimiento y salir de la pobreza. 

La noción de política social, en este libro, está referida al conjunto de inter-
venciones del Estado orientadas a generar inversiones en capital humano y pro-
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tección social en el país. Esta definición se operacionaliza a través de decisiones, 
aplicación de instrumentos de política pública e implementación de programas 
en educación, salud, vivienda y protección social2. Éstas, por otro lado, son las 
áreas que comúnmente han formado parte de la acción de la política social. 

Así definida la noción de política social, la cuestión siguiente es identifi-
car cuán larga es la tradición chilena de intervenciones de política social. La 
literatura normalmente identifica los inicios de la política social chilena con el 
surgimiento del sistema de seguridad social –a través de la creación de la Caja 
de Empleados Públicos, del Seguro Obrero y de la Caja de Empleados Parti-
culares– hacia mediados de la década de 1920, como consecuencia del intenso 
debate político, intelectual y social que se dio en la sociedad chilena alrededor 
de la cuestión social (ver, por ejemplo, Arellano, 1988; Raczynski, 1994; unicef, 
1994). En términos de la noción de política social ya señalada, esas acciones 
marcarían el inicio de intervenciones en lo que hoy llamaríamos políticas de 
protección social. Sin embargo, intervenciones en educación – “para formar a 
los jóvenes que luego se harían cargo de los destinos del país”–, en vivienda y 
apoyo y regulación de servicios de salud comenzaron en Chile en épocas bastante 
más tempranas3. Adicionalmente, la longitud y persistencia de esos esfuerzos 
en el tiempo ha llevado a que Chile muestre resultados y niveles de desarrollo 
social que no son comunes en América Latina4. 

Los esfuerzos en el campo de educación comenzaron poco después de la 
independencia con la fundación del Instituto Nacional en 1813 y de importan-
tes establecimientos educacionales en las principales ciudades de la naciente 
república luego. Hechos fundamentales en este proceso fueron la inclusión de 
una cláusula en la Constitución de 1833 que declaraba que era deber del Esta-
do otorgar educación a todos los niños y jóvenes del país, la ley de educación 
de 1860 y las inversiones que realizó el Estado para expandir la educación a 
propósito de las disponibilidades que le otorgó la recaudación tributaria de las 
ventas de salitre. Hacia 1900, junto con Argentina y Uruguay, Chile presentaba 
los niveles de alfabetización más altos de la región. Hacia fines de la década de 
1970 y principios de la década de 1980 Chile exhibía cobertura casi completa en 
educación básica y la más alta tasa bruta de matrícula de educación secundaria 

2 Para una interesante discusión del concepto de política social ver Fleury, 2000.
3 Los programas de habitación popular –que hoy serían considerados parte de la política de 

vivienda– surgieron hacia 1936 y la primera ley sobre promoción de la vivienda fue promulgada 
en 1906, ambos como consecuencia del debate por la cuestión social.

4 El período de análisis considerado en este libro se extiende hasta el año 2000, dado que las 
encuestas casen analizadas cubren hasta ese año. Así, las intervenciones de política social que rep-
resentan los programas Chile Solidario, auge, Chile Barrio y similares, iniciados o con resultados 
después del año 2000 no han sido incluidos en este trabajo.
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en América Latina (cepal, 1986). En la década de 1990, Chile había alcanzado 100 
por ciento de cobertura en educación básica y alrededor del 90 por ciento de la 
cobertura en la educación media (mideplan, 1999). Los chilenos pertenecientes a 
la cohorte de 1950 muestran la proporción más alta de personas con educación 
superior en América Latina y la cohorte de 1960 repitió ese registro (Behrman, 
Duryea y Székely, 1999). 

Del mismo modo, la participación del gobierno en la regulación de los ser-
vicios de salud comenzó a fines del siglo xix con la creación de un organismo 
público. En el decenio de 1920, el gobierno organizó servicios médicos en torno 
a las cajas de previsión recientemente creadas y a comienzos de la década de 
1950 creó el Servicio Nacional de Salud que otorgaba atención de salud uni-
versal, sin importar la capacidad de pago de los usuarios. Asimismo, junto con 
Argentina, Brasil, Cuba y Uruguay, Chile fue pionero en la creación de sistemas 
de seguridad social, incluso antes que los Estados Unidos.

Entre los países en desarrollo, Chile ha sido caracterizado por mostrar un 
mayor dinamismo en progreso social, lo que le ha permitido exhibir relativa-
mente altos índices en esperanza de vida, mortalidad infantil y en niños, de 
cobertura de seguridad social y servicios de atención de salud, incluso antes de la 
llegada de la era del rápido crecimiento. Hacia fines de la década de 1990, Chile 
mantuvo esa buena trayectoria, situándose alto entre los países en desarrollo en 
los índices de pobreza humana y de desarrollo humano del pnud.

Esta larga tradición chilena de intervenciones en asuntos sociales decisi-
vamente ha contribuido a desarrollar una población relativamente más sana 
y educada. Eso, a su vez, habría generado las condiciones necesarias para que 
el crecimiento económico fuera efectivo en la reducción de la pobreza. Según 
Becker (1995; pág. 1), “hay una relación estrecha y transparente entre la inversión 
en capital humano y la mitigación de pobreza”. Hay suficiente evidencia que 
demuestra que mayores niveles de escolaridad producen retornos más altos, 
tanto en los países desarrollados como en los subdesarrollados, aunque los 
diferenciales de ingresos según educación e ingresos son más grandes en los 
últimos. Consecuentemente, para Becker (1995; página 12), “las mayores tasas 
de retorno de los primeros 9 a 12 años de escolaridad en prácticamente todas 
las naciones –especialmente en las menos desarrolladas– sugieren que, por lo 
menos en las etapas iniciales del desarrollo, la mejor política es generar una 
amplia cobertura para que la inmensa mayoría de la población alcance decentes 
niveles de escolaridad”. En el caso de Chile, ese fue precisamente un logro de 
la política educacional. 

Una revisión de las tendencias económicas y de evolución de la pobreza 
revela que el debate sobre la pobreza en Chile ha ignorado la contribución de 
la larga tradición de políticas sociales. Aunque, como se ha dicho, no cabe duda 



18

que el crecimiento ha contribuido a que extensos segmentos de la población 
salgan de la pobreza, también se debe enfatizar que las personas que lo lograron 
son los que pudieron aprovechar la oportunidad creada por el crecimiento, por 
ser suficientemente educadas y sanas. En otras palabras, ellos representan los 
logros de la larga tradición de política social. 

Planteada la discusión en estos términos, la cuestión pasa a ser, entonces, 
si el crecimiento económico es, por sí mismo, la clave para superar la pobreza. 
Para clarificar el debate, correspondería constatar si el crecimiento económico se 
asocia con reducción de la pobreza en contextos de, por un lado, relativamente 
altos indicadores de capital humano y, por otro, bajos índices de educación, 
salud y desarrollo social. Así, en lo central, este estudio desarrolla un diseño 
cuasiexperimental en que el caso chileno es analizado como el “grupo de tra-
tamiento” y como “grupos de comparación” se han considerado cuatro casos. 
Dos de ellos, Uruguay y Costa Rica, representan casos similares al chileno, en 
tanto que los otros dos, Bolivia y Paraguay, representan los casos diferentes 
–u opuestos. Uruguay y Costa Rica tienen una tradición de intervenciones en 
asuntos sociales similar a la de Chile, como también logros parecidos en edu-
cación, salud y seguridad social. Bolivia y Paraguay carecen tanto de una larga 
tradición de políticas sociales como de logros en asuntos sociales parecidos a 
los alcanzados por Chile, Costa Rica y Uruguay.

La racionalidad de la estrategia de análisis es que si la reducción de la po-
breza y el desarrollo social aparecen relacionados con el crecimiento económico, 
sin importar la persistencia de los esfuerzos del gobierno en los asuntos sociales, 
el crecimiento podría ser suficiente. Sin embargo, si la reducción de la pobreza 
y el desarrollo social aparecen relacionados con el crecimiento en un contexto 
de altos índices de educación y salud, como también a sostenidas tradiciones de 
intervención gubernamental en esas áreas, pero no relacionado con el crecimiento 
en el contexto opuesto, entonces la política social no tendría el rol tan marginal que 
algunas investigaciones le atribuyen en el proceso de la reducción de la pobreza. 
Así, la política social podría ser la que provee las bases para que el crecimiento 
económico contribuya efectivamente a la reducción de la pobreza.En este contex-
to, es necesario primero identificar los logros de la política social chilena, si esos 
logros se correlacionan con la reducción de la pobreza, si la política social llega 
a quienes lo necesitan y si los indicadores educacionales y de salud que exhibe 
Chile se relacionan con su larga tradición de intervenciones en asuntos sociales. 
Con ese propósito, el estudio desarrolla un trabajo empírico basado en un análisis 
econométrico de los datos de las encuestas casen para el período 1987-2000 y un 
análisis histórico basado en una revisión de fuentes bibliográficas. Este análisis 
se concentra en el surgimiento, desarrollo y circunstancias políticas que influye-
ron en el proceso de crear e implementar la política social en Chile. El estudio se 
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completa con un análisis comparado que contrasta los logros en asuntos sociales 
y las tendencias del crecimiento económico de Chile con los dos casos similares 
(Costa Rica y Uruguay) y, luego, con los dos casos diferentes (Bolivia y Paraguay). 
Los datos para la comparación se han tomado principalmente de fuentes públicas, 
como estadísticas vitales, sociales y económicas publicadas por organizaciones 
internacionales, gobiernos y centros de investigación.

Así, este trabajo aborda las siguientes interrogantes: ¿Quiénes son y 
quiénes han sido los pobres a través del tiempo? ¿ Qué características más 
persistentemente se asocian con la pobreza? ¿Cuál es la probabilidad de ser 
pobre, dados diversos niveles de escolaridad? ¿Han obtenido los pobres acceso 
a los principales programas sociales? ¿Qué rol han jugado el crecimiento y la 
política social en el proceso de reducción de la pobreza? ¿Cuál es la relación 
entre pobreza, crecimiento y las tradiciones en política social, en contextos 
de baja pobreza y alto desarrollo social, por un lado, y de alta pobreza y bajo 
desarrollo social, por el otro?

El caso de Chile es interesante en varias formas. En primer lugar, porque 
ilustra un caso donde la incidencia de la pobreza se ha reducido significativa-
mente. En segundo lugar, proporciona la oportunidad para investigar acerca del 
impacto del crecimiento económico y los efectos de la política social en el largo 
plazo, como también acerca de la efectividad de los más importantes programas 
sociales en el combate a la pobreza. Teniendo en cuenta que los recursos no 
son infinitos y que hay muchas áreas de necesidad en la sociedad chilena que 
exigen inversiones públicas, es importante preguntarse si los recursos asigna-
dos a los asuntos sociales pueden considerarse dinero bien invertido. En tercer 
lugar, dada la tendencia de reducción de la pobreza en Chile, es posible derivar 
interesantes lecciones de política pública acerca de lo que se ha hecho bien y lo 
que se ha hecho mal en el enfoque chileno sobre mitigación de la pobreza. Estas 
lecciones son relevantes no sólo para Chile, sino también para otros países de 
América Latina y países en desarrollo que están o han estado en situaciones 
por la que Chile ha pasado.

Este trabajo está organizado en cinco capítulos. El capítulo dos, que sigue 
a esta introducción, presenta un resumen de la evolución conceptual sobre la 
pobreza, como también las definiciones y mediciones utilizadas en esta inves-
tigación. Este capítulo expone cómo la conceptualización de la pobreza se ha 
expandido notoriamente desde los pioneros trabajos de Benjamín Rowntree, 
en la ciudad de York, a fines de la década de 1890. Diversos investigadores han 
ido notando, a través de los años, que la pobreza no sólo se trata de carencia de 
recursos, sino también de carencia de oportunidades de educación, de enfer-
medades y de menores posibilidades de recibir atención médica adecuada, de 
carencia de participación, de exclusión y similares. Los estudios también han 
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demostrado que las distintas dimensiones en las cuales se expresa la pobreza 
están interrelacionadas: por ejemplo, aquellos que carecen de ingresos también 
enfrentan menores posibilidades de recibir educación y atención médica, de 
expresar su opinión y de participar. Consecuentemente, con muy pocas ex-
cepciones, las mediciones de pobreza tienden a ser bastante convergentes. Así, 
siguiendo a Kanbur y Squire (1999), el gran tema no es tanto el desarrollo de 
mediciones alternativas de pobreza, sino más bien el desarrollo de las estrategias 
para superarla o, por lo menos, reducirla en forma significativa. 

El capítulo tres analiza la evolución de la pobreza en Chile a través del 
tiempo y durante el período 1987-2000. Este capítulo analiza si las características 
principales que se le atribuyen a la pobreza actualmente vienen desde hace mu-
cho tiempo y si algunas de ellas han aparecido a medida que la sociedad chilena 
se ha ido modernizando. Luego, el capítulo se concentra en la descripción de las 
características principales de los pobres, en el acceso que tienen a determinados 
programas sociales y en el efecto de los subsidios monetarios en la incidencia 
de la pobreza. ¿Cuál es el nivel de escolaridad que garantiza una alta proba-
bilidad de no ser pobre? ¿Qué tan probable es que los pobres obtengan acceso 
a determinados programas sociales más importantes, a la atención médica y 
seguridad social? Respondiendo estas interrogantes, el capítulo aborda el tema 
de los principales desafíos de la política social en la actualidad.

El capítulo cuatro analiza el rol que jugaron tanto el crecimiento económico 
como la política social en el proceso de reducción de la pobreza en Chile y otros 
cuatro países. La estrategia de análisis del capítulo se basa en el diseño cuasiex-
perimental ya anunciado. Como ya se ha mencionado, la corriente principal del 
debate ha atribuido un efecto mucho mayor al crecimiento –y a que el aumento 
de ingresos habría sido el efecto dominante en el análisis de desagregación–, 
ignorando que las posibilidades de las personas de acceder al mercado laboral, 
obtener ingresos y mejorar su bienestar está directamente relacionada con sus 
activos de capital humano. Esto, a su vez, es el resultado de un prolongado 
proceso de intervenciones de política pública. Así, si el capital humado acu-
mulado ha tenido un efecto en la reducción de la pobreza, entonces, el proceso 
de acumulación de éste habría sido tan fundamental como el efecto atribuido 
al crecimiento, dado que ambos son necesarios para que alguien salga de la 
pobreza. Por lo tanto, en este capítulo primero se busca evidencia acerca del 
tipo de efecto que tuvieron el crecimiento, la escolaridad acumulada, el estado 
de salud, el estado de enfermedad y el recibir o no atención médica cuando se 
necesita. Luego, el capítulo analiza las tendencias de largo plazo tanto en el 
crecimiento económico como en el desarrollo social chilenos, como también 
en el proceso de construcción de una tradición de intervenciones de política 
pública en educación y salud. Un tema de gran relevancia acá es ¿qué rol le 
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corresponde a cada factor y si ellos pueden ser desagregados sin considerar el 
efecto del largo proceso de la acumulación de capital humano? 

Adicionalmente, con el fin de analizar si existe una relación estable entre 
variación de la pobreza y el desarrollo social, por un lado, y el crecimiento y 
las largas tradiciones de política social, por el otro, el capítulo presenta una 
comparación entre los casos que muestran un desarrollo social parecido al de 
Chile y los países que exhiben logros distintos en asuntos sociales. Un punto 
crucial es si las reducciones en la incidencia de la pobreza y los grandes logros 
en asuntos sociales están relacionados con alto crecimiento rápido o con una 
tradición de intervenciones de política social. Entonces, para aclarar el tema es 
necesario analizar las tendencias de desarrollo social y de pobreza en un contexto 
sin crecimiento, de bajo o de alto crecimiento. Asimismo, saber si la evolución de 
la pobreza y el desarrollo social están relacionados con la presencia o ausencia 
de una tradición en política social ayuda a entender cómo reacciona la pobreza a 
la aplicación –o no aplicación– de distintos paquetes de política pública. Dadas 
las importantes implicancias de política pública, el análisis se debe poner en 
un contexto más amplio para ver cómo las distintas variables interactúan y así 
poder tener una mejor posibilidad de aclarar los roles que han jugado tanto el 
crecimiento económico como las tradiciones de política social.

El capítulo cinco ofrece conclusiones de política pública que se pueden obtener 
de este estudio. La reducción de pobreza no puede ser vista como el resultado 
del efecto casi exclusivo de una sola variable. Más bien, se necesita un enfoque 
más comprehensivo. Ciertamente, es poco probable que pudiera haberse dado 
una disminución tan marcada en la incidencia de la pobreza sin el crecimiento 
económico que experimentó Chile. Sin embargo, Chile no habría sido capaz de 
lograr tal tendencia en la reducción de la pobreza sin sus logros en desarrollo 
social, en salud y en educación. El crecimiento creó una oportunidad que Chile 
pudo aprovechar porque había alcanzado cobertura y logros comparativamente 
buenos en educación y salud y, consecuentemente, una población suficientemente 
educada y sana que estaba en situación de tomar esas oportunidades.



22



23

Capítulo 2
pobreza: conceptos y medidas

1.	 Introducción

¿Qué es pobreza? Aunque éste no es un concepto nuevo ni una realidad nueva, 
pobreza es una de esas palabras que se usan ampliamente, pero que carecen de 
una definición o medida única. La pobreza, por lo general, está asociada con una 
serie de situaciones que el común de las personas quiere evitar, como ingresos 
insuficientes para satisfacer las necesidades básicas, poca educación, enferme-
dades, aislamiento, escasez de recursos para enfrentar la vejez, discapacidad y 
enfermedades, falta de voz y participación en la distribución de los derechos y 
beneficios de la sociedad, debilidad, indefensión contra los abusos, entre otros. 

Desde fines del siglo xix, comenzando con el trabajo pionero de Benjamin 
Rowntree en la ciudad de York, el pensamiento sobre la pobreza ha evoluciona-
do y han surgido nuevos enfoques que enfatizan distintas manifestaciones del 
fenómeno. No obstante, interacciones e incluso convergencias entre los diversos 
enfoques sugerirían que las diferencias en la identificación de quiénes son los 
pobres, no serían tan grandes como parecía inicialmente.

La mayoría de las investigaciones que identifican a los pobres abordan el 
tema desde el punto de vista económico; concretamente, a través del ingreso o 
consumo. Esta manera de abordar la pobreza permite fácilmente diferenciar a 
los pobres de los no pobres y hacer comparaciones entre grupos y a través del 
tiempo. Las líneas de pobreza representan esos criterios diferenciadores en los 
enfoques basados en el ingreso o consumo. Otros métodos y conceptos sobre 
pobreza –usados extendidamente– incluyen el enfoque de las necesidades bá-
sicas insatisfechas y el índice de pobreza humana. 

En las publicaciones sobre la pobreza en Chile se han aplicado estos tres enfo-
ques. El objetivo de este capítulo es presentar una descripción de ellos, dado que 
se mencionan reiteradamente a lo largo de todo este libro. Un segundo objetivo de 
este capítulo es analizar y discutir las interacciones y convergencias en relación a 
las diferentes manifestaciones de la pobreza enfatizadas por estos enfoques. Por 
consiguiente, el capítulo continúa con las exposiciones de las líneas de pobreza, el 
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enfoque de las necesidades básicas y el índice de pobreza humana. Luego se pre-
senta una discusión sobre la evidencia de la relación de los distintos aspectos de la 
pobreza. Por último, se ofrecen conclusiones relevantes que fluyen del análisis. 

2.	 Líneas de pobreza

Las líneas de pobreza se refieren a la idea de que existe un cierto nivel mínimo del 
ingreso o consumo, bajo el cual se considera que una persona no ha logrado un 
bienestar mínimo. En otras palabras, la línea de pobreza establece la frontera que 
diferencia a los pobres de los no pobres. Así, la incidencia de la pobreza se obtiene 
al contar las personas cuyo ingreso o consumo está por debajo de esa línea.

La expresión matemática de la incidencia de la pobreza se obtiene del modo 
siguiente:

Donde: P es la incidencia de pobreza, q representa a las personas pobres, n 
el total de la población, yi el ingreso (o consumo) individual y z representa la 
línea de pobreza.

El punto clave en determinar la línea de pobreza es establecer el nivel 
mínimo de bienestar que ella representa. Lo que caracteriza el debate entre 
los seguidores de las líneas de pobreza absoluta y relativa es: ¿cómo fijar ese 
umbral mínimo?

2.1.	 Líneas de pobreza absoluta 

En el estudio pionero de Benjamin Rowntree la pobreza era una situación en 
la cual “el total de ingresos es insuficiente para obtener lo mínimo necesario 
para la subsistencia” (Rowntree, 1901, citado por George y Lawson, 1980). Lo 
mínimo necesario hacía referencia a alimento, ropa, vivienda, calefacción, luz 

P= 
q

	 n

∑P= 1  
q  

g(yi |yi < z:) o	 n i=1
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y utensilios para cocinar y lavar; todos adquiridos a los precios más bajos y en 
las cantidades necesarias sólo para asegurar la subsistencia física (George y 
Lawson, 1980). Si se consideraban sólo las necesidades nutricionales, el ingreso 
requerido por una familia de seis miembros era de 15 chelines semanales. Sin 
embargo, si se consideraban otras necesidades, el ingreso mínimo aumentaba 
a 26 chelines, lo que implicaba que el 10% de la población de York en aquel 
tiempo se consideraba pobre (Kanbur y Squire, 1999). 

La perspectiva desarrollada por Rowntree ha influenciado fuertemente 
el desarrollo de los estudios sobre pobreza y la lógica básica de este método 
se ha mantenido inalterada a través del tiempo. De este modo, las líneas de 
pobreza absoluta llegaron a ser bastante populares para estimar la incidencia 
de la pobreza en los países y para efectuar comparaciones internacionales. Con 
este propósito, el Banco Mundial estableció una línea de pobreza de un dólar 
al día, la que se usa generalmente para África y Asia Sudoriental. Otra línea de 
pobreza de dos dólares al día se utiliza para América Latina, una de cerca de 
cuatro dólares en Europa Oriental y Asia Central y una de sesenta centavos se 
usa para China (World Bank, 1996a). 

En Chile, la mayoría de los estudios se han basado en este enfoque. Las 
líneas de pobreza absoluta utilizadas distinguen entre indigentes (pobreza 
extrema) y pobres no indigentes. Los ingresos de los primeros se ubican por 
debajo del costo de una canasta básica de alimentos, mientras que los ingresos 
de los segundos están entre el costo de una y dos canastas básicas de alimentos. 
La determinación de la línea de pobreza como doble de la línea de indigencia se 
basó en la evidencia proporcionada por la Encuesta de Presupuestos Familiares, 
que mostró que el primer estrato de ingreso que satisface las necesidades es el 
quintil central, cuyo consumo total equivale a 2,19 veces el total de los gastos 
en alimentos (Teitelboim, 1992). Así, para establecer la línea de pobreza, ese 
coeficiente se redondeó a 2. 	

El costo de una canasta familiar básica de alimentos se calculó tomando en 
cuenta los requerimientos nutritivos mínimos de la población, expresadas en 
términos de calorías y proteínas, los hábitos de consumo de la población y el 
costo de los alimentos en el mercado. Además, las líneas de indigencia y pobreza 
distinguen entre áreas urbanas y rurales. Debido al menor costo de los alimentos 
en el campo, la línea de indigencia rural se fijó en un nivel del 77 por ciento de 
la línea de indigencia urbana y la línea de pobreza rural equivale a 1,75 veces 
la línea de indigencia rural. 

La idea básica detrás de las líneas de pobreza absoluta es que hay un um-
bral que identifica un nivel mínimo de satisfacción de necesidades, bajo el cual 
la subsistencia de una persona está en riesgo. Se consideran pobres los que ni 
siguiera alcanzan ese umbral. Sin embargo, la idea medular de este enfoque, 
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que habría un cierto núcleo absoluto de la pobreza, es discutida, entre otros, 
por el enfoque de la pobreza relativa.

2.2.	 Líneas de pobreza relativa

La idea principal tras este enfoque es que las necesidades no se establecen fisioló-
gicamente, sino que se determinan culturalmente. De este modo, Townsend (1979, 
citado por Sen, 1984) argumenta que “cualquier conceptualización rigurosa de la 
determinación social de las necesidades disuelve la idea de la necesidad ‘absoluta’.
Y que la relatividad se aplica tanto al tiempo como al lugar. Las necesidades de la 
vida no están fijas. A medida que ocurren cambios en la sociedad y sus productos, 
las necesidades van aumentando y adaptándose continuamente”.

Según este enfoque, lo que expresan las medidas de pobreza relativa es lo 
que se entiende como el estándar de vida mínimo aceptable en una sociedad 
determinada. Por ejemplo, George y Howard (1991) plantean que la pobreza 
es una situación donde “los ingresos o los recursos no son suficientes para su-
ministrar a las personas los productos y servicios que les permitirán una vida 
que sea tolerable según los estilos de vida de la clase trabajadora”. Un enfoque 
similar se aplica en la Comunidad Europea donde se considera que los pobres 
son aquellos “grupos, familias y personas cuyos recursos son tan limitados que 
los excluyen de una mínima forma de vida aceptable en el Estado Miembro en 
el cual viven” (Consejo de las Comunidades Europeas 1984, citado en Dixon 
y Macarow, 1998). Así, en el Reino Unido la línea de pobreza usualmente se 
establece en 50 por ciento del ingreso promedio de los hogares. 

La dificultad principal con las líneas de pobreza relativa es el problema de 
comparabilidad. Puesto que ese tipo de línea representaría un estándar mínimo 
de vida aceptable en una sociedad determinada, puede que ese estándar mínimo 
no coincida con el de la otra sociedad. Por ello, con este método es muy difícil 
poder determinar en qué sociedad la incidencia de la pobreza es mayor o me-
nor. Por otro lado, el enfoque de pobreza relativa refuerza la discusión acerca 
de la distribución de los beneficios del progreso en la sociedad y, por lo tanto, 
la discusión sobre la equidad.

2.3. Pobreza absoluta versus pobreza relativa

Hay que tener presente dos temas en lo que concierne al debate sobre si la pobre-
za es absoluta o relativa. Desde un punto de vista formal, los países que utilizan 
las líneas de pobreza absoluta son, principalmente, los países en desarrollo, 
aquellos en los cuales la privación afecta una parte extensa de la población. Por 
el contrario, las líneas de pobreza relativa, fundamentalmente se utilizan en los 
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países que han logrado niveles más altos de desarrollo –por ejemplo, Europa. 
Dado que el proceso del desarrollo les ha permitido lograr mejores estándares 
de vida, las preocupaciones en estos países se han dirigido hacia temas como 
la distribución, equidad y mejores oportunidades para todos. 

Amartya Sen ha hecho una importante contribución a este debate. Para él 
existe “un núcleo irreductible de privación absoluta que se manifiesta en muerte 
por hambre, desnutrición y sufrimiento, sin importar cómo se vea la situación 
relativa” (Sen, 1981). Más tarde él argumentaría que la pobreza es, ante todo, 
un fenómeno absoluto en el espacio de las capacidades, que se expresa de ma-
nera relativa en el espacio de los bienes (Sen, 1984). De esa manera, no habría 
un conflicto entre el núcleo de privación absoluta del concepto de pobreza y la 
visión relativa si éste se refiere a bienes y recursos. 

En el argumento de Sen, en este debate hay dos temas principales. Primero, 
el hecho de que una necesidad sea absoluta no es lo mismo que mantener fija la 
manera en la que ésta se expresa en el espacio de los bienes, a través del tiempo. 
Además, dado que las líneas de pobreza absoluta son una función de algunas 
variables, no hay razón para que esas variables no pudieran cambiar a través 
del tiempo. Segundo, hay una diferencia entre lograr relativamente menos que 
los otros y lograr absolutamente menos que los otros, porque unos se enfrentan 
a privaciones que lo otros no. El hecho que una persona haya logrado un están-
dar de vida menor que los otros es una prueba de desigualdad, pero no es una 
prueba de pobreza, por lo que se requeriría información sobre las necesidades 
que esa persona no ha podido satisfacer. Por consiguiente, había un núcleo de 
privación absoluta en el concepto de pobreza. Según Sen, si existe muerte por 
hambre o desnutrición en una sociedad determinada, entonces había pobreza, 
independientemente de sus niveles de desigualdad. 

2.4.	 Familia de índices de Foster, Greer y Thorbecke
		  (índices fgt)

Foster, Greer y Thorbecke (1984) desarrollaron un índice que ha llegado a ser 
muy usado en la evaluación de la profundidad, intensidad y extensión de la 
pobreza en una sociedad, comunidad o un grupo determinado. Matemática-
mente, se expresa de la manera siguiente:

∑P(y;z)= 1  
q  

(z – yi   / z )α	 n i=1
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Donde: P es el índice de pobreza, q representa a los hogares pobres, n el total de 
la población, z es la línea de pobreza, y es el ingreso del individuo i y α repre-
senta el parámetro de aversión a la pobreza. 

Si α es cero, el índice fgt se convierte en el índice de incidencia de la pobreza. 
Si α equivale a 1, el fgt se transforma en la brecha de la pobreza. Si α es 2, fgt 
muestra la intensidad de la pobreza. 

Como ya se explicó, la incidencia de la pobreza muestra qué tan extendida 
es la pobreza en una sociedad determinada. Por lo general, ésta se expresa como 
el porcentaje de las personas que viven por debajo de la línea de la pobreza. La 
brecha de la pobreza expresa la distancia promedio entre los ingresos de los pobres 
y la línea de la pobreza con respecto a la población total, y se interpreta como la 
profundidad de la pobreza. Cuando α es igual a 2, el fgt permite comparaciones 
entre los grupos y a través del tiempo, para determinar dónde la pobreza es más 
intensa. De este modo, el índice puede ser utilizado para analizar el impacto de 
políticas dirigidas a mejorar el bienestar de los pobres. 

3.	 Enfoque de las necesidades básicas 
El enfoque de las necesidades básicas surgió como una crítica al enfoque del 
ingreso-consumo. Boltvinik (1990) argumenta que el enfoque basado en líneas 
de pobreza supone que la satisfacción de las necesidades depende sólo del 
ingreso, en circunstancia que el ingreso es sólo una de las variables que deter-
minan la satisfacción. Otras serían derechos de acceso a la tierra, propiedad 
y a servicios gubernamentales, activos acumulados, tiempo disponible para 
educación, tiempo para el descanso, ocio y trabajo, y otros activos no-básicos. 
De acuerdo con Boltvinik, incluso podría existir sustitución entre las variables. 
Por ejemplo, con un ingreso mayor se podrían sustituir algunos derechos de 
acceso, y las necesidades tanto educacionales como de atención de salud podrían 
ser satisfechas de manera privada. 

Una segunda crítica apunta al hecho que las líneas de pobreza no considera-
rían si una necesidad está satisfecha o no, sino más bien abordarían el punto de 
manera indirecta, a través de la verificación de los ingresos disponibles. Boltvinik 
(1990) lo expresó de la siguiente manera: ”una persona podría tener todas sus 
necesidades insatisfechas y podría considerarse no-pobre, si su ingreso está por 
encima de la línea de pobreza”.

Para este enfoque, la pobreza es una situación en la cual la persona no 
puede satisfacer una o más necesidades ni tampoco participar plenamente en 
la sociedad. Entonces, éste sería un fenómeno que no se puede representar por 
un índice individual (Carrasco, Martínez & Vial, 1997). En consecuencia, habría 
una serie de satisfactores, necesidades básicas y un umbral mínimo, por debajo 
del cual habría carencia de satisfacción y, por lo tanto, pobreza.
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El enfoque de las necesidades básicas ha hecho surgir el método de la 
medición de pobreza denominado “necesidades básicas insatisfechas”. Este 
método considera que las personas pobres son aquellas que presentan una 
o más necesidades insatisfechas. Este método ha estado asociado con los 
llamados “Mapas de Pobreza”, los cuales se han utilizado para determinar 
áreas de concentración de la pobreza. Las siguientes son las variables que se 
usan generalmente en los estudios basados en el enfoque de las necesidades 
básicas insatisfechas: hacinamiento (cuatro o más personas en una habi-ta-
ción), materiales usados en la construcción de la vivienda (paredes, techo, 
piso), disponibilidad de agua, alcantarillado y electricidad, asistencia a la 
escuela de aquellos que están en edad escolar, capacidad de ingresos del jefe 
de hogar (undp, 1998; Carrasco, Martínez y Vial, 1997). En Chile, también se 
han utilizado indicadores referidos a mobiliario y disponibilidad de bienes 
duraderos como televisores, refrigeradores, radios y similares. 

A pesar de las críticas a las líneas de pobreza por parte de los seguidores 
del enfoque de las necesidades básicas, ambos enfoques no han sido vistos 
como dicotómicos, sino más bien complementarios. Ello porque las líneas de 
pobreza enfatizan el consumo privado común, mientras las necesidades básicas 
insatisfechas resaltan las inversiones (públicas y privadas) y el consumo público 
(Boltvinik, 1990). Así, el cruce de ambos métodos ha resultado en el denominado 
“Método integrado de medición de la pobreza” (Tabla 1).

Tabla 1. Método integrado de medición de la pobreza

Por lo menos una carencia Sin carencias

Ingresos por debajo de la línea 
de pobreza

Hogares en pobreza crónica Hogares en pobreza 
reciente

Ingresos por sobre la línea de 
pobreza

Hogares con carencias 
inerciales

Hogares en condición 
de integración social

Fuente: Teitelboim, 1992, pág. 371

El cruce de los métodos revela diferentes situaciones de pobreza y una situación 
de no-pobreza. Conforme a la Tabla 1, si el ingreso de un hogar está por debajo 
de la línea de pobreza y presenta por lo menos una necesidad básica insatisfe-
cha, ese hogar se clasificaría en un estado de pobreza crónica. No obstante, si 
el ingreso de un hogar está por debajo de la línea de pobreza, pero no existen 
necesidades básicas insatisfechas, se diría que ese hogar se encuentra en pobreza 
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reciente. A la inversa, si el ingreso de un hogar está por sobre la línea de pobre-
za, pero hay por lo menos una necesidad básica insatisfecha, ese hogar estaría 
sufriendo carencias inerciales. Por último, si un hogar presenta una situación 
donde el ingreso está por encima de la línea de pobreza y no hay necesidades 
insatisfechas, entonces se diría que ese hogar está en condición de integración 
social. Obviamente, en el diagrama anterior el hogar más vulnerable es el que 
se encuentra en pobreza crónica.

4.	 Índice de pobreza humana

El índice de la pobreza humana tiene sus raíces conceptuales en el enfoque 
de “capacidades y realizaciones” desarrollado por Amartya Sen. Este enfo-
que surge como una crítica al enfoque de la pobreza basado en el ingreso, el 
que, aunque popular, generaría una visión incompleta de la pobreza. En esa 
perspectiva, el ingreso, siendo un medio, sería tratado como una finalidad. 
Según Sen (1995), lo que realmente importa sobre el ingreso es la posibilidad 
de convertirlo en capacidades para funcionar, cuestión que depende de una 
variedad de circunstancias personales (como edad, género, propensión a la 
enfermedad e incapacidad y similares) y el ambiente social (que incluye ca-
racterísticas epidemiológicas, ambiente social y físico, servicios públicos en 
educación y salud, entre otros). 

Sen ha criticado también al enfoque de las necesidades básicas argumentan-
do que éste reduciría la pobreza a la disponibilidad de bienes y servicios que se 
requieren para satisfacer las necesidades identificadas como básicas. Para Sen, 
sin embargo, bienes y servicios son medios y no fines. Para él, lo esencial del 
fenómeno de la pobreza sería que los pobres no presentan capacidades adecua-
das para desarrollarse y convertir el ingreso y bienes en fines o, en sus términos, 
para transformar bienes e ingreso en logros (funcionamientos) sociales. 

De acuerdo con Sen, la pobreza es la privación o carencia de capacidades. 
En sus palabras (Sen 1995) la pobreza es: ”la carencia de algunas capacidades 
básicas para alcanzar realizaciones –una persona que carece de la oportunidad 
para lograr un nivel mínimo aceptable de realizaciones. Éstos pueden variar 
desde algunos funcionamientos físicos tan elementales como una buena nutri-
ción, vestimenta y vivienda adecuada, prevención de enfermedades y similares, 
hasta logros sociales más complejos, como la participación en la vida de la 
comunidad, capacidad para presentarse en público sin sentir vergüenza, entre 
otros”. Las capacidades serían intrínsecamente importantes, mientras el ingreso 
tendría una relevancia instrumental.

El índice de pobreza humana (iph), desarrollado por el pnud se basa en el 
marco conceptual básico del enfoque de las capacidades y realizaciones. La idea 
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principal detrás del iph es que la pobreza se manifiesta a través de las carencias 
que experimentan las personas y éstas sobrepasan a la escasez de ingreso. En 
otras palabras, la pobreza incluiría la carencia de las oportunidades básicas para 
el desarrollo humano, el que, a su vez, permite que las personas tengan una 
vida más larga, más saludable y más creativa, que gocen de la libertad, de un 
estándar de vida decente, de dignidad, de autoestima y de respeto. 

El pnud ha creado dos tipos de iph. Uno para los países en desarrollo –donde 
se clasifica Chile (iph-1)– y otro para los países desarrollados (iph-2). El iph-1 se 
concentra en la longevidad, conocimientos y estándar de vida (undp, 1997). La 
longevidad se refiere al riesgo de morir a una edad relativamente temprana y 
se representa como el porcentaje de las personas que se estima que morirán 
antes de los 40 años de edad. La segunda dimensión, conocimientos, se refiere 
a la posibilidad de estar excluido del mundo de la lectura y comunicaciones, 
y se expresa como el porcentaje de la población adulta analfabeta. El estándar 
de vida está representado por una combinación de tres variables: el porcentaje 
de las personas privadas del acceso a los servicios de salud y al agua potable, y 
el porcentaje de los niños menores de 5 años con desnutrición. El primer paso 
para determinar el iph es calcular la variable que se refiere al estándar de vida. 
Su expresión matemática es la siguiente:

P3 = (P31 + P32 + P33) / 3

Donde: P3 representa la variable de estándar de vida, P31 representa el por-
centaje de personas sin acceso al agua potable, P32 representa el porcentaje de 
personas sin acceso a los servicios de salud y P33 representa el porcentaje de 
niños con desnutrición. Después de haber calculado P3 se calcula iph-1, usando 
la siguiente fórmula:

HPI-1 = [1/3 ( P3
1 + P3

2 + P3
3 ) ]1/3

Donde: P1 representa el porcentaje de las personas que se estima que no sobre-
vivirán a los 40 años de edad, P2 es el porcentaje de los adultos analfabetos y P3 

es la variable ya calculada que representa el estándar de vida. 
Por otro lado, el iph2 toma en cuenta las siguientes privaciones: 1) el por-

centaje de las personas que probablemente no llegarán a los 60 años de edad; 2) 
el porcentaje de personas analfabetas funcionales; 3) la proporción de personas 
cuyos ingresos son inferiores a la mitad del ingreso promedio del país y 4) la 
exclusión social, representada por la proporción de personas desempleadas por 
12 meses o más (undp, 1998).
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Los diseñadores del iph reconocen que este índice tiene debilidades concep-
tuales y de datos, y que, como toda medición, es incapaz de captar la realidad 
completa de la pobreza. Sin embargo, argumentan que al combinar la variedad 
de manifestaciones de la pobreza en una sola medición –las cuales a menudo 
se omiten en el enfoque de ingreso– hacen una contribución útil a los esfuerzos 
para medir la pobreza (undp, 1997).

5. Interacciones y convergencias

El concepto de pobreza se ha expandido enormemente desde las primeras 
investigaciones de Rowntree. Aparte del ingreso, otras dimensiones se han ido 
incluyendo progresivamente en las investigaciones sobre pobreza, tales como 
educación, salud, protección social, entre otros. Aunque las definiciones de 
pobreza han enfatizado distintas dimensiones, las investigaciones han demos-
trado que esas dimensiones, por lo general, están interrelacionadas. Con muy 
pocas excepciones, aquellos que son caracterizados como pobres en un enfoque, 
también lo son en otras dimensiones. Kanbur y Squire (1999) incluso van más 
lejos. Para ellos, “la ampliación de la definición de pobreza no cambia de manera 
significativa a quienes se considera pobres –por lo menos no, en cuanto a las 
mediciones agregadas –... (lo cual) refleja el hecho que muchos aspectos de la 
pobreza están estrechamente correlacionados entre sí... (Así,) mientras distintos 
métodos usados para definir y medir la extensión la pobreza inevitablemente 
identificarán diferentes grupos como pobres, la evidencia sugiere que, tal vez, 
las diferencias no sean tan grandes”. En el caso de Chile, por ejemplo, todos 
los enfoques presentados aquí revelan un proceso de reducción de la pobreza. 

Existe consistente evidencia que muestra interacciones y convergencias entre 
las distintas manifestaciones de la pobreza. Por ejemplo, al analizar la pobreza 
y desigualdad en Tanzania rural entre 1983 y 1991, Ferreira (1995) encontró que 
la tasa de alfabetismo entre los no pobres (según una medida de ingreso) au-
mentó en aproximadamente siete por ciento, pero se deterioró entre los pobres 
e indigentes. Asimismo, un informe del Banco Mundial (World Bank, 1996b), 
que analizó las tendencias de la pobreza en Kenia entre 1982 y 1992, descubrió 
que los niños cuyos padres tenían ingresos por debajo de la línea de pobreza y  
tenían menos estudios, era más probable que padecieran desnutrición, menos 
probable que fueran vacunados y tenían mayores probabilidades de morir 
en la infancia. De igual modo, otro informe del Banco Mundial (World Bank, 
1996c) sobre la pobreza en Nigeria entre 1985 y 1992 reveló que las personas 
con menores ingresos tenían menor educación, y que la calidad de los servicios 
de educación y salud disponibles para ellos era tan baja que consideraban que 
ni siquiera valía la pena el esfuerzo de asistir a la escuela o ir al consultorio. 
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En un estudio sobre desigualdad y pobreza en Ghana entre 1988 y 1992, Ca-
nagarajah, Mazumdar y Ye (1988) hallaron que los pobres no se beneficiaban 
de la educación tanto como los no pobres, porque los retornos en ingresos de 
la educación primaria son bajos y este es el nivel más alto de educación al que 
pueden aspirar los pobres. Otro informe del Banco Mundial (World Bank, 1998), 
sobre la pobreza en India, encontró que, en comparación con las personas de 
ingresos más altos, aquellos que están bajo la línea de la pobreza presentaban 
una tasa de matrícula en la educación básica mucho más baja, tenían una tasa 
de mortalidad en menores de dos años mucho mayor y una mayor prevalencia 
de enfermedades, como tuberculosis, malaria, lepra, defectos de extremidades 
y ceguera. Datt y Gunewardena (1997), en una investigación sobre pobreza en 
Sri Lanka en el período de 1985 a 1990, encontraron que la tasa de alfabetismo 
varió inversamente con el nivel de pobreza (medido a través del consumo per 
cápita). De la misma manera, Londoño (1996) encontró que la expansión de la 
educación en América Latina era especialmente lenta en los sectores más pobres 
de la población. Con respecto al caso de Chile, en el capítulo tres se muestra cómo 
aquellos que se consideran pobres según la medida de ingresos tienen menos 
educación, menos posibilidades de obtener acceso a los servicios de atención 
de salud y muy pocas probabilidades de tener protección de seguridad social 
en la vejez y discapacidad.

La evolución del pensamiento sobre la pobreza ha llevado a una amplia-
ción de su marco conceptual y a un entendimiento que ella no se trata sólo de 
la carencia de recursos o de situaciones como el difícil acceso a educación, a 
salud, a mecanismos de protección social, sino que también a otras dimensiones 
como derechos políticos, integración social y similares. Ello, a su vez, ha ido 
clarificando que la pobreza es un fenómeno multidimensional, cuyas distintas 
dimensiones están interconectadas. Consecuentemente, con pocas excepciones, 
los distintos métodos tienden a ser más bien convergentes en la identificación de 
situaciones de pobreza. Así, la atención ahora se vuelca hacia el área de formu-
lación de políticas públicas orientada a incrementar y potenciar las capacidades 
de los pobres, a la vez de expandir el rango de sus oportunidades para superar, 
reducir o aliviar la aflictiva situación en la que viven. 

De hecho, este trabajo revela cómo el proceso de reducción de la pobreza 
que ocurrió en Chile está asociado no sólo con el rápido crecimiento econó-
mico sino también con las largas tradiciones de política social en educación, 
salud y seguridad social que se desarrollaron en el país. Del mismo modo, 
también muestra cómo los países que exhiben tradiciones similares han logra-
do resultados parecidos y cómo los países que han carecido de esa tradición 
de intervenciones en asuntos sociales presentan bajos indicadores, no sólo en 
desarrollo social sino también en pobreza. Sin embargo, como lo muestra este 
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estudio, el punto clave es cómo integrar las estrategias y políticas para abordar 
la pobreza en su multidimensionalidad. Chile ilustra un caso en que la larga 
tradición de política social creó las bases para que el crecimiento económico 
haya sido eficaz en la reducción de la pobreza. No obstante, investigaciones 
posteriores podrían abordar el tema de cómo enriquecer esta combinación 
para que los pobres ganen en inclusión, en esquemas de protección social y 
también en derechos políticos y voz. 

6. Comentario final del capítulo

La evolución del pensamiento sobre la pobreza ha llevado al reconocimiento 
de varias dimensiones asociadas con el fenómeno. Más allá de la carencia de 
recursos, otras dimensiones como educación, salud, protección social, e, incluso, 
integración social y derechos políticos se han ido progresivamente incluyendo 
en los estudios de la pobreza. A su vez, los estudios han mostrado claramente 
interconexiones entre las dimensiones de la pobreza. Adicionalmente, con 
pocas excepciones, enfoques alternativos no han revelado mayores diferencias 
en identificar quiénes son los pobres. Aunque mejores datos e información son 
necesarios, el análisis sobre la pobreza más que focalizarse en mediciones, tien-
de a orientarse hacia la formulación de las políticas y estrategias que permitan 
superarla. En consecuencia, dada la interconexión de las diversas dimensiones 
de la pobreza, el desafío actual es generar paquetes de políticas públicas que 
aborden la pobreza en su integridad.
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Capítulo 3
¿Quiénes son los pobres?

Un análisis de sus características 
y acceso a los programas sociales1

1.   Introducción 

¿Quiénes son los pobres? ¿Cuáles son sus principales características? ¿Cómo 
han evolucionado esas características a través del tiempo? ¿Han sido los pobres 
cubiertos por los principales programas sociales? Estas son las preguntas que 
este capítulo aborda.

Estudios de la década de 1990 en Chile han caracterizado a los pobres en 
referencia a sus activos (Contreras y Larrañaga, 1998), su participación en el 
mercado laboral (Castro, 1994), la probabilidad de ser pobre en relación con 
educación media, la experiencia laboral y la tasa de dependencia (Torche, 1999). 
Un estudio de Anríquez, Cowan y De Gregorio (1998), enfocado en el período 
1987-1994, clasificó la pobreza en términos de los sectores de actividad económica 
donde los pobres obtenían sus ingresos, su distribución entre áreas urbanas y 
rurales, el tamaño de las viviendas, la tasa de dependencia, el promedio de años 
de estudio, y si  trabajaban en el sector formal o informal. El estudio también 
analizó el efecto del gasto social sobre el ingreso de los pobres, concluyendo que 
gracias a los mecanismos de focalización, la posición relativa de los pobres había 
mejorado levemente. Los análisis sobre los programas sociales generalmente 
se han enfocado en la efectividad de los mecanismos de focalización, concen-
trándose en si los beneficios de los programas sociales han sido distribuidos 
principalmente entre los pobres (ver, por ejemplo, mideplan, 1999b). 

Durante décadas previas, los estudios chilenos abordaron temas como dónde 
se localizaban los pobres (Katz y Molina, 1975; Mujica y Rojas, 1986), los pobres 
como aquellos que vivían en campamentos o poblaciones (Ortega, 1988) o tipos 
de políticas sociales o programas sobre pobreza (Tironi, 1988; Vergara, 1990).

Este capítulo asume un enfoque diferente. Combina una perspectiva his-
tórica y un análisis cuantitativo. Para mostrar las principales características 

1 Una versión preliminar de este capítulo –con el análisis del período 1987-1998– fue publicado 
en la Revista Estudios Sociales (Santiago, Chile: cpu, diciembre, 2002).
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de los pobres en diferentes momentos del tiempo, el capítulo revisa literatura 
relevante y datos de fuentes confiables. Enseguida, examina las principales 
características de la pobreza a través del tiempo y luego, basado en datos de la 
encuesta casen, analiza las principales características de los pobres en el período 
1987–1998. Para este período, analiza la relación entre características personales 
y la probabilidad de ser pobre. También analiza la probabilidad que presentan 
personas de diferentes estratos socioeconómicos de alcanzar ciertos niveles 
de educación, ser saludable, acceder a la atención de salud, ser trabajador por 
cuenta propia o de baja calificación, y si esas probabilidades difieren según edad, 
estado civil y área de residencia urbana o rural. Del mismo modo, el análisis de 
los programas sociales se concentra en la probabilidad de los pobres y de los 
casi pobres de ser cubiertos por el sistema de pensiones y programas de salud 
–ya sea públicos  o privados. 

Siguiendo a esta introducción, el documento prosigue con la revisión de las 
principales características de los pobres en diferentes momentos del tiempo, la 
presentación de los resultados principales del análisis cuantitativo y, finalmente, 
conclusiones relevantes son ofrecidas. Datos y metodología son presentados en 
anexos, al igual que los resultados de los análisis cuantitativos.

2.	 La pobreza a través del tiempo

Esta sección aborda la pregunta de ¿quiénes han sido los pobres? o, en otras 
palabras, ¿cuáles han sido las principales características identificables de la po-
breza a través del tiempo en Chile? Este es un tópico particularmente interesante 
que nos permite examinar si las principales características de la pobreza han 
permanecido constantes a través del tiempo o si existen algunas características 
que pudieran haber emergido a medida que el país se ha ido modernizando. De 
este modo, el foco de la revisión de la literatura que se presenta a continuación 
se centra en identificar los rasgos centrales de los pobres a través del tiempo, 
según lo reportan historiadores, cronista de época y científicos sociales.

Según historiadores, la mayoría de la población chilena durante el perío-
do colonial fue pobre. En un análisis histórico, Villalobos (1999, Volumen 4) 
señala que la pobreza fue entonces vista no sólo como la escasez de recursos 
sino que también era asociada a trabajo ocasional y no especializado, familias 
inestables y hogares encabezados por mujeres, vivienda precaria, promiscuidad 
y un temprano inicio de la vida sexual, además de alcoholismo. La violencia y 
el crimen eran usuales en áreas pobres también. Los miserables –como fueron 
entonces llamados aquellos que se ubicaban en los niveles más bajos de la es-
cala social– eran principalmente indígenas que vivían bajo el dominio español, 
mestizos y los pocos esclavos negros que habían sido traídos al país.
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Doscientos años más tarde la situación no había cambiado mucho. A fines 
del siglo xviii y comienzos del siglo xix los miserables continuaban siendo los 
mismos grupos de personas. Se estimaba que los esclavos africanos eran alre-
dedor de 20.000, los indígenas araucanos alrededor de 100.000 y los mestizos 
españoles–indígenas se calculaban en tres cuartos de la población (Feliú, 1942). 
El panorama social se completaba con los criollos –los descendientes blancos de 
los conquistadores españoles nacidos en el territorio chileno– y los españoles, 
quienes se estimaban en no más de 20.000 por entonces.

Las transformaciones económicas y políticas de Chile, producidas por la 
expansión del comercio, artesanado, el empleo público, vías ferroviarias, puertos 
e industria minera, llevaron al surgimiento de la clase media  y la clase obrera 
en la segunda mitad del siglo xix. En el campo no hubo muchos cambios y los 
campesinos continuaron enfrentando las mismas deplorables condiciones que 
habían tenido por siempre. Esto incentivó las migraciones desde áreas rurales 
hacia las ciudades, campamentos mineros y lugares donde se ejecutaban obras 
públicas, como caminos, puentes y  vías ferroviarias (Villalobos, 1992).

En ese contexto, la pobreza fue asociada a la clase obrera, los campesinos y los 
miserables de las ciudades. Historiadores y cronistas sociales de la época consis-
tentemente describen las condiciones sociales en que vivían los pobres, aunque sus 
reportes tienden a concentrarse en lo que pasaba con los obreros y los miserables 
urbanos, y rara vez tomaban en cuenta las condiciones de vida de los campesinos. 
Más tarde, movimientos políticos y sindicales emergieron demandando mejores 
condiciones de vida para los trabajadores urbanos y de la minería –principalmente 
del salitre.  Similares demandas por mejores condiciones de vida no aparecieron 
en el campo sino hasta la segunda mitad de la década de 1960. 

La escasez de trabajo, bajos salarios, extensas jornadas de trabajo y falta de 
descanso adecuado para los trabajadores,  viviendas miserables, promiscuidad 
y prostitución, crimen y violencia, y la falta de hábitos sociales siguieron siendo 
las principales características asociadas a la pobreza durante el siglo xix. Parale-
lamente empezaron a surgir preocupaciones acerca de las condiciones de salud 
de la población, con mención también a aquella de los pobres. Orrego-Luco 
(1884) reporta que el 60% de los niños moría antes de los 7 años, siendo aun 
peor entre los pobres, dado que una adecuada higiene era inalcanzable para 
ellos. Villalobos (1992) destaca que los problemas de escasa higiene, inadecuada 
alimentación y trabajo extenuante facilitaron el crecimiento de enfermedades 
complejas entre los pobres, siendo más frecuente la tuberculosis, el sarampión 
y las de transmisión sexual. Encina (1970, Volumen XIV) describe la gran mor-
tandad de mediados de la década de 1860 causada por el tifus exantemático, 
epidemias de sarampión y las deplorables condiciones sanitarias y de hacina-
miento en los hospitales. Los pobres no podían siquiera acceder a los hospitales, 
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por lo que la Fraternidad de Dolores –una institución no oficial que trabajaba en 
forma independiente al Consejo de Beneficencia, el servicio público a cargo de 
coordinar a los hospitales en esa época– organizó visitas médicas a los lugares 
apartados donde vivían los pobres.

Un debate acerca de las condiciones sociales y de vida de los trabajadores 
emergió a fines del siglo xix, que identificó  a los obreros como los pobres, y 
que llevó más tarde a un fuerte conflicto social. Ésta fue la llamada “cuestión 
social”, un movimiento de reforma social que se desarrolló entre los años 1880 
y 1920, y que abordó temas como los derechos de los trabajadores, seguridad 
social, vivienda digna y atención médica para los trabajadores (Morris, 1967). 
Letelier (1896), uno de los más brillantes intelectuales de la época, identificaba 
al sistema legal liberal como la causa principal de la deteriorada condición social 
de los pobres, porque –según él– “la  ley liberal entrega a los burgueses todo lo 
que les conviene, y niega a los pobres todo lo que ellos necesitan”.  A medida 
que el conflicto por la “cuestión social” se profundizaba, huelgas, desórdenes 
e incluso amenaza militar –que se conoció como ruido de sables– ocurría. Fi-
nalmente, a mediados de la década de 1920 fueron creadas varias instituciones 
de protección social y fueron promulgadas leyes que protegían los derechos 
de los trabajadores. 

Sorprendentemente, educación para los pobres no era reivindicación por 
entonces. Por ejemplo, Letelier (1896) argumentaba que “todo lo que el libera-
lismo ha entregado a los pobres es sólo educación y el derecho a voto para que 
ellos conozcan mejor sus miserias y demandar ellos mismos soluciones a sus 
problemas“ (p. 281). Del mismo modo, Recabarren (1965), líder de la Federación 
Obrera de Chile y más tarde fundador del Partido Obrero Socialista de Chile y 
del Partido Comunista chileno, en un artículo acerca de la conmemoración del 
centenario de la independencia de Chile2, señalaba que a pesar que la proporción 
de analfabetos había disminuido, eso no había significado ningún progreso, ya 
que para las clases más bajas saber leer y escribir era sólo una forma de comu-
nicación que no había contribuido a mejorar su bienestar social (p. 300). 

La educación no debe haber sido vista como un problema o una desventaja 
para los pobres, porque el promedio de escolaridad debió haber sido muy bajo 
por entonces y por el esfuerzo del Estado por alfabetizar y educar a la población. 
La escolaridad promedio en 1955 –décadas después– era de 3,3 años (Ahumada, 
1958), la tasa de alfabetismo había estado subiendo –en 1907 era 40% y subió 
a 50,3% en 1920 (ine, 1999)– y la educación primaria era gratis y había estado 
expandiéndose desde los primeros tiempos de la República, especialmente hacia 

2 La independencia de Chile se produjo el 18 de septiembre de 1810.
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finales del siglo xix cuando una parte importante de los impuestos percibidos 
por el auge del nitrato fueron destinados a la educación, a alfabetización y a 
incrementar el empleo público. Consecuentemente, la educación no debió haber 
sido vista como una gran desventaja, dada la baja escolaridad y los niveles de 
alfabetismo de la población en su conjunto.

A pesar que durante décadas previas se crearon varios programas sociales 
y leyes para proteger a los trabajadores, como las cajas de previsión, programas 
de atención de salud para los trabajadores, y el Código del Trabajo, la crisis 
económica del año 1930 trajo nuevas penurias e incrementos de pobreza. Según 
Silva (1974), esta crisis tuvo sus raíces en la depresión de los Estados Unidos 
y el cierre de los mercados para el salitre y cobre chilenos.  En este contexto, 
Serrano (1938), asemejando a los obreros como los más pobres, identificó las 
principales características de lo que llamó miseria: una dolorosa carencia de 
alimentos, vivienda y ropas, analfabetismo, mortalidad infantil, alcoholismo 
y enfermedad (pp. 8 y 9). Para Zañartu (1938), la miseria podía ser vista en 
la alta tasa de  mortalidad infantil que Chile tenía a mediados del año 1930 
–225 por 1.000 nacidos vivos–,  mendigos deambulando en el centro de las 
principales ciudades, personas harapientas y niños que dormían y se escar-
chaban bajos los puentes.

Veinte años más tarde, en uno de los primeros intentos por cuantificar la 
pobreza, Ahumada (1958) concluye que, hacia 1955, el 58,6 % de la población 
era pobre. Ahumada identificó a los trabajadores como los pobres y estableció 
como línea de pobreza al salario necesario para satisfacer las necesidades bási-
cas de una familia. Para Ahumada las principales características de los pobres 
eran la falta de educación, la carencia de vivienda adecuada, la falta de bienes 
durables, alimentación insuficiente y desnutrición.

La diferencia en los niveles de educación, como importante factor expli-
cativo de la pobreza, apareció en un contexto en que, desde comienzos de la 
década de1940, un plan de industrialización y una estrategia de sustitución de 
importaciones habían sido aplicadas en el país. Ello enfatizó la importancia de la 
producción nacional en sectores industriales como hilados  y tejidos;  metales y 
sus manufacturas; celulosa, papel y cartón;  pieles y cueros;  aceites y mantecas;  
y otras producciones nacionales (Pinto, 1973). Así, la transformación de una 
economía chilena basada casi exclusivamente en la agricultura a una con un 
importante crecimiento  de la producción no agrícola demandó una fuerza de 
trabajo más educada. Por la época el gobierno desarrolló extensivos programas 
de educación y capacitación, que recogían el aforismo de la administración del 
presidente Aguirre: “gobernar es educar”. Los que pudieron capitalizar las 
oportunidades de obtener más educación y capacitación fueron los que también 
sacaron provecho de este proceso de transformación económica: principalmente 
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los estratos medios y superiores.  Ahumada (1958, p.75) lo puso de esta manera: 
“... los más pobres no pueden educar a sus hijos y evitar su destino de haber 
nacido en hogares obreros y continuar siendo obreros,  sin importar si él o ella 
tienen suficientes capacidades para contribuir a su propio bienestar personal y 
social trabajando en actividades más reconocidas y mejor pagadas”3.

Un interesante estudio de desal4 acerca de la marginalidad en Santiago apare-
ció en 1968. Los marginales eran vistos como aquellos que carecían de participación 
en la distribución de bienes y beneficios, y en el proceso político de la sociedad. Así, 
los marginales fueron considerados como los más pobres y fueron caracterizados 
como los que carecían de ingreso suficiente,  de nutrición adecuada, de salud, de 
abrigo, de educación y de participación en el proceso de toma de decisiones de 
la sociedad (Mercado, De la Puente y Uribe-Echeverría, 1968).

Seis años más tarde el gobierno de Chile ordenó un estudio para cuantificar 
el número de personas en extrema pobreza con el propósito de formular políticas 
hacia ese segmento (ver Kast y Molina, 1975). El estudio, conocido como “El mapa 
de la extrema pobreza”, fue realizado conjuntamente por odeplan5 y el Instituto 
de Economía de la Universidad Católica de Chile. Basado en el Censo de 1970 y 
tomando el enfoque de las necesidades básicas insatisfechas, el estudio analizó las 
características de la vivienda, los bienes durables del hogar y el capital humano 
de sus integrantes. Concluyó que 21% de la población estaba en extrema pobreza. 
De acuerdo con este estudio, los pobres vivían en condiciones de hacinamiento, 
rara vez contaban con sistema de alcantarillado, difícilmente tenían bienes dura-
bles como auto o camioneta, motocicleta, bicicleta, radio, aparato de televisión, 
refrigerador o máquina de coser. Las personas en extrema pobreza tenían bajo 
nivel de educación: 45,5% no había completado la educación primaria  y sólo el 
6% tenía más de tres años de educación secundaria.

3 Un aspecto muy interesante en el planteamiento de Ahumada es que es previo a los más tempranos 
trabajos de los más famosos economistas de capital humano. Por ejemplo, Jacob Mincer completó su tesis 
doctoral en la Universidad de Columbia en 1957 con el título “A study of personal income distribution”. Luego 
Mincer publicó una versión resumida de esa tesis en el Journal of Political Economy en agosto de 1958, bajo 
el título  “Investment in Human Capital and Personal Income Distribution” (Mincer, 1974). Un  temprano 
trabajo de Becker: “Underinvestment in College Education?” fue publicado en 1960 por la American Eco-
nomic Review; otro “Investment in human capital: a theoretical analysis” publicado en el Journal of Political 
Economy en 1962; y su famosa monografía “Human Capital: a theoretical and empirical analysis with special 
reference to education” apareció en 1964 (Becker, 1964). El artículo de Schultz sobre “Investment in man: an 
economist view” fue publicado en la Social Service Review en junio de 1959, y su libro sobre “Investments 
in human capital in poor countries” se publicó en 1962 (Schultz, 1971).

4 desal: Centro para el Desarrollo Económico y Social de América Latina. Fue el principal centro difu-
sor de la Teoría de la Marginalidad.

5 odeplan: Oficina de Planificación Nacional. En 1990 se transformó en el Ministerio de Planificación 
y Cooperación.
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Un estudio similar, basado en el Censo de 1982, concluyó que la extrema 
pobreza había decrecido a 14% en 1982 (Mujica y Rojas, 1986). Según este 
estudio las características centrales de la extrema pobreza eran hacinamiento 
(más de 3 personas por habitación), carencia de un sistema de alcantarillado, 
o falta de equipamiento del hogar como mobiliario, aparato de televisión, 
radio u otros bienes durables. De acuerdo con este estudio, la extrema pobre-
za decreció porque el hacinamiento disminuyó y el equipamiento del hogar 
mejoró durante el período.

 Raczynski (1986) criticó esta conclusión.  Para ella, en lugar de disminuir, la 
extrema pobreza había crecido entre 1970 y 1982. Argumentó que los allegados6 
habían aumentado notoriamente y que el hacinamiento pareció decrecer porque 
los hogares habían añadido habitaciones para albergar a los allegados. Los alle-
gados se incrementaron a principios de la década de 1980 debido a un alza en el 
desempleo y a una declinación sostenida en los ingresos de las personas, por lo 
que muchas familias no pudieron seguir pagando su arriendo o dividendo. Por 
otro lado, ella señala que el equipamiento para la casa parecía haber mejorado 
porque muchas familias de bajos ingresos habían adquirido electrodomésticos 
de bajos precios o usados. Considerando esto, discrepa fuertemente que esta 
pequeña mejora en el equipamiento del hogar se haya traducido en un menor 
nivel de pobreza o en un mayor poder de compra de la población.

Durante los años 1980 aparecieron varios estudios sobre pobreza. El 
contexto en que ellos surgieron fue el de un país que aún sufría los efectos 
de la crisis financiera de 1982, en que protestas en contra de la situación 
política y económica ocurrían en la periferia de Santiago por primera vez 
durante el régimen del general Pinochet, una muy tímida apertura de prensa 
se producía y una actitud algo más desafiante aparecía entre los intelectuales 
y científicos sociales.

Otros estudios de la época también abordaron la discusión de cuántos pobres 
había en el país, normalmente tomando el enfoque de ingreso de la pobreza. 
Consideraban extremadamente pobre a las familias cuyos ingresos eran menores 
al valor de una canasta básica de alimentos. El contenido de la canasta básica 
variaba entre los investigadores. Torche (1984), considerando datos sobre hábitos 
de consumo de las personas de más bajos ingresos, y el ingreso requerido para 
satisfacer necesidades mínimas en alimentación, vivienda y educación, conclu-
yó que el 46% de las familias eran extremadamente pobres en Chile. Rodríguez 
(1985), centrándose en el ingreso requerido para el consumo alimentario mínimo, 
encontró que el 30,3% de los hogares eran extremadamente pobres. García (1986), 

6 La expresión “allegados” hace referencia a la situación de las personas que viven en la casa de otra(s) 
sin que medie un vínculo contractual de arriendo.
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comparando encuestas del ine7 sobre presupuesto familiar de 1968, 1969 y 1978, 
e ilades8 de 1983, y los hábitos de consumo de la población, estimó que el 59,1% 
de los hogares caían en la categoría de extrema pobreza. Otro estudio realizado 
por Torche (1988) concluyó que el 25% de los hogares estaban en extrema pobreza 
–identificados como aquellos que ni siquiera satisfacían sus necesidades alimen-
tarias básicas– y que el 46% de los chilenos eran pobres –aquellos cuyo ingreso 
no era suficiente para satisfacer necesidades alimentarias y no alimentarias como 
vivienda, vestuario, educación y similares.

Vergara (1990, p. 36), con un propósito diferente –analizar “ políticas dirigidas 
hacia la extrema pobreza en Chile”– también tomó el enfoque de ingreso y carac-
terizó a la pobreza como “la incapacidad de un individuo o de una familia para 
alcanzar ciertos niveles mínimos de satisfacción de un conjunto de necesidades 
consideradas esenciales”. Basada en datos provenientes de la ficha cas9, ella estimaba 
que alrededor del 35% de la población estaba en extrema pobreza (p. 65).

A fines de los años 1980, Ortega (1988), analizando  la sobrevivencia  de los 
pobres, tomó un enfoque diferente e  identificó a los pobre como “pobladores”, 
una persona que vive en campamentos originados en ocupaciones ilegales 
o poblaciones construidas para personas de bajo ingreso. Las características 
principales de los “pobladores” por entonces eran su bajo ingreso, alto de-
sempleo, subempleo, trabajo en programas de emergencia, creciente carencia 
de seguridad social, hacinamiento del hogar producido principalmente por el 
fenómeno de allegados. 

En este recorrido sobre la percepción de la pobreza a través del tiempo 
surge con cierta claridad que los factores materiales asociados a la pobreza se 
han mantenido constante a través de décadas e incluso siglos en Chile, y que 
las preocupaciones por atributos personales, tales como salud y educación, co-
menzaron a surgir a fines del siglo xix y se concretaron durante el siglo veinte.

Los aspectos normalmente asociados a la pobreza han sido la falta de in-
gresos y escasez de recursos, vivienda inadecuada y hacinamiento, desempleo, 
subempleo y trabajos de baja calificación. Adicionalmente, lo que es interesante 
hacer notar en este contexto, es que el hecho de que un hogar fuera encabezado 
por una mujer ya se asociaba con pobreza en la época colonial de Chile y que 
ello se ha mantenido en el tiempo, como lo reportan recientes investigaciones 
(Contreras y Larrañaga, 1998; Torche, 1999). De modo similar, un riesgo de 

7 ine: Instituto Nacional de Estadísticas, la dependencia de gobierno encargada de producir los datos 
oficiales acerca de la actividad económica del país.

8 ilades: Instituto Latinoamericano de Doctrina y Estudios Sociales, una pequeña pero influyente Uni-
versidad dirigida por la congregación católica de la Compañía de Jesús.

9 La ficha cas es una encuesta que se aplica a los postulantes a los beneficios sociales del Estado que 
se focalizan en los pobres.
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violencia y crimen comparativamente más alto sigue siendo una realidad per-
sistente entre los pobres. Según Frühling (1997), los crímenes contra la gente y 
la libertad sexual tienden a concentrarse en barrios pobres.

Factores personales como el estado de salud y la educación son características 
cuya asociación con la pobreza se establecen durante el siglo xx. Las condiciones 
de salud de los pobres es un tópico que los historiadores y cronistas sociales 
empezaron a reportar a fines del siglo xix, aunque surgió con más fuerza a me-
dida que el debate sobre la “cuestión social” se profundizaba. Los vínculos entre 
educación y pobreza, sin embargo, comenzaron a ser reportados a mediados de 
los años 1950 en Chile, cuando las transformaciones económicas dejaron en claro 
que aquellos que no estaban accediendo a las oportunidades del progreso eran 
los que presentaban los más bajos logros educacionales. Desde entonces ambos 
tópicos nunca han dejado el debate sobre políticas hacia la pobreza.

Este breve recuento, desde la Colonia hasta comienzos de los años 1980, 
ha mostrado cuán persistentes han sido los problemas asociados a la pobreza. 
El tema interesante que lógicamente sigue es el análisis de cómo esas caracte-
rísticas se presentan en las últimas dos décadas en Chile. La siguiente sección 
trata de ello.

3. Tendencias de la pobreza 1987-2000

Como se ha explicado previamente, este capítulo se concentra en las caracterís-
ticas personales de los pobres. Así, el análisis de las necesidades habitacionales 
está más allá del marco de este estudio. Del mismo modo, el análisis de la 
relación entre desempleo y pobreza no es abordado debido a que ha sido ya 
bien establecida  (ver Torche, 1999; Larrañaga, 1998; Cowan y De Gregorio, 
1998; y Castro, 1994).  Consecuentemente, esta sección se centra en el análi-
sis de los niveles de educación, el estado de salud de los diferentes estratos 
socioeconómicos, tipo de empleo y características personales como la edad, 
sexo, estado civil, y área de residencia urbana o rural. Estas características han 
sido seleccionadas porque datos de estas variables han sido consistentemente 
incluidos en las encuestas casen del período analizado. Como se menciona en 
el Anexo 1 (Datos y Metodología), los pobres han sido descompuestos en dos 
categorías: indigentes –o extremadamente pobres– y pobres no indigentes. 
Para completar el panorama acerca de las personas de más bajo ingreso se ha 
incluido una categoría adicional, denominada como los “casi pobres”10.

10 Los “casi pobres” son aquellas personas cuyo ingreso se ubica entre dos y tres canastas básicas de 
alimento. Ver Anexo 1 de este capítulo.
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El análisis estadístico muestra que los pobres –indigentes y pobres no–in-
digentes– son principalmente mujeres, habitantes urbanos, personas menores 
de 40 años, con escolaridad menor a ocho años (Tablas 2 y 3). El hecho de ser 
soltero, separado, divorciado(a) o viudo(a) se asocia con una menor probabilidad 
de ser pobre. Coincidentemente, las mujeres y los menores de 40 años tienen 
una menor probabilidad de pertenecer al estrato de ingreso medio–alto, pero 
lo contrario ocurre con el hecho de ser residente rural, soltero(a), separado(a), 
divorciado(a) o viudo(a). Asimismo, la probabilidad de pertenecer al estrato 
de ingresos medio–alto se incrementa a medida que los años de escolaridad 
aumentan y la más alta probabilidad de pertenecer a este estrato es cuando las 
personas alcanzan la educación superior. Al contrario, la probabilidad de ser 
indigente o pobre no indigente aumenta a medida que las personas presentan 
más baja escolaridad (Tabla 3).

Adicionalmente, el modelo logit multinomial muestra que la probabilidad 
de ser pobre cae entre 1987 y 2000 para todas las características por las que se 
ha controlado, lo que es consistente con la tendencia de disminución de la po-
breza del período. Controlando por género, área de residencia, edad, nivel de 
escolaridad y estado civil, la probabilidad predicha de una mujer de ser pobre es 
entre 1% y 2% más alta que la del hombre, todo lo demás igual.  Los resultados 
también indican que ambos enfrentan prácticamente la misma probabilidad de 
ser casi pobres (Tabla 2). Además, los residentes urbanos presentan una más 
alta probabilidad de ser ya sea pobres o casi pobres que los habitantes rurales 
(Tabla 2). Un dato interesante que aporta la Tabla 2 es que la probabilidad de 
ser pobre o casi pobre aumenta levemente entre 1998 y el año 2000 para todos 
los grupos, lo que sería consistente con la etapa de desaceleración económica 
que se vivió en ese período.

1987 1990 1992 1994 1996 1998 2000
Pobre Hombre 0,4159 0,3454 0,3060 0,2951 0,2386 0,2101 0,2500

Mujer 0,4253 0,3631 0,3274 0,3155 0,2545 0,2295 0,2643
Urbano 0,4401 0,3902 0,3464 0,3303 0,2625 0,2427 0,2738
Rural 0,3728 0,2688 0,2645 0,2679 0,2093 0,1747 0,2343

Casi 
Pobre

Hombre 0,1852 0,1904 0,1909 0,1900 0,1773 0,1703 0,1812
Mujer 0,1790 0,1900 0,1917 0,1946 0,1817 0,1756 0,1848
Urbano 0,1782 0,1958 0,1992 0,1960 0,1867 0,1849 0,1933
Rural 0,1874 0,1695 0,1731 0,1841 0,1591 0,1453 0,1683

Tabla 2. Probabilidad predicha de ser pobre o casi pobre clasificados 
por sexo y área de residencia, 1987 – 2000

Fuente: Cálculos del autor basados en las encuestas casen. Resultados del modelo logit multi-
nomial se presentan en Anexo 2. Nota: Probabilidad predicha es la traducción literal del inglés 
Predicted Probability. 
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La educación tiene una asociación negativa con la pobreza. Entre 1987 y 
el año 2000 la probabilidad predicha de ser pobre decreció para todos los 
niveles educacionales, debido a la tendencia de reducción de la pobreza del 
período. No obstante esa impresión global, de manera similar a lo reportado 
por la Tabla 2, la Tabla 3 muestra que entre 1998 y el 2000 la probabilidad de 
ser pobre se incrementa levemente para todos los rangos educacionales. Ello 
es consistente con la desaceleración económica del período e indicaría que, a 
pesar de la reducción en la incidencia de la pobreza que muestran la encuesta 
casen, los sectores medios –normalmente educados– fueron afectados por la 
baja en el ciclo económico. 

En el período, aquellos con más baja educación muestran consistentemente 
una más alta probabilidad de ser pobres. Por ejemplo, considerando personas 
de 24 años de edad o más y controlando por género, área de residencia y esta-
do civil, alguien que tiene cuatro años de escolaridad en 1987 enfrenta 50% de 
probabilidad de ser pobre, mientras que la probabilidad para aquellos que han 
alcanzado 8 ó 12 años de educación fue 30% y 15%, respectivamente (ver Tabla 
3). En 1998, la probabilidad de ser pobre para los mismos años de escolaridad 
había cambiado a 29%, 17% y 9%, respectivamente (Tabla 3). Y en el año 2000 
esa probabilidad se había incrementado en 3% para los rangos de escolaridad 
señalados, llegando a ser 32%, 20% y 12%, respectivamente.

Años de escolaridad 1987 1990 1992 1994 1996 1998 2000
4 años 0,5013 0,4335 0,3812 0,3576 0,3171 0,2929 0,3179
8 años 0,3058 0,2858 0,2463 0,2253 0,1859 0,1756 0,2040
12 años 0,1499 0,1641 0,1400 0,1256 0,0953 0,0939 0,1179
17 años 0,0491 0,0702 0,0603 0,0533 0,0364 0,0385 0,0532

Fuente: Cálculos del autor basados en las encuestas casen. Resultados del modelo logit multi-
nomial se presentan en Anexo 3. Nota: Probabilidad predicha es la traducción literal del inglés 
Predicted Probability. 

Tabla 3. Probabilidad predicha de ser pobre, para personas de 24 años de edad 
o más, de acuerdo a niveles de escolaridad seleccionados, Chile 1987 – 2000

En la tendencia general de disminución de la pobreza del período, el ritmo 
de decrecimiento es más rápido entre aquellos que han acumulado un mayor 
capital humano en educación. El análisis muestra que el cambio porcentual en 
la probabilidad de ser pobre debido a un año más de escolaridad está relacio-
nado a la etapa del proceso educacional donde ese año adicional de educación 
es obtenido. Por ejemplo, en 1987, cuando la incidencia de pobreza fue 45,1%, 
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el cambio porcentual en la probabilidad de ser pobre11 por incrementos en 
el nivel de escolaridad de 3 a 4 años fue -0,085,  de 7 a 8 años fue -0,135 y de 
11 a12 años fue -0,18. En 1998, cuando la incidencia de pobreza fue 21,7%,  el 
cambio porcentual para los mismos niveles de escolaridad fue -0,10, -0,13 y 
-0,15, respectivamente. En el 2000, en un período de desaceleración económica 
y cuando la incidencia de la pobreza se redujo a 20,6%, los cambios porcen-
tuales fueron de –0,09, -0,11 y –0,13. 

El análisis de la relación entre niveles de escolaridad y pobreza sugeriría que 
las personas  con educación superior difícilmente son pobres, que las crisis afectan 
mayormente a aquellos con más baja escolaridad y que el proceso de recupera-
ción beneficia principalmente a quienes tienen educación secundaria o superior. 
Adicionalmente, el análisis también sugiere que las personas de mayor educación 
no son inmunes a las variaciones (negativas) de los ciclos económicos.

De estos resultados surgen, adicionalmente, preguntas que investigaciones 
posteriores deberían abordar. Por ejemplo: ¿Por qué algunas personas que tienen 
una mayor educación caen o permanecen en pobreza? ¿Por qué personas con 
baja escolaridad, o incluso sin educación, no lo son? ¿Hay algo más, aparte de 
la educación, que prevenga significativamente a las personas de la pobreza? 
Los análisis se hacen en base a características sobre las cuales hay registros, 
como los años de escolaridad, pero hay otras variables de las cuales no hay 
mayores datos, como predisposición al esfuerzo, red de relaciones sociales, 
eventos fortuitos y otros, que podrían tener incidencia en la probabilidad que 
una persona sea pobre.

Adicionalmente, controlando por las mismas variables ya señaladas los 
análisis estadísticos también muestran que las personas menores de 40 años 
tienen una más alta propensión de ser pobres. Esto es consistente con los resul-
tados de Torche (1999) y con los de Contreras y Larrañaga (1998). Torche explica 
los resultados en términos del valor de la experiencia.  Contreras y Larrañaga 
argumentan  que el período entre los 20 y 39 años de edad está asociado a una 
pobreza temporal, debido a que es la etapa de inicio de la vida del hogar.

Por otro lado, los resultados reportados están contradiciendo una idea 
común, cuál es que la pobreza es más extendida en áreas rurales. Una razón 
para explicar estos resultados sería que la falta de un futuro mejor y el impulso 
por buscar mejores oportunidades económicas, estimularía migraciones hacia 
las ciudades, lo que arrojaría como consecuencia una mayor concentración de 

11 Este cambio porcentual (CP) se define como: 

; donde Praf  es la probabilidad del año final y Prai es la probabilidad del año inicial.CP= 
(Praf – Prai)

	 Prai
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pobres en áreas urbanas. Una hipótesis alternativa sugeriría que en los sectores 
rurales habría un mayor número relativo de personas en cada hogar que trabaja 
– por ingreso o en actividades orientadas al autoconsumo–, lo que se traduciría 
en una menor probabilidad de pobreza en los sectores rurales.

Hasta aquí el análisis se ha concentrado en la asociación entre caracterís-
ticas personales y pobreza. Ahora el análisis se enfocará en la probabilidad de 
las personas de bajos ingresos de tener diferentes niveles de educación,  tener 
salud o estar enfermo y recibir atención médica, y ser trabajador por cuenta 
propia o de baja calificación.

El análisis de probabilidad marginal respecto de las condiciones de salud 
que enfrentan las personas de bajos ingresos revela que son más probable-
mente sanos12. Sin embargo, cuando están enfermos es menos probable que 
reciban atención médica. Este resultado sugiere, por un lado, que la baja 
calidad de la atención de salud que ellos reciben en los servicios públicos, 
junto con las largas esperas que deben soportar, los desanima a solicitar 
atención cuando están enfermos o heridos. Por otra parte, este resultado 
también sugiere que, dado que los pobres tienen una más alta probabilidad 
de carecer de cobertura de seguridad social, el costo de oportunidad de 
solicitar atención de salud –espera incluida–, y de eventualmente tomar 
licencia por enfermedad, es demasiado alto para ellos, quienes no pueden 
asumir el costo de dejar de trabajar.

El trabajo es la vía  más importante por la cual las personas obtienen ingre-
sos y salen de la pobreza (Larrañaga, 1997), pero para entrar y permanecer en 
el mercado laboral las personas necesitan estar suficientemente sanas. Esa es la 
razón por la que el hecho de ser saludable está positivamente correlacionado 
con el ingreso (Akin et al., 1985). Así, lo que estos resultados sugieren es que 
mantenerse saludable sería uno de los escasos activos que los pobres pueden 
mostrar, pero este activo está en peligro si ellos no tienen las mismas posibilida-
des de recibir atención médica cuando están enfermos, como las tienen quienes 
pertenecen a estratos económicos más altos.

El análisis estadístico también revela que los menores de 40 años son más 
probablemente saludables también, pero lo contrario ocurre con las mujeres y 
los mayores de 65 años. Los residentes de áreas rurales y las personas mayores 
de 65 años presentan una menor probabilidad de tener atención médica cuando 
están enfermos. Asimismo, los niños provenientes de familias de bajos ingresos 
tienen mayor probabilidad marginal de ser desnutridos.

12 Las variables por las que se ha controlado en este análisis particular son: estrato socioeconómico 
(indigente, pobre no indigente y casi pobre), género, área de residencia, edad, estado civil, trabajador por 
cuenta propia y, alternativamente, trabajador de baja calificación.
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El hecho de ser una persona de bajos ingresos –indigente, pobre no indigente 
o casi pobre– no parece estar asociado con el hecho de ser trabajador por cuenta 
propia.  Sin embargo, desde el punto de vista del logro educacional, aquellos 
que tienen entre uno y siete años de escolaridad muestran una mayor proba-
bilidad de ser trabajador independiente. Ser trabajador independiente no está 
asociado a la pobreza o a un bajo ingreso, porque siendo el trabajo por cuenta 
propia una realidad entre los pobres, ellos no son los únicos que pertenecen a 
esta categoría, la que incluye varios otros tipos de actividades laborales como 
comercio (desde pequeños a grandes), vendedores, consultorías profesionales, 
artesanos, jardineros, y también trabajadores no calificados y ocasionales.

Trabajador de baja calificación parece ser una mejor categoría para describir 
al trabajador pobre. Los pobres –indigentes y pobres no indigentes– son más pro-
bablemente trabajadores de baja calificación. Las personas clasificadas como casi 
pobres muestran una positiva probabilidad marginal también, pero más baja que 
la del trabajador pobre. Del mismo modo, los bajos logros educacionales de las 
personas muestran una asociación positiva con el hecho de ser un trabajador de 
baja calificación. Las mujeres y los habitantes de áreas rurales también muestran 
una mayor probabilidad de desarrollar trabajos no especializados.

4. Subsidios monetarios y la incidencia de la pobreza   

El gasto público social creció entre 1990 y 2000 en 136,33 por ciento (cálculo basado 
en datos mideplan, 2001 y 2002). Asimismo, el gobierno reporta un incremento en 
el número de subsidios otorgados y en valor real de ellos (mideplan, 1999b y 2001). 
Las excepciones a esta tendencia son el subsidio de cesantía, cuyo valor prome-
dio se incrementó hasta 1996 y luego decreció levemente entre 1997 y 2000, y las 
asignaciones familiares, cuyo pago se ha concentrado, desde 1992, en el segmento 
de los trabajadores de menores ingresos. Así, una pregunta interesante es cuántas 
personas habrían dejado de ser consideradas pobres al recibir estos subsidios. Una 
metodología simple para abordar esta pregunta es comparar la incidencia de la 
pobreza con o sin esos subsidios. La Tabla 4 reporta los resultados.

Los subsidios monetarios del gobierno considerados son los siguientes: 
subsidio único familiar (suf)13, pensiones asistenciales (pasis)14, asignaciones 

13  El Subsidio Único Familiar (suf) es un aporte en dinero que se otorga a las madres, los menores 
y las personas inválidas de cualquier edad que comprobadamente están en situación de pobreza y que no 
perciben la “asignación familiar”.

14 pasis es un programa que permite a personas que carecen de protección del sistema previsional ob-
tener beneficios previsionales. Los beneficiarios de este programa pueden percibir “asignaciones familiares”, 
pensiones de vejez, de invalidez o por deficiencia mental.
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familiares15 y subsidio de cesantía16. Estos subsidios transfieren dinero directa-
mente a las personas. Los cuatro subsidios se focalizan en las personas de bajos 
ingresos. Sin embargo, la asignación familiar, aunque progresivo, no se otorga 
exclusivamente a aquellas personas bajo la línea de pobreza, ya que a los tra-
bajadores con hijos y con un salario mensual menor a 585 dólares –a diciembre 
del año 2000– tienen derecho a este subsidio.

Los resultados de la Tabla 4 muestran que en promedio el 1,5% de la población 
dejó de ser considerada pobre por aplicación de los subsidios monetarios en cada 
año en que la encuesta casen fue aplicada. El mayor impacto de estos subsidios 
se produce sobre la incidencia de la indigencia, el cual se mueve en un rango que 
va desde 2,4% de población que cruzó la línea de indigencia en 1987, a 1,09% 
en el año 2000. Esta mayor focalización en los indigentes llevó a que, en las tres 
primeras observaciones señaladas en la Tabla 4, un mayor número relativo de 
ellos traspasara la línea de indigencia y se instalara como pobres no indigen-
tes, respecto de aquellos pobres no indigentes que, como consecuencia de la 
aplicación de estos subsidios, traspasaron la línea de la pobreza y se instalaron 
como casi pobres. Así, entonces, lo que se tiene es que en un ritmo general de 
descenso de la incidencia de la pobreza, por aplicación de estos subsidios, hay 
relativamente más indigentes que pasan a ser pobres no indigentes que pobres 
no indigentes que pasan a ser casi pobres.

Tabla 4. Variación en el porcentaje de pobres al 
considerar los subsidios monetarios, 1987–2000

Años Indigentes
Pobres

No Indigentes
Total

Pobres Casi Pobres
Ingreso 

Medio-Alto
Total

No Pobres

1987 -2,39% +0,73% -1,66% +0,97% +0,69% +1,66%
1990 -1,32% +0,25% -1,07% +0,52% +0,55% +1,07%
1992 -1,23% +0,003% -1,22% +0,55% +0,68% +1,22%
1994 -1,14% -0,12% -1,26% +0,53% +0,74% +1,26%
1996 -1,44% -0,33% -1,77% +0,35% +1,43% +1,77%
1998 -1,50% -0,44% -1,94% +0,69% +1,25% +1,94%
2000 -1,09% -0,65% -1,74% +0,25% +1,49% +1,74%

Fuente: Cálculos del autor basados en las encuestas casen. 

15 La asignación familiar es un subsidio que se otorga a las personas con dependientes incapacitados 
para trabajar, como niños y ancianos. 

16 El subsidio de cesantía está dirigido a personas que han perdido el trabajo por razones ajenas a su 
voluntad. Se puede hacer efectivo a partir del tercer mes de cesantía, se paga cada cuatro meses y la extensión 
máxima por la cual el subsidio puede ser percibido es de 360 días. 
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El gobierno ha mostrado que el gasto agregado en los subsidios monetarios se 
ha concentrado en los pobres. Según mideplan, el 40% de las personas de más 
bajos ingresos recibieron entre el 55,9 y 73,1 por ciento de ese gasto desde 1987 
a 2000 (ver Tabla 5).

El análisis estadístico muestra que el suf y el pasis son los subsidios 
monetarios que más probablemente llegan a las personas de bajos ingresos 
(indigentes, pobres no indigentes y casi pobres) durante el período 1987-2000. 
La asignación familiar, a su vez, no ha sido igualmente efectiva en llegar a 
los más pobres: es improbable que los indigentes la reciban, pero, en cambio, 
los casi pobres tienen un más probable acceso a ella. Y sobre el subsidio de 
cesantía no hay evidencia consistente, dado que el análisis estadístico entrega 
generalmente coeficientes no significativos.

5.	 Política social: ¿llega a los pobres?

Las secciones anteriores se han ocupado de caracterizar a los pobres y de analizar 
subsidios específicos orientados a las personas de bajos ingresos. Esta sección 
trata el tema de si los programas sociales masivos están llegando a los pobres. 
Algunos de ellos son universales, como los de educación, atención de salud y 
pensiones, mientras que otros son focalizados como el programa de alimentación 
escolar y el programa de nutrición infantil.

5.1.	 Programas educacionales

En Chile el sistema escolar es universal. La educación primaria es obligatoria, 
llegando prácticamente a todos los niños. La cobertura en educación secundaria 
creció desde 81,5% en 1987 a 90% de los jóvenes menores de 25 años en el año 
2000 (ver Tabla 6). Una larga tradición de políticas en educación, que emergió 

Tabla 5. Distribución de los subsidios monetarios en los hogares 
clasificados por quintiles de ingreso, 1987–2000 (%)

Quintiles de 
Ingreso 1987 1990 1992 1994 1996 1998 2000

I 33,6 33,7 36,4 38,7 36,1 46,3 45,4
II 22,3 23,9 26,2 26,2 27,8 26,4 27,7
III 17,9 18,4 17,9 17,3 20,6 16,0 15,8
IV 14,9 13,9 12,0 12,1 11,5 8,4 8,3
V 11,3 10,1 7,4 5,6 4,0 2,9 2,8
Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

Fuente: mideplan 1999a, p. 82; mideplan 2001 .
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poco después de la Independencia, ha llevado al país a tener una creciente 
cobertura educacional y comparativamente buenos estándares en el contexto 
latinoamericano.  En el año 2000, la tasa de alfabetismo en Chile era de 96% (mi-
deplan, 2003), la segunda más alta de Latinoamérica (cepal, 2003). Igualmente, en 
el 2000 Chile tenía 9,8 años de escolaridad promedio (mideplan, 2003), mientras 
que el promedio latinoamericano hacia la segunda mitad de la década de 1990 
era de 5,2 años (Kliksberg, 1998).

Actualmente el sistema escolar está organizado sobre la base de escuelas mu-
nicipales, un sistema de subvención escolar y escuelas completamente privadas. 
Las municipales son escuelas públicas administradas por corporaciones muni-
cipales de educación. El sistema de subvención escolar corresponde a escuelas 
privadas que reciben subsidios del gobierno por cada estudiante que asiste a ellas. 
Las escuelas completamente privadas son aquellas que no reciben subsidios y, 
consecuentemente, las familias pagan la colegiatura completa y cualquier otro 
gasto. Las escuelas municipales muestran la más alta cobertura entre las personas 
de más bajos ingresos, el sistema escolar subvencionado aumenta su participación 
entre los de ingresos medios y el 20% más rico asiste principalmente a escuelas 
privadas (mideplan, 1999a, pág. 44; mideplan, 2003).

Un programa complementario del sistema educacional es el Programa de Ali-
mentación Escolar. Este es un programa que entrega desayunos, almuerzos y 
colaciones a los estudiantes pobres, de edades entre 6 y 14 años, que asisten a 
las escuelas del sistema municipal y del sistema subvencionado. Este programa 
fue creado en 1964 y es administrado por la “Junta Nacional de Auxilio Escolar 
y Becas”, de dependencia del Ministerio de Educación. El gobierno reporta una 
exitosa focalización de este programa entre los niños provenientes de familias de 
bajos ingresos que asisten a las escuelas del sistema subvencionado (mideplan, 
1999a, p. 41; mideplan, 2003). A su vez, el análisis de probabilidad marginal sobre 

Tabla 6. Cobertura educacional entre la población menor de 25 años de edad (%)

Quintil 
de
Ingreso

1987 1990 1992 1994 1996 1998 2000

Básica Media Básica Media Básica Media Básica Media Básica Media Básica Media Básica Media

I 94,8 73,1 95,5 73,3 96,2 73,6 96,2 73,3 96,5 75,3 97,2 77,4 97,7 82,3
II 96,4 76,8 96,9 76,3 97,1 77,9 97,2 80,9 98,4 81,0 98,6 84,1 98,6 88,0
III 97,5 83,4 97,6 80,5 97,8 83,0 98,8 86,8 99,0 89,3 98,6 88,4 98,9 92,4
IV 97,8 87,1 97,5 87,2 98,4 88,8 99,0 90,6 99,4 95,3 99,3 94,5 99,3 96,1
V 98,3 95,4 98,9 94,2 99,4 96,7 99,3 96,7 99,7 97,2 99,5 97,7 99,7 98,5
TOTAL 96,4 81,5 96,8 80,5 97,4 84,2 97,6 84,2 98,2 85,9 98,3 86,9 98,6 90,0

Fuente: mideplan, 1999a, pp. 39 – 40; mideplan, 2001, p. 6.
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el Programa de Alimentación Escolar muestra que los niños pobres tienen una 
mayor probabilidad de acceder a los beneficios del programa. 

5.2.	 Programas de salud

En 1887 se crea la Junta General de Salubridad, una agencia de gobierno a car-
go de la higiene pública y sanidad. Con ello comienza a perfilarse la tradición 
chilena de esfuerzos gubernamentales directos en temas de salud. Más tarde, 
a mediados de los años 1920, los programas de atención de salud fueron orga-
nizados alrededor de las recientemente creada Caja de Seguridad  Social, pero 
orientados hacia los trabajadores formales principalmente. Desde entonces 
varias reformas permitieron la extensión del sistema. En 1952, el sistema de 
salud fue reformado creando el Sistema Nacional de Salud (sns), que expandió 
la cobertura de salud a toda la población independientemente de su capacidad 
de pago. En 1968, el sistema fue complementado con la aparición del Servicio 
Médico Nacional  de Empleados (sermena), un programa que entregaba salud 
a los empleados de cuello y corbata principalmente. En 1980 el sns y el sermena 
fueron fusionados, creando el Fondo Nacional de Salud (fonasa). La participa-
ción privada en previsión de salud fue introducida en 1980, con la creación de 
las isapres (Instituciones de Salud Previsional).

El actual sistema público de salud chileno, organizado alrededor de fo-
nasa, es universal. Sin embargo, los trabajadores tienen la libertad de elegir 
de ser cubiertos por el sistema privado de isapres. Los trabajadores tienen una 
deducción legal automática del 7% de sus salarios, que es enterada en alguna 
isapre o en fonasa. Con ello obtienen cobertura de salud para ellos y sus fa-
milias. Las personas que carecen de esas coberturas y de ingresos suficientes 
pueden tener atención gratuita de salud en el sistema público, pero bajo la 
modalidad de indigentes.

Los beneficiarios de las isapres pueden elegir médico, hospital o prestador 
de servicios de salud.  Por cada servicio que reciben deben efectuar un copago. 
Los beneficiarios de fonasa  pueden tener atención médica bajo 2 modalidades: 
libre elección o modalidad institucional. Bajo la última, las personas deben 
obtener el servicio en hospitales públicos o consultorios municipales de salud. 
No hay requerimiento de copago para las personas que carecen de medios para 
pagar la atención. Esto se conoce como la “modalidad indigente” de atención 
de salud. Para otras personas, dependiendo de sus niveles de ingreso, existe 
un copago del 25 ó 50% del costo del servicio recibido. Bajo la modalidad de 
libre elección, las personas pueden obtener el servicio de prestadores privados 
registrados en fonasa, pero el copago es generalmente más alto debido a que 
depende del precio cobrado por el prestador.
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Los hospitales públicos y los consultorios municipales de salud a menudo 
han sido criticados por sus largas listas de espera, dependencias y equipamientos 
inadecuados, falta de medicamentos y recursos para entregar una adecuada y 
oportuna atención médica.

Los más pobres reciben atención de salud bajo la modalidad de indigen-
tes principalmente. Entre las personas de ingreso bajo a medio fonasa es la 
principal cobertura de salud, mientras las isapres concentran a las personas 
de más altos ingresos. Entre 1987 y 2000 la modalidad de atención de salud 
para indigentes aumentó su importancia relativa entre el 20% más pobre de la 
población y disminuyó en los otros quintiles; fonasa disminuyó en todos los 
segmentos; en tanto que el sistema de isapre aumentó su participación entre 
las personas de ingreso bajo a medio y se consolidó entre el 20% más rico. A 
pesar de esto, en el 2000, fonasa fue el principal medio de obtener atención 
de salud, cubriendo al 41,7% de la población, seguido por la modalidad de 
atención de indigente, con un 24,8% de cobertura, y luego se ubican las isapres 
que cubrieron al 19,8% de las personas (mideplan, 1999a, págs. 49–50; mideplan, 
2003). Estos números también muestran que el sistema público –considerando 
como un todo la suma de fonasa y de la modalidad indigente– es por lejos el 
principal sistema de protección de salud en Chile, cubriendo al 66,5% de la 
población en el año 2000.

El análisis estadístico muestra, como se esperaba, que los pobres exhiben la 
mayor probabilidad de recibir atención médica bajo la modalidad de atención de 
indigente (ver Tabla 7). Además, los resultados muestran que la probabilidad de 
recibir atención médica bajo esta modalidad se incrementó en el período 1987-
2000 no sólo para los pobres, sino que también para los casi pobres, quienes son 
considerados no pobres en las estimaciones oficiales.

Tabla 7. Probabilidad predicha de recibir atención de salud como 
indigente o a través de fonasa (el plan público de salud) 

clasificado por pobres y  casi pobres, 1987–2000

1987 1990 1992 1994 1996 1998 2000

Atención como 
Indigente

Pobre 0,4446 0,4477 0,4604 0,5635 0,5146 0,5640 0,6691
Casi Pobre 0,3828 0,3874 0,3988 0,4837 0,4209 0,4539 0,5299

fonasa
Pobre 0,5360 0,4909 0,4511 0,3518 0,4083 0,3792 0,3081
Casi Pobre 0,5750 0,5270 0,4769 0,4022 0,4536 0,4404 0,4230

Fuente: Cálculos del autor basados en las encuestas casen. Resultados del modelo logit multinomial 
se presentan en Anexo 4. Notas: 1) Probabilidad predicha es la traducción literal del inglés Predicted 
Probability; 2) Las variables por las que se ha controlado son: estrato socioeconómico, género, área 
de residencia, edad, escolaridad y estado civil.



54

Aunque se esperaba que los más pobres reciban atención de salud bajo la 
modalidad de indigentes, es algo sorprendente que la probabilidad de los casi 
pobres de recibir atención médica bajo esta modalidad se haya incrementado a 
pesar de la tendencia de disminución de la pobreza del período. Esto indicaría 
carencia de mecanismos de protección de salud  o beneficios insuficientes en los 
planes de salud de este segmento de la población. Esto habría que relacionarlo 
también con el hecho ya reportado que las personas de bajos ingresos –indigen-
tes, pobres no indigentes y casi pobres– muestran una menor probabilidad de 
recibir atención médica cuando están enfermos. Así entonces, aunque los casi 
pobres presentan una mayor probabilidad de tener cobertura formal en fonasa, 
o eventualmente podrían tenerla en alguna isapre, los altos copagos en fonasa 
o los bajos niveles de beneficios de los planes de salud de las isapres a que ellos 
pueden acceder, los llevaría a que cuando solicitan atención médica lo hagan 
–con una alta probabilidad– bajo la modalidad de indigentes.

Un importante y exitoso programa es el Programa  Nacional de Alimentación 
Complementaria (pnac). Creado en 1954 y administrado por el Ministerio de 
Salud, este programa entrega leche y otros productos nutricionales a los niños 
menores de 6 años, mujeres embarazadas y nodrizas para prevenir o mejorar 
situaciones de desnutrición. Para obtener los beneficios del programa, las ma-
dres deben llevar a los niños a controles médicos periódicos sobre su estado 
de salud. A pesar de que el programa es formalmente universal, en el hecho es 
autofocalizado por dos razones: primero, porque al abordar la desnutrición, el 
programa se focaliza en las familias de bajos ingresos, dado que son los niños 
de esas familias los que tienen el más alto riesgo de desnutrición; y, segundo, 
porque las madres con ingresos más altos, al enfrentar un creciente costo de 
oportunidad, se omiten de solicitar los beneficios del programa y llevan a sus 
hijos a consultas médicas privadas, en un horario más conveniente para ellas, y 
a adquirir los productos alimenticios en el mercado. Los resultados del análisis 
estadístico muestran que los niños menores de 5 años provenientes de familias 
de bajos ingresos son los que más  probablemente acceden al pnac.

Chile exhibe una larga tradición de preocupación por el estado de salud 
de la población, una alta cobertura del sistema y comparativamente  buenos 
estándares de salud. Por ejemplo, la expectativa de vida es 75,96 años –para el 
período 2000–2005 (ine, 2003)–, la segunda más alta en Latinoamérica (cepal, 
2003)  y la tasa de mortalidad infantil declinó de 153,2 en 1950 a 8,9 por mil 
nacidos vivos en el año 2000 (ine, 1999 y 2003). Sin embargo, en la práctica no 
sólo los pobres sino que también aquellos llamados casi pobres en este estudio 
tienen serias restricciones para satisfacer sus necesidades de servicios de salud. 
La única alternativa que ellos tienen es obtener atención médica de hospitales y 
consultorios municipales de salud deteriorados, insolventes y con baja capacidad 
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para dar un servicio oportuno y de calidad. Coincidentemente, los pobres y los 
casi pobres tienen una menor probabilidad de obtener atención médica cuando 
la necesitan. Estos problemas indican que el sistema de salud no estaría llegando 
adecuadamente a los pobres: ellos estarían formalmente pero no efectivamente 
cubiertos por los mecanismos de protección de salud.

5.3.	 Seguridad social

El primer programa de pensiones –para funcionarios públicos– apareció en 1898 
en Chile. Hacia mediados de los años 1920 se estableció el sistema de seguridad 
social propiamente tal, con la creación de las cajas de previsión, pero orientado 
hacia trabajadores formales. El sistema fue estructurado como un mecanismo de 
reparto, administrado por agencias semiautónomas –las cajas de previsión– que 
originalmente brindaban protección a obreros, funcionarios públicos y emplea-
dos particulares. El sistema de seguridad social chileno fue reformado en 1980 
después de una profunda crisis caracterizada por una insolvencia financiera, 
inequidad en la distribución de los beneficios e ineficiencia administrativa (safp, 
1998). Las cajas de previsión fueron fusionadas en el Instituto de Normalización 
Previsional (inp), una agencia pública cuya misión es administrar las contribu-
ciones y pensiones del antiguo sistema de reparto. Un nuevo sistema fue creado 
entonces sobre las siguientes bases: administrado por privados pero supervisado 
por el gobierno, los trabajadores contribuyen a una cuenta personal,  las admi-
nistradoras privadas invierten los fondos de pensiones buscando beneficios y 
seguridad, las pensiones de los trabajadores son una consecuencia directa de 
los fondos acumulados y la rentabilidad obtenida, y los trabajadores son libres 
de elegir la compañía que administrará su fondo previsional (Olavarría, 2000). 
Ambos sistemas han coexistido desde la creación del sistema privado, aunque 
el sistema de reparto (inp) está en extinción: los trabajadores que contribuyen al 
inp pueden permanecer en él hasta que jubilen, mientras los trabajadores nuevos 
deben enrolarse en el nuevo sistema.

El sistema de seguridad social chileno se extendió rápidamente desde 
su aparición, haciendo a Chile destacar por la amplia cobertura del sistema  
(Raczynski, 1994), aunque ni el esquema de reparto ni el sistema de pensión 
privado han alcanzado completa cobertura de la fuerza de trabajo. El sistema 
de pensiones chileno, bajo el esquema de reparto, alcanzó su más alta tasa de 
cobertura en 1973, cuando llegó a cubrir al 79% de la fuerza de trabajo. En 1980, 
cuando fue reformado, cubría al 64% y en marzo del 2002 aproximadamente 
el 73% de la fuerza laboral estaba incorporada al sistema previsional. De ellos 
el 69,73% eran contribuyentes del sistema privado de pensiones y el restante 
3,05% cotizaban al sistema de reparto (inp) (safp, 2002).
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Ha sido difícil para los pobres tener una efectiva protección por parte 
del sistema de seguridad social. Bajo el esquema de reparto la protección en 
seguridad social fue restringida a los trabajadores formales, pero los pobres 
–a menudo trabajadores informales– difícilmente pudieron recibir protección. 
Además, los beneficios obtenidos por diferentes sectores de trabajadores, bajo 
el sistema de reparto, correspondían a sus influencias políticas, resultando en 
que los trabajadores más pobres tenían las condiciones menos ventajosas para 
jubilar. Por ejemplo, los trabajadores (obreros) hombres que cotizaban en el 
Servicio de Seguro Social (sss), podían jubilar a la edad de 65 y las mujeres a 
los 55 años, mientras los cotizantes de la Caja de Empleados Públicos podían 
jubilar habiendo cotizado un mínimo de 20 años17. Así, alguien que empezó a 
trabajar a la edad de 20 años y cotizó en esa caja podía jubilar a los 40 años. Esa 
posibilidad no estaba al alcance de los obreros cotizantes del sss. En 1980, 65% 
de los trabajadores cotizaba en el Servicio de Seguro Social, 18% en la Caja de 
Empleados Particulares, 12% en la Caja de Empleados Públicos y el restante 5% 
en otras pequeñas cajas (Cheyre, 1991; safp, 1998).

Durante las últimas décadas algunas formas de protección mínima han sido 
creadas para los trabajadores e incluso para aquellos que carecen de cobertura 
de seguridad social. De acuerdo a  la ley, las personas contribuyentes al sistema 
privado de pensiones tienen al menos una pensión mínima asegurada sin im-
portar el monto acumulado de sus fondos. Esto es particularmente importante 
para los trabajadores de bajos ingresos, cuyos fondos acumulados pudieran 
ser más bajos que los necesarios para obtener una pensión mayor a la pensión 
mínima. Adicionalmente, la Pensión Asistencial (pasis), creada en 1975, entrega 
una pequeña pensión a los ancianos y personas incapacitadas, quienes no tie-
nen ninguna otra jubilación y cuyo ingreso total no es mayor del 50% de una 
pensión mínima. Como se ha reportado, las personas de bajos ingresos son más 
probables de obtener pasis. Sin embargo, más allá de esta pequeña asistencia de 
emergencia, la cobertura del sistema de seguridad social parece problemática 
entre las personas de bajos ingresos. Indigentes, pobres no indigentes y casi 
pobres tienen una mayor probabilidad de no ser cubiertos por el sistema de 
pensiones –el público (inp) o el privado (afp). 

17 Hasta antes de la dictación del D.L. 2.449 de 1979, en caso de expiración obligada de funciones, los 
empleados públicos podían jubilar si acumulaban un mínimo de 15 años de cotizaciones previsionales. En 
tal situación la pensión era de 15/30avos. El mencionado D.L. elevó ese mínimo a 20 años de cotizaciones. 
El modo normal de jubilación hasta antes de la vigencia del D.L. 2.448/79 exigía 30 años de cotizaciones. 
Con la dictación del cuerpo legal en referencia, a ese requisito de tiempo de cotizaciones previsionales se le 
agregó la exigencia de edad de 65 años para los hombres y 60 para las mujeres.
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Este resultado refleja la difícil realidad laboral de los más desaventajados. 
Alrededor de una cuarta parte de los pobres trabajan por cuenta propia o como 
servicio doméstico puertas afuera, y de los que trabajan como empleados u 
obreros, el 42 por ciento no había firmado contrato en 199818 (mideplan, 2002). 
Por otro lado, aun cuando los trabajadores pobres tienen la posibilidad de cotizar 
en el sistema previsional como trabajadores independientes, las cotizaciones 
previsionales tienden a ser vistas por ellos como un impuesto, que les rebaja 
su ingreso líquido presente, lo que los desincentiva a cotizar y a participar de 
los beneficios del sistema previsional.

18 En el caso de los trabajadores indigentes, el 62 por ciento no había firmado contrato en 1998 (mide-
plan, 2002b). 

Los resultados del modelo logit multinomial muestran, coincidentemente, que 
aunque los casi pobres tienen una más alta probabilidad de cotizar en un plan 
de pensiones que los pobres, la cobertura del sistema previsional es aún baja 
entre ellos (ver Tabla 8). Similarmente, las mujeres más probablemente carecen 
de protección en seguridad social.

Aunque la cobertura del sistema previsional ha estado en expansión desde 
su creación y mecanismos complementarios han sido creados en las últimas dé-
cadas, lo que revelan los datos es que la protección en seguridad social –frente a 
eventos de vejez e invalidez– es aún precaria para las personas de bajos ingresos 
y para las mujeres.

Tabla 8. Probabilidad predicha de carecer de cobertura previsional 
agrupado por pobre y casi pobre, 1987–1998

1987 1992 1994 1996 1998
Sin cobertura 
previsional

Pobre 0,6378 0,5278 0,6447 0,6357 0,6553
Casi Pobre 0,6113 0,4846 0,5982 0,5838 0,5953

Fuente: Cálculos del autor basados en las encuestas casen. Resultados del modelo logit multinomial 
se presentan en Anexo 5. Notas: 1) Probabilidad predicha es la traducción literal del inglés Predicted 
Probability; 2) Las variables por las que se ha controlado son: estrato socioeconómico, género, área 
de residencia, edad, escolaridad y estado civil; 3) No se han incluido datos para el año 2000, porque 
las regresiones arrojan coeficientes no significativos. 
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6.	 Conclusiones del capítulo e implicancias de política pública

Los principales rasgos que caracterizan a la pobreza se han mantenido desde el 
período colonial en Chile. Nuevas características, que corresponden al así lla-
mado capital humano –educación y salud– que han llegado a ser las principales 
características de la pobreza hoy, se cristalizaron a mediados del siglo xx.

Desde el punto de vista de las características personales, entre 1987 y 2000 los 
pobres en Chile son principalmente mujeres, personas menores de 40 años, resi-
dentes urbanos, individuos con menos de 8 años de escolaridad y personas más 
probablemente sanas, pero con una mayor probabilidad de no recibir atención de 
salud cuando lo necesitan. El análisis también muestra que hay una persistente 
asociación entre baja educación y pobreza, ya sea analizando la probabilidad de 
un pobre de obtener diferentes niveles de educación o la de un individuo con 
baja educación de ser pobre. En el mismo sentido, la evidencia presentada señala 
que las personas que alcanzan educación superior raramente son pobres, que 
las crisis económicas afectan más directamente –aunque no exclusivamente– a 
las personas con baja educación y que en los procesos de recuperación son ellos 
los que más lentamente salen de la pobreza. La misma evidencia muestra que 
en el período de desaceleración económica de 1998-2000, la probabilidad de ser 
pobre de todos los niveles educacionales creció levemente.  

Además, los resultados del análisis estadístico muestran, como se espe-
raba, que las personas que alcanzan la educación superior tienen una muy 
alta probabilidad de pertenecer al estrato de ingresos medio–alto  y muy ra-
ramente serán pobres. Estos resultados, sin embargo, abren una pregunta que 
investigaciones futuras deberán abordar: ¿por qué personas con educación 
superior son pobres?

Por otro lado, no obstante que las personas caracterizadas como casi pobres 
en este trabajo podrían tener cobertura de salud ya sea a través de fonasa o una 
isapre, exhiben una alta probabilidad de recibir atención de salud bajo la moda-
lidad de indigentes. De manera similar, las personas de bajos ingresos exhiben 
una alta probabilidad de falta de protección de seguridad social y, mientras 
más pobre sea una persona, más alta es esa probabilidad. Todo esto muestra 
un sistema de protección social precario para los pobres en episodios de enfer-
medad, ancianidad o discapacidad. Mientras los estratos medios y superiores 
tienen mecanismos efectivos para enfrentar esas coyunturas, los pobres están 
solos en esos difíciles momentos.

Chile exhibe buenos indicadores sociales. La larga tradición de políticas 
sociales ha jugado un rol fundamental en esto. La educación se expandió a un 
punto que hoy prácticamente todos los niños asisten a la escuela primaria y el 
90% de los jóvenes accede a la educación secundaria (mideplan, 2003). Lo que se 
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considera baja educación en Chile, 8 años de escolaridad o menos, es sustancial-
mente más alto que el promedio latinoamericano de 5,2 años. El sistema de salud 
se expandió durante el siglo xx, lo que contribuyó a aumentar la esperanza de 
vida, a lograr una baja tasa de mortalidad infantil, que es comparable a las de 
países desarrollados, y al hecho que aún los más pobres sean más probablemente 
sanos. Del mismo modo, aunque centrado en trabajadores formales, el sistema 
de seguridad social se expandió fuertemente desde los años 1920 alcanzando 
al año 2002 al 73% de la fuerza laboral.

Estos logros han sido el resultado de un largo proceso de preocupaciones 
del país, de esfuerzos gubernamentales y progreso social que ha tomado déca-
das. Sin embargo, aquéllos dejados de lado del progreso han sido siempre los 
mismos: los pobres.  No obstante el impresionante desarrollo social de Chile, 
la protección social para los pobres es aún precaria. La menor probabilidad de 
tener ayuda médica cuando lo necesitan y la alta probabilidad de carecer de 
protección en seguridad social es una situación que no sólo afecta a los pobres, 
sino también a quienes están en o levemente sobre la línea de pobreza –los así 
llamados casi pobres. Como se ha mostrado, uno de los muy escasos activos 
que los pobres disponen es estar sano. Entonces la falta de acceso a la atención 
de salud para ellos significa cortar un camino para salir de su deteriorada con-
dición y para los casi pobres significa incrementar fuertemente su probabilidad 
ya sea de caer o volver a la pobreza. La falta de protección en seguridad social 
para las personas de bajo ingreso significa que el único futuro posible para ellos 
–cuando viejos o inválidos– es la pobreza. 

Consecuentemente, la lección de política pública que surge es la nece-
sidad de fortalecer la protección social para los pobres. A pesar de que la 
cobertura de los principales programas sociales se ha extendido fuertemente, 
la salud y la seguridad social no son aún completamente accesibles para los 
pobres. Hacer que la protección social esté efectivamente disponible  para 
los más desaventajados es una de las más importantes contribuciones que 
la política social puede hacer en el proceso de superación de la pobreza. De 
otro modo, los pobres estarán condenados a seguir viendo cómo el progreso 
pasa enfrente de ellos.
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Anexo 1
Datos y Metodología

Este documento combina una perspectiva histórica y un análisis cuantitativo. 
Para mostrar las principales características de los pobres en diferentes momentos 
del tiempo, el trabajo revisa literatura relevante y datos de fuentes confiables. 
El propósito es determinar si las principales características de la pobreza han 
permanecido constantes a través del tiempo o si existen algunas características 
que pudieran haber emergido a medida que el país se ha ido modernizando. 

El análisis cuantitativo del período 1987-2000 ha sido realizado con datos 
provenientes de las encuestas casen del período. Ésta es una encuesta represen-
tativa del país –basada en una muestra probabilística– tomada por el Departa-
mento de Economía de la Universidad de Chile por encargo del Ministerio de 
Planificación y Cooperación de Chile. La encuesta casen ha sido procesada en 
la sede de Santiago de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
de las Naciones Unidas (cepal). El propósito de la encuesta es proporcionar 
información válida para el análisis de las características socioeconómicas de la 
población chilena y monitorear la ejecución de los programas sociales.

Un modelo logit multinomial ha sido usado para estimar la probabilidad 
de ser pobre (ecuación 1), tener cobertura de atención de salud (ecuación 2) y 
tener cobertura de pensiones (ecuación 3). Adicionalmente, un modelo probit 
ha sido empleado para determinar la probabilidad marginal de ser pobre o 
no pobre controlando por diferentes características personales (ecuación 4), 
la probabilidad marginal de participación de personas de diferentes estratos 
socio-económicos en programas sociales (ecuación 5), y ser saludable y recibir 
ayuda médica en caso de enfermedad (ecuación 6). Una variable continua sobre 
años aprobados de educación ha sido introducida en la ecuación 1 para estimar 
el efecto de la escolaridad sobre la probabilidad de ser pobre. Variables dummy 
han sido construidas para representar los estratos socioeconómicos, niveles 
de educación, estado de salud, programas sociales y características personales 
como género, edad, residencia en áreas urbanas o rurales y estado civil. La 
unidad de análisis es la persona y los modelos logit multinomial y probit han 
sido estimados a ese nivel.
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Ecuación 1.
poorstatti = β1 + β2Femti + β3Rurti + β4AGEti + β5SLti + β6MStti + eti

Donde:
poorstat es una variable dependiente no ordenada que incluye las siguientes 
categorías:
poorstat = 0 si la persona es pobre (ingreso inferior a 2 canastas básicas de 
alimento)
poorstat = 1 si la persona es casi pobre (ingreso entre 2 y 3 canastas básicas de 
alimento)
poorstat = 2 si la persona pertenece al estrato medio – alto (ingreso superior a 
3 canastas básicas de alimento)
Grupo de comparación: personas de ingreso medio – alto. 

Ecuación 2.
healstatti = β1 + β2SECSti + β3Femti + β4Rurti + β5AGEti + β6MSti+ eti

Donde:
healstat es una variable dependiente no ordenada que incluye las siguientes 
categorías:
healstat = 0 si la persona carece de cobertura de salud
healstat = 1 si la persona está cubierta por el programa público de salud (fonasa) 
healstat = 2 si la persona está cubierta por un plan privado de salud (isapre) 
Grupo de comparación: personas con un plan privado de salud (isapre)

Ecuación 3.
pensstatti = β1 + β2SECSti + β3Femti + β4Rurti + β5AGEti + β6MSti+ eti

Donde:
pensstat es una variable dependiente no ordenada que incluye las siguientes 
categorías:
pensstat = 0 si la persona carece de un plan de pensiones 
pensstat = 1 si la persona está cubierta por el plan público de pensiones (inp)
pensstat = 2 si la persona está cubierta por un plan privado de pensiones (afp)
Grupo de comparación: personas cubiertas por un plan privado de pensiones (afp)

Ecuación 4.
SECSti = β1 + β2Femti +β3Rurti + β4AGEti + β5SLti + β6MSti + eti

Ecuación 5.
PPSocti = β1 + β2SECSti + β3Femti +β4Rurti + β5AGEti + β6SLti + β7MSti + eti 
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Ecuación 6.
HSti = β1 + β2SECSti + β3Femti +β4Rurti + β5AGEti + β6SLti + β7MSti + eti

Donde: pp representa la participacion en el programa, Fem significa mujeres, rur 
representa a la población de áreas rurales, secs denota estratos socioeconómicos, 
age representa un vector dummy de edad, sl quiere decir niveles de escolaridad 
y ms estado civil. Variaciones de estos modelos también incluyen controles, ya sea 
si la persona es trabajador independiente o trabajador de baja calificación.

Variables dummy han sido creadas para representar diferentes categorías 
socioeconómicas, de edad, escolaridad y  estado civil según lo siguiente.  Los 
estratos socioeconómicos considerados son: indigente, pobre, casi pobre e in-
greso medio–alto. El criterio para distinguir entre ellos es si el ingreso cae bajo 
el valor de una, dos o tres canastas básicas de alimentos19. Si es así, ellos son 
indigentes, pobres o casi pobres, respectivamente. Si su ingreso está sobre el valor 
de tres canastas básicas de alimentos, entonces son calificados como de ingreso 
medio–alto. Para la población rural, los valores son 0,75, 1,5 y 2,5 de la canasta 
básica de alimentos. En el caso de la edad de las personas, se han empleado las 
categorías que representan diferentes etapas del ciclo vital: 0 a 4 años, 5 a 14 
años, 15 a 19 años, 20 a 39 años, 40 a 65 años y 66 años y más. La categoría de 
40 a 65 años ha sido identificada normalmente como el grupo de referencia. En 
aquellos casos en que se han usado variables dicotómicas para la educación, las 
categorías construidas buscan reflejar el efecto de las diversas etapas del ciclo 
educacional. Así, las categorías consideradas para el nivel de escolaridad son: 
sin educación, 1 a 4 años, 5 a 7, 8 años, 9 a 11, 12 años, y más de 12 años de esco-
laridad.  8 años de escolaridad ha sido tomada como el grupo de referencia. Las 
categorías para el estado civil son: parejas (ya sea casados o que viven juntos),  
si vive solo (soltero(a), separado(a), o divorciado(a)), y viudo(a).

Los resultados de las regresiones de los modelos logit multinomial se pre-
sentan en los siguientes anexos. Los resultados de la aplicación de los modelos 
probit de probabilidad marginal se han omitido debido a su excesiva extensión. 
De todos modos, ellos están a disposición de quien los solicite.

19 La canasta básica de alimentos es una medida que identifica el ingreso mínimo que una persona necesita 
para satisfacer sus necesidades alimentarias. Se construye considerando el consumo mínimo requerido de 
proteínas y calorías, según los estándares de la Organización Mundial de la Salud, los hábitos de consumo 
de la población y los precios de mercado.
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Capítulo 4
Reducción de la pobreza: 

¿crecimiento económico vs. políticas sociales?*

1.	 Introducción

Los análisis sobre reducción de la pobreza han enfatizado ampliamente el rol 
del crecimiento económico y destacado en mucho menor medida el aporte de 
las políticas sociales. Así, la pregunta que este capítulo aborda es ¿qué rol han 
cumplido el crecimiento económico y las políticas sociales en la reducción de 
la pobreza? Preguntas derivadas son: ¿actúan independientemente uno del 
otro?, ¿qué está detrás de los países que han logrado reducir la pobreza o que 
presentan comparativamente baja incidencia de ella?, ¿qué está detrás de los 
que muestran extendida pobreza? Basado en evidencia empírica del caso chileno 
y en un análisis comparativo con los casos uruguayo, costarricense, boliviano 
y paraguayo, el capítulo analiza el efecto del crecimiento económico y los pro-
ductos de la política social sobre la pobreza. El capítulo sugiere que los efectos 
del crecimiento y las políticas sociales son interdependientes en los esfuerzos 
de reducción de la pobreza y que son las políticas sociales las que generarían 
las condiciones básicas, en la forma de acumulación de capital humano, para 
que el crecimiento pueda contribuir efectivamente a la disminución de la inci-
dencia de la pobreza. 

Diversos análisis y propuestas de política pública se han centrado en el rol 
que juega el crecimiento económico en la reducción de la pobreza (World Bank, 
1990; World Bank, 2001; cepal, 2000; Lipton y Ravallion, 1993). En el caso chileno, 
varios estudios han concluido que el crecimiento económico tendría un efecto 
dominante (Larrañaga, 1993 y 1994; Larrañaga y Sanhueza, 1994; Contreras, 1996; 
World Bank, 1997; Contreras y Larrañaga, 1998; Contreras, 2000; Meller, 2000). 

* Versiones preliminares de secciones de este capítulo han sido publicadas en el Journal of Hu-
man Development, vol. 4, Nº 1 (New York: undp, marzo, 2003), Revista Política y Gestión, Nº 4 (Buenos 
Aires: Homosapiens, Editorial Universidad de San Martín, diciembre 2002) y D. Bontempo, N. 
H. Bicalho y P. Demo, Eds., Novos Paradigmas da Politica Social (Brasilia: Universidad de Brasilia, 
noviembre, 2002).
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Aunque no hay duda sobre la importancia del rol que cumple el crecimiento 
económico en la lucha contra la pobreza, numerosas señales sugieren que habría 
otros factores que pueden ser igualmente importantes. Lustig y Deutsh (1998), 
en un análisis sobre la reducción de la pobreza en América Latina, argumentan 
que el crecimiento económico sería “esencial, pero no suficiente”, especialmente 
en contextos de alta desigualdad y que las estrategias de inversión en capital 
humano serían también esenciales. De Janvry y Sadoulet (1999), en un estudio 
sobre doce países latinoamericanos, en el período 1970-1994, encontraron que 
el crecimiento era efectivo, siempre y cuando los niveles iniciales de pobreza no 
fueran muy altos, que la desigualdad puede borrar el efecto del crecimiento y 
que éste sólo era efectivo si los niveles de cobertura de la educación secundaria 
eran suficientemente altos.

El crecimiento económico trae más y mejores oportunidades, las que im-
pactan positivamente en el bienestar de las personas. Para ello, sin embargo, es 
necesario que las personas desarrollen adecuadas capacidades. Esto, a su vez, 
es la tarea de las políticas sociales. De este modo, entonces, este trabajo busca 
identificar la relación entre crecimiento económico y políticas sociales en el 
proceso de reducción de la pobreza.

La estrategia de análisis es simple. Primero, el capítulo establece el marco 
teórico de la acción del crecimiento económico y las políticas sociales –tales 
como educación y salud– sobre la pobreza y, luego, revisa la evolución de estas 
variables en la región latinoamericana. Segundo, basado en evidencia empí-
rica –a través de un análisis econométrico– y evidencia histórica para el caso 
chileno, analiza la relación entre los logros de la  política social, la tendencia 
del crecimiento económico de largo plazo y la larga tradición de política social. 
Tercero, buscando evidencia comparada, el capítulo contrasta el caso de Chile 
con dos casos similares y luego con dos casos diferentes. El propósito de esto 
es ver si existe alguna asociación entre el crecimiento económico y la reducción 
de la pobreza, por un lado, en contextos que exhiben comparativamente altos 
logros sociales, tales como los de Chile,  o en contextos que presentan bajos 
índices de educación y salud. 

El análisis econométrico se basa en datos de la encuesta casen para el pe-
ríodo 1987–2000, con los que se ha conformado un panel de datos. La unidad 
de análisis es la región. El crecimiento económico es operacionalizado con 
diferentes medidas del Producto Interno Bruto. Con el objeto de analizar el 
efecto de la larga tradición chilena de políticas educacionales sobre la pobreza, 
se ha tomado como “proxy” del capital humano acumulado en educación el 
promedio de años de escolaridad. Adicionalmente, con el propósito de estimar 
si una acumulación de capital humano inferior exhibe resultados similares, 
se ha simulado un promedio de escolaridad mucho más bajo. Careciendo de 
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una variable que pudiera ser utilizada como “proxy” para el capital humano 
acumulado en salud, el análisis se orienta hacia el efecto de salud y enferme-
dad y, en particular, al efecto de recibir o no atención médica en situaciones de 
enfermedad o accidente.

A continuación de esta introducción, el capítulo presenta el marco teórico, el 
panorama latinoamericano, el análisis del caso chileno, la comparación con los 
casos similares y, luego, el análisis de los casos diferentes. Finalmente, se ofrecen 
las conclusiones e implicancias de política pública que fluyen del análisis.

2.	 Pobreza, crecimiento, educación y salud: 
	 lo que dice la teoría

La teoría y diversas investigaciones muestran una relación negativa entre cre-
cimiento económico y pobreza, así como también entre la expansión del capital 
humano y pobreza. El capital humano se refiere a la educación, otros tipos de en-
trenamiento y salud. Bruno, Ravallion y Squire (1995), analizando veinte países 
de 1984 a 1993, encontraron que el crecimiento llevó a una notoria reducción en 
la pobreza. De igual manera, varios investigadores han mostrado que mientras 
más alto el capital humano de una persona, más bajas son las posibilidades de 
que sea pobre (Schultz, 1993; Becker, 1995) y que gente con mayores niveles de 
educación generalmente tiene mayores ingresos (Becker, 1983).

El efecto del crecimiento económico

Hay evidencia consistente que muestra que el crecimiento económico está 
asociado a la reducción de la pobreza (Bruno, Ravallion y Squire, 1995; de 
Janvry y Sadoulet, 1999). La cuestión a clarificar aquí, entonces, es cómo el 
crecimiento influye sobre la reducción de la pobreza. Comúnmente se dice 
que el crecimiento afecta a la pobreza a través de dos mecanismos básicos: 
el mercado laboral y la creación de una mayor capacidad económica en el 
gobierno para gastar en asuntos sociales.

Según el primer mecanismo, el crecimiento crea una mayor actividad 
económica, lo que lleva a incrementar la demanda de trabajo, produciendo 
una escasez de trabajadores, un consecuente incremento en los salarios y, 
finalmente, una mejora en la situación de los pobres. Hay, sin embargo, dos 
condiciones básicas que las personas deben satisfacer para integrarse al mer-
cado del trabajo: ser suficientemente educados y saludables. Éstas, aunque 
evidentes, han sido condiciones comúnmente obviadas en los análisis sobre 
pobreza y crecimiento en Chile.
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El segundo mecanismo funcionaría de la siguiente manera: una mayor acti-
vidad económica –manteniendo la tasa de impuestos constantes– se traduciría en 
un mayor ingreso para el gobierno y, en consecuencia, en una mayor capacidad 
del gobierno para gastar en el área social, incluso si la proporción del gasto to-
tal que se destina a gasto social no se modifica. Así, los pobres se beneficiarían 
adicionalmente del crecimiento a través del mayor gasto social absoluto. Sin 
embargo, no es tan claro que el mayor gasto social del gobierno beneficie tan 
directamente a los pobres. Por ejemplo, entre 1990 y 1995 el gasto social creció 
27,5 por ciento en términos reales en América Latina, pero fue distribuido regre-
sivamente y los pobres raramente se beneficiaron de esa expansión (Zevallos, 
1997; p.12-14). Adicionalmente, según la cepal (1999), el gasto social creció 38 
por ciento desde 1990-1991 hasta 1996-1997, pero la capacidad de redistribuir 
varió dependiendo del tipo de gasto social: mientras que la educación prima-
ria y secundaria, la salud, y asistencia social fueron claramente progresivas, la 
educación universitaria y las pensiones fueron regresivas. Adicionalmente, la 
presencia de mecanismos de focalización parece favorecer a los pobres: “países 
tales como Chile y Colombia, los cuales han hecho un esfuerzo para concentrar 
beneficios de programas sociales para los pobres, muestran índices de 4,9 y 4,2 
en alcanzar al 40 por ciento de los hogares de más bajo ingreso, comparado con 
los índices de 2,6 y 2,9 para Costa Rica y Uruguay, respectivamente, los cuales 
aplicaron programas más universales, beneficiando similarmente a hogares de 
alto y bajo ingreso” (cepal 2000; P. 220).

En consecuencia, aunque es importante tener más recursos para desti-
nar a asuntos sociales, lo que de verdad parece importar es la preocupación 
y eficiencia del gobierno para transformar el creciente flujo de recursos en 
programas que efectivamente alivien la condición de vida de los pobres y los 
ayuden a escapar de la pobreza.

El efecto de la educación sobre la pobreza 

La educación tiene un amplio abanico de efectos sobre la vida de las personas. 
Les permite mejorar sus oportunidades económicas, enriquecer sus vidas per-
sonales y sociales, y apoyar el proceso de crecimiento del país.

Las personas usualmente se ganan la vida a través de un trabajo. Conse-
cuentemente, los ingresos del trabajo es el medio principal de superación de 
la pobreza en la sociedad actual (Larrañaga, 1997). Sin embargo, para obtener 
un trabajo es necesario poseer cierto nivel de conocimientos o habilidades. 
Además, la manera y posición en que las personas ingresan y se mueven en el 
mercado laboral varía de acuerdo al nivel de educación que posean. A través 
de la educación formal la gente obtiene el conocimiento y capacidades funda-
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mentales que les permiten desarrollar habilidades útiles en el mercado laboral. 
La cepal (2000) ha mostrado que el número de años de escolaridad que una 
persona posee, como también la calidad y pertinencia, fuertemente influencian 
su capacidad de ganarse la vida y la posición relativa de ella y la de su familia 
en la distribución del ingreso de la sociedad. Por ejemplo, en América Latina, la 
mayoría de los que han alcanzado no más de ocho años de educación sólo pue-
den obtener trabajos de baja productividad, que están asociados a bajos ingresos 
y alto riesgo de pobreza. La situación es diferente para las personas que han 
alcanzado doce o más años de escolaridad, quienes predominantemente trabajan 
como técnicos, profesionales y gerentes con ingresos mucho más altos (cepal 
2000). De modo similar, el análisis del capítulo anterior concluye que aquellos 
que poseen educación superior muy raramente son pobres, que para tener una 
alta probabilidad de no ser pobre (85 por ciento o más) es necesario completar 
por lo menos doce años de educación, que las crisis afectan principalmente a 
los menos educados, y que los que más rápidamente superan situaciones de 
pobreza son aquellos que presentan 12 o más años de educación.

Coincidentemente, el ya citado estudio de De Janvry y Sadoulet (1999) en-
contró que “el crecimiento sólo es efectivo si los niveles iniciales de cobertura 
de la educación secundaria son suficientemente altos... (Así,) en Uruguay … 
la elasticidad ingreso de la pobreza es –2,5, con una cobertura de la educación 
secundaria de 81 por ciento, y es –0,6 con los niveles de matrícula secundaria 
que prevalecen en Honduras (32 por ciento)”.

La educación también tiene un efecto en la salud. Una mayor escolaridad 
estaría asociada a mejores hábitos de salud, higiene y otros comportamientos 
que tiene consecuencias sobre el bienestar (Larrañaga, 1997). Por ejemplo, los 
niños de madres mejor educadas tienden a ser más sanos (World Bank, 1990). 
Y la tasa de fertilidad tiende a decrecer con la educación (Birdsall, 1990, citado 
por Larrañaga, 1997), con la consecuencia que los padres pueden “hacer más por 
cada niño –mayor preocupación acerca de su salud, escolaridad, entrenamiento 
y valores” (Becker, 1995; p.4).

Además, la educación tiene un impacto importante sobre el crecimiento econó-
mico. Para Becker (1995; p.2), “la importancia del capital humano para el crecimiento 
es, quizás, excesivamente ilustrado por los extraordinarios registros de Japón, 
Taiwán, Hong Kong, Corea del Sur, y otras economías asiáticas de rápido crecimiento 
… y… los logros de países de Latinoamérica –incluyendo Chile y pareciera que en 
México”. De igual manera, un estudio del Banco Mundial, que cubre 58 países, por 
el período 1960-1985, concluyó que un incremento de un año de educación  puede 
llevar a un alza de un tres por ciento en el pib (World Bank, 1990).

 Más allá de los efectos económicos, la educación enriquece la vida de las 
personas permitiéndoles mejorar el conocimiento sobre ellos mismos, sobre 
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su entorno natural y sobre el ambiente social, decidir ellos mismos qué es lo 
mejor para sus vidas y participar activamente en la sociedad. En relación a 
los beneficios no económicos de la educación, Sen (1997; p. 1959) argumenta 
que “incluso con el mismo nivel de ingreso, una persona se puede beneficiar 
de la educación en leer, comunicarse, argumentar, ser capaz de optar de una 
manera más informada, ser tomado en cuanta de una manera más seria por 
otros, entre otros aspectos”.

Consecuentemente, dados los amplios efectos de la educación es necesario 
considerar cómo y por qué la educación ha logrado una cobertura casi completa 
en Chile, además de cómo y por qué los niveles de educación de la población 
muestran un dinamismo comparativamente mayor en Chile que en Latinoamé-
rica como un todo.

El efecto de la salud en la pobreza

El efecto de la salud en la pobreza no ha sido tan documentado como el de la 
educación, pero su contribución es igualmente importante e involucra aspectos 
económicos y no económicos.

La salud es un importante activo de las personas que les permite disfrutar 
la vida e involucrarse en diversas actividades. Lo que más desea un enfermo 
es probablemente recuperar su salud, superar el sufrimiento y ser saludable. 
Estando sano, las personas pueden trabajar o hacer lo que quieran. Basado en 
el modelo de Grossman sobre la demanda de los servicios de salud, Akin et al. 
(1985; p.109) han formalizado este enunciado, argumentando  que “las perso-
nas poseen un cierto suministro de capital de salud, del cual derivan utilidad 
durante su vida … (o en otras palabras) … el individuo goza de un flujo de días 
saludables, los cuales ‘giran’ de su existencia de buena salud”.

Dado que el capital humano en salud se deteriora con la edad y enfermedad, 
la atención médica y otras intervenciones de salud pública son necesarias para 
restaurar o por lo menos minimizar o hacer más lento el deterioro de la salud 
a lo largo de la vida. El capital humano en salud finalmente se extingue con la 
muerte y a lo que las intervenciones en salud están dirigidas es a maximizar el 
flujo de días saludables, dada la restricción de deterioro natural.

Como se ha mencionado anteriormente, las personas superan la pobreza 
principalmente a través de los ingresos del trabajo. Pero para obtener un trabajo 
las personas deben  ser suficientemente saludables, incluso en los trabajos de 
baja productividad y baja remuneración. Dado que las personas saludables 
están en capacidad de trabajar, la salud debe estar relacionada positivamente 
con el ingreso. Analizando las determinantes de la demanda por servicios de 
salud primarios, Akin et al. (1985; p. 111) confirmaron esa relación al concluir 



75

que “los días saludables producen mayores retornos pecuniarios totales, porque 
más días pueden ser dedicados a generar ingresos”. La salud, entonces, es un 
ingrediente esencial en el proceso de superación de la pobreza.

Más aún, la salud tiene un efecto en el crecimiento económico. Según el 
Banco Mundial, mejoras en la salud contribuyen al crecimiento económico de 
cuatro maneras: “primero, reduciendo las enfermedades de los trabajadores, 
se reducen pérdidas de productividad; segundo, permite utilizar recursos 
naturales que, debido a enfermedades, eran total o prácticamente inaccesibles; 
tercero, incrementa la matrícula escolar y mejora el aprendizaje; y cuarto, libera 
recursos del combate contra las enfermedades a una utilización alternativa” 
(Banco Mundial, 1993; p. 18).

Al igual que en el caso de la educación, dada la importancia de la contri-
bución de la salud a la reducción de la pobreza, un tema que merece conside-
ración es cómo y por qué las estadísticas chilenas de salud muestran un mayor 
dinamismo que las de Latinoamérica como un todo.

3.  El panorama latinoamericano

En un contexto de fuertes variaciones económicas y de lento desarrollo social, 
la relación entre crecimiento y pobreza en América Latina no ha sido tan clara 
como lo predice la teoría. Han habido períodos en que ambas se han movido 
en direcciones opuestas, como se espera. En otros períodos, sin embargo, ha 
ocurrido lo contrario. Por ejemplo, de acuerdo a datos del Instituto de Desarro-
llo Social del Banco Interamericano de Desarrollo, entre 1980 y 1983, el pib per 
cápita de América Latina cayó desde un poco menos de US$ 2.900 a alrededor 
de US$ 2.750 y la incidencia de la pobreza se redujo de 28 a 24 por ciento; entre 
1984 y 1985, el pib per cápita creció de US$ 2.600 a alrededor de US$ 2.670, pero 
la pobreza permaneció relativamente constante en alrededor de 29 por ciento; 
durante 1987-1998, el pib per cápita se alzó levemente sobre US$ 2.750 y la pobreza 
creció de 26 a alrededor de un 29 por ciento; entre 1990 y 1991 el pib per cápita 
cayó ligeramente y la pobreza se mantuvo constante en 35 por ciento; y durante 
1995-1996, el pib per cápita cayó a cerca de US$ 2.830 y la pobreza se redujo a 
cerca de 33 por ciento (indes-bid, 2000). Adicionalmente, en Chile el pib cayó un 
1,1 por ciento en 1999 y creció 4,5 por ciento en el 2000, con lo que el crecimiento 
de aquel bienio fue muy bajo. Aún así, la pobreza decreció en 1,1 por ciento. 
En el período que va de 1970 a 1996, la relación entre crecimiento económico y 
pobreza se comportó como lo predice la teoría (ver Gráfico 1).
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La tasa de crecimiento promedio anual de América Latina en el siglo xx fue de 
alrededor de cuatro por ciento (Thorp, 1998). Venezuela registró el promedio 
de crecimiento más alto con 5,9 por ciento y Uruguay1 el más bajo con 1,9 por 
ciento de (ver Anexo 3). Durante la segunda mitad del siglo, la región registró 
un patrón de crecimiento en declinación: mientras que el pib creció a un pro-
medio de 5,3 por ciento entre 1945 y 1972, la tasa promedio de crecimiento fue 
de 3,7 por ciento entre 1972 y 1981, y de 2,2 por ciento de 1981 a 1996. Durante 
los noventa, el promedio ponderado del crecimiento latinoamericano fue de 
3,2 por ciento –y el promedio simple de 3,4 por ciento (cepal, 2000). Las tasas 
más altas de la década corresponden a Guyana y Chile, con 6,7 y 6,1 por ciento, 
respectivamente, y las más bajas son aquellas de Ecuador y Venezuela, los cuales 
registraron tasas de crecimiento de 1,9 y 2,0 por ciento, respectivamente. Así, 
lo que las cifras muestran es que la tasa de crecimiento de América Latina a 
través del siglo fue más que modesta y que en las últimas décadas registró un 
desempeño económico incluso menor.

Gráfico 1
Pobreza y pib per cápita en América Latina, 1980 – 1995.

Fuente: Unidad de Estadística y Análisis Cuantitativo del bid y Lodoño y Szekely, 1997.

Nota: Tomado de bid-indes “Taller de Indicadores Sociales y Económicos”, cd rom producido por Carlos 
G. Molina, Karen M. Mokate y Natalie Carcenac (Washington dc: bid – indes, noviembre, 2000).

1 Según Thorp, la serie de datos para Uruguay comienza en 1935. Ver Thorp, 1998, p.338.
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En este más bien modesto crecimiento económico promedio latinoamericano 
hay desempeños económicos desiguales (ver Anexo 3), sin embargo, que no se 
relacionan necesariamente con los niveles de pobreza que exhibe el país. En 
el grupo de los desempeños relativamente buenos, Brasil, por ejemplo, creció 
a tasas anuales promedio del 6,9 por ciento entre 1945 y 1972, 6,6 por ciento 
entre 1972 y 1981, y 6,1 por ciento en el período 1945-1996. Paraguay registró 
un crecimiento promedio de 9,2 por ciento entre 1972 y 1981 y 4,7 por ciento 
entre 1945 y 1996. México exhibió un crecimiento de 6,5 por ciento entre 1945 
y 1972, un 5,5 por ciento durante el período 1972-1981, 5,2 por ciento desde 
1945 a 1995, y una tasa promedio de 5,0 por ciento durante el siglo xx. Ecuador 
muestra una tendencia de crecimiento de 7,0 por ciento de 1972 a 1981 y de 5,1 
por ciento entre 1945 y 1996. Por otro lado, Uruguay creció a un ritmo de 1,7 por 
ciento entre 1945 y 1996 y de 1,9 por ciento a lo largo del siglo xx. El desempeño 
de estos países en la reducción de la pobreza y el bienestar de la población son 
desiguales, sin embargo. Mientras que Uruguay exhibe el patrón de crecimiento 
más bajo durante el siglo, está clasificado entre los países donde la pobreza es 
menos severa y el desarrollo social es relativamente alto en la región. Otros 
países, tales como Brasil, Ecuador y Paraguay, tienen un patrón de crecimiento 
más alto, pero son normalmente incluidos entre aquellos con los mayores índices 
de pobreza y de más lento ritmo de progreso social.

Durante las últimas dos décadas la tendencia de la pobreza en América 
Latina se asemeja a una parábola: la proporción de hogares en  pobreza cre-
ció de 35 por ciento en 1980 a 41 por ciento en 1990, y luego decayó a 38 por 
ciento en 1994 y a 35 por ciento en 1999 (cepal 2003). Los países, sin embargo, 
mostraron diferentes  tendencias durante los noventa: aquellos que exhibían 
la mayor reducción de pobreza eran Chile, Brasil, Panamá y Uruguay; una re-
ducción modesta ocurrió en Costa Rica, Perú y Colombia; Argentina muestra 
una reducción en la pobreza entre 1990 y 1994,  pero un incremento en 1999; en 
El Salvador y Honduras la pobreza se mantuvo constante de 1994 a 1997 y bajó 
hacia 1999; tuvo un alza en México hasta 1998 y cayó en el 2000 y en Venezuela 
se incrementó notoriamente entre 1990 y 1999. Basado en las tasas de pobreza 
urbana de 1996-1997, la cepal2 clasifica a los países latinoamericanos en tres 
categorías (cepal 1999, pp.39-40):

-	 Baja pobreza urbana (menos de 20 por ciento): Uruguay (6 por ciento), 
Argentina (Gran Buenos Aires, 13 por ciento), Chile (19 por ciento) y Costa 
Rica (17 por ciento).

2 Comisión Económica para América Latina y el Caribe.
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-	 Pobreza urbana mediana (entre 20 y 39 por ciento): Panamá (25 por ciento), 
Brasil (25 por ciento), Perú (25 por ciento), República Dominicana (32 por 
ciento), México (38 por ciento), Colombia (39 por ciento), y El Salvador 
(39 por ciento).

-	 Alta pobreza urbana (40 por ciento y más): Paraguay (40 por ciento), Venezuela 
(41 por ciento), Bolivia (47 por ciento), Guatemala (48 por ciento), Ecuador 
(50 por ciento), Nicaragua (66 por ciento) y Honduras (67 por ciento).

El progreso en desarrollo social ha sido lento en América Latina. Por ejemplo, la tasa 
promedio de analfabetismo en América Latina decreció de 58,9 a 13,6 por ciento 
entre 1920 y 1995, pero en el mismo período el analfabetismo cayó de 6,5 a un 1,0 
por ciento en Estados Unidos y Canadá. Así, para la mitad de los noventa América 
Latina no había siquiera llegado a los estándares alcanzados 75 años antes por los 
países norteamericanos desarrollados (ver Anexo 4). De igual manera, para 1995, 
la esperanza de vida era de 69 años, mientras que en Estados Unidos y Canadá la 
esperanza de vida de 68 años se había alcanzado en 1950 (ver Anexo 5).

No obstante esta visión general del lento progreso social hay, sin embargo, 
patrones divergentes en los diferentes países en materia de logros sociales. 
Así, países tales como Argentina, Chile, Costa Rica y Uruguay mostraron buen 
progreso en ambos indicadores (para 1995, la esperanza de vida en esos países 
era cercana a la de Estados Unidos). Pero, el analfabetismo y la esperanza de 
vida en Bolivia, Ecuador, Guatemala, Haití, Honduras, Nicaragua y Paraguay 
aparecen persistentemente entre los más bajos de la región.

Estas disparidades en progreso social son enfatizadas por el Índice de Desarro-
llo Humano (idh) del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud). 
En la clasificación del idh del 2003, Argentina, Chile, Costa Rica y Uruguay se 
ubicaron entre los países de alto desarrollo humano, mientras que Bolivia, Ecuador, 
Guatemala, Haití, Honduras, Nicaragua y Paraguay aparecen consistentemente 
en posiciones más retrasadas. Un punto interesante es que la posición lograda 
por un país no está necesariamente relacionada con el pib per cápita.

Los países latinoamericanos muestran patrones divergentes de crecimiento, 
pobreza y progreso social. Aunque hay una base teórica para pensar que un 
crecimiento económico más alto lleva a un mayor bienestar social, los datos 
muestran que aquellos países con buenos índices en la reducción de la pobreza 
y progreso social no son necesariamente los que logran los mejores patrones de 
crecimiento. Brasil, Colombia, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Para-
guay y Venezuela exhiben patrones de crecimiento similares o más altos durante 
el siglo xx –incluso desde 1945, aunque no durante el período 1981-1996– que 
aquellos de Chile y Uruguay, pero estos últimos países exhibieron consistente-
mente mejores indicadores de progreso social a través del siglo.
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Si el crecimiento no es el único factor que explica el progreso social y 
mejoras en el bienestar, como este análisis sugiere, ¿qué más sería necesario? 
Las secciones siguientes comparan los resultados de diferentes tradiciones de 
involucramiento del Estado en asuntos sociales.

4.  El caso chileno 
¿Qué factores están detrás de la reducción de la pobreza ocurrida en Chile entre 
1987 y el año 2000? El análisis se centra en  el rol del crecimiento económico y 
los “productos” de la política social. El caso chileno es abordado, primero, por 
medio de un análisis empírico y, luego, a través del surgimiento y desarrollo 
de la larga tradición de políticas sociales.

Pobreza, crecimiento y capital humano: análisis empírico

El análisis empírico busca explicar si las variaciones en la incidencia de la po-
breza están correlacionadas con las variaciones en el crecimiento económico, 
escolaridad, estado de salud y al hecho de recibir o no atención médica cuando 
se necesita. La variable dependiente es el número de personas pobres. Las va-
riables independientes han sido las medidas del crecimiento económico, el nivel 
de escolaridad, el estado de salud de las personas y si han recibido atención 
médica cuando la han necesitado. Las medidas del crecimiento económico han 
sido el pib, pib per cápita y variación del pib per cápita. Las variables de escolaridad 
más usadas han sido: número de personas sobre o bajo el promedio de escolari-
dad, personas alfabetas o analfabetas. Una variable simulando un promedio de 
años de escolaridad mucho más bajo ha sido introducida. Esta variable asume 
un promedio de entre 2,0 y 2,9 años de escolaridad de 1987 a 1992 y entre 3,0 
y 3,9 de 1994 a 2000. Las variables utilizadas respecto del estado de salud han 
sido: personas saludables, enfermas, enfermas que reciben atención médica o 
enfermas que no reciben atención médica en los últimos tres meses.

El modelo general que se ha estimado es el siguiente:

PobRt = 
β1+β2PIBRt+β3EdRt+β4SalRt+β5CPRt+β6DRRt+β7CASEN+β8PPRt+eRt

Donde Pob significa pobreza, pib es la variable que se refiere al crecimiento eco-
nómico, ed representa las variables sobre los niveles de educación, sal designa 
variables sobre el estado de salud, cp indica características personales de la 
población como estado civil, edad, género y similares, dr controla por las dife-
rencias regionales, casen por el año de cada encuesta casen y pp por los períodos 
presidenciales. e representa el término de error y R y t representan cada región 
y año de la encuesta casen, respectivamente.
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El análisis consistentemente muestra que, a nivel regional, el crecimiento 
económico, la escolaridad más alta que el promedio y el estado de buena sa-
lud están negativamente correlacionados con la pobreza, y que, al contrario, 
la escolaridad más baja que el promedio, ser sólo alfabeto y enfermedad está 
positivamente correlacionado con la pobreza.

Como se esperaba, una escolaridad más alta que el promedio real de Chile, 
así como el crecimiento económico, se asocia positivamente con la reducción de 
la pobreza, pero una escolaridad más baja no (Anexo 1). Hay que hacer notar 
que el promedio de escolaridad en Chile, durante todo el período analizado, se 
ubica, de hecho, en el nivel de educación secundaria3. Debe tenerse en mente 
también que la matrícula secundaria  varió, entre 1987 y el año 2000, de 81,5 a 
90 por ciento de la población en edad escolar (mideplan, 1999, p.40; mideplan, 
2003). A su vez, el análisis sobre el simulado promedio más bajo de escolari-
dad sugiere que tener una escolaridad más alta que el promedio, cuando el 
promedio es bajo, no es suficiente para reducir la pobreza (Anexo 1). Cuando 
se controla por este bajo promedio de escolaridad y por el hecho de ser salu-
dable o estar enfermo y no recibir atención médica, ambas variables aparecen 
positiva y significativamente correlacionadas con la pobreza. En otras palabras, 
en un contexto como éste, el efecto de tener educación sobre el promedio se 
desvanece. Así, estos resultados son coincidentes con el hallazgo de De Janvry 
y Sadoulet, acerca de que “el crecimiento sólo es efectivo si los niveles iniciales 
de escolaridad al nivel de secundaria son suficientemente altos” (De Janvry & 
Sadoulet, 1999, p. 4). Sin embargo, es necesario realizar estudios  con situaciones 
reales de países con mucho más  bajo promedio de escolaridad para ver si se 
obtienen resultados similares y si es que el promedio de años de escolaridad 
puede ser tomado como “proxy” del capital humano acumulado en educación 
en este tipo de análisis.

El estado de enfermedad, sea estar enfermo puramente y estar enfermo 
recibiendo o no recibiendo atención médica, está correlacionado con la pobreza 
(Anexo 1). Cuando se incluye una variable sobre ser saludable o estar enfermo, 
la escolaridad mayor que el promedio presenta una relación negativa con la 
pobreza. Sin embargo, cuando se controla por personas enfermas que no reciben 
atención médica, la relación entre pobreza y escolaridad más alta que el prome-
dio se vuelve positiva. Estos resultados coinciden con la hipótesis de Akin et al. 
respecto que el estado de salud tiene un efecto en el ingreso –y consecuentemente 
en la pobreza– dado que, cuando se es saludable, más días pueden ser dedicados 

3 Los promedios de escolaridad para la población de 15 años y más son los siguientes: 8,3 años 
en 1987, 9,0 años en 1990, 9,2 años en 1994, 9,5 años en 1996, 9,7 años en 1998 y 9,8 años en el año 
2000 (mideplan, 1999, p.42; mideplan, 2003). 
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a generar ingresos. Estos resultados también sugerirían que la falta de atención 
médica, cuando se está enfermo, incrementaría en mayor medida el deterioro 
del capital humano en salud y anularía los efectos de una alta escolaridad sobre 
la pobreza. La razón de esto sería que las personas enfermas no pueden trabajar 
incrementando, consecuentemente, su probabilidad de ser pobre.

A falta de un “proxy” para el capital humano acumulado en salud –para 
ver el efecto de una larga tradición de políticas de salud en el proceso de reduc-
ción de la pobreza– el análisis se ha orientado al efecto de recibir o no atención 
médica cuando se necesita. Estas situaciones pueden verse como el correcto 
o inadecuado funcionamiento del sistema de salud. Consecuentemente, los 
resultados reportados en el párrafo anterior se pueden ver como dos conse-
cuencias potenciales de la aplicación de la política de salud sobre la pobreza. 
Lamentablemente, no es posible derivar conclusiones sobre cuál de estos dos 
sería el efecto que prevalece en el caso de Chile.

Una escolaridad más baja que el promedio o ser sólo alfabeto no está aso-
ciado con reducción de la pobreza, incluso si se es saludable o se está enfermo 
(Anexo 1). Esto confirma la idea general referente a que aquellas personas con 
baja escolaridad serían capaces de obtener sólo empleos de baja productividad 
y, consecuentemente, con bajos salarios, enfrentando finalmente una mayor 
probabilidad de ser pobres. Para estas personas, el único activo que tienen para 
escapar de la pobreza sería mantenerse saludable (Anexo 1).

Controlando por estado civil, edad, diferencias regionales, período pre-
sidencial y año de la encuesta casen, se confirman las relaciones previamente 
mencionadas entre educación, salud y pobreza (Anexo 2). Mientras una alta 
escolaridad y ser saludable se correlacionan negativamente con la pobreza, ser 
sólo alfabeto o estar enfermo se asocian positivamente con la pobreza.

En resumen, el análisis a nivel regional, incluso controlando por diferencias 
regionales, año de la encuesta casen, período presidencial y características perso-
nales de la población, ha mostrado que el incremento en el número de personas 
que tienen una escolaridad mayor que el promedio real y que son saludables se 
asocia con una menor incidencia de la pobreza, y que el hecho de estar enfermo 
y no recibir atención médica anula el efecto de una relativa alta escolaridad. De 
modo similar, el análisis ha mostrado también que el efecto de tener escolaridad 
mayor que el promedio desaparece cuando el capital humano en educación acu-
mulado es bajo. Consecuentemente, estos hallazgos sugieren que la acumulación 
de capital humano en educación y salud, como también la oportuna entrega de 
servicios de salud, son esenciales para combatir la pobreza.

Esta sección ha mostrado que los logros de la política social están positiva-
mente correlacionados con la reducción de la pobreza. A su vez, la sección 3, 
sobre el Panorama Latinoamericano, mostró que los indicadores sociales chilenos 
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son comparativamente altos. La cuestión siguiente es ¿cómo pudo Chile alcanzar 
tales logros? En ese contexto, la sección subsiguiente aborda el tema de si los 
comparativamente altos indicadores de acumulación de capital humano que 
presenta Chile en el contexto latinoamericano se asocian con la larga tradición 
chilena de intervenciones de política pública en asuntos sociales.

La tradición chilena de políticas sociales

Chile exhibió un período de alto crecimiento –de siete por ciento en promedio– 
entre 1984 y 1998, pero un más bien modesto patrón de crecimiento económico 
de largo plazo desde el siglo xix. Según Thorp (1998),  el promedio de crecimiento 
de Chile a través del siglo xx fue de 3,3 por ciento (Anexo 3). Meller (1996) indica 
que Chile creció a un ritmo promedio de 2,29 por ciento entre 1880 y 1930, 3,86 
por ciento de 1940 a 1973 y 3,70 por ciento al año en el período de 1973-1990. 
Y Santa Cruz (1999) concluye que en el período 1940-1970, el creciemiento per 
cápita chileno fue de 1,14 por ciento al año.

Contrastando con el modesto desempeño económico de largo plazo, Chile 
muestra una larga tradición de políticas sociales, dinamismo en sus logros y 
relativamente altos indicadores en el desarrollo social, incluso antes que sur-
giera la era de rápido crecimiento económico. Para 1980 Chile ya mostraba uno 
de los mejores índices de Latinoamérica en, por ejemplo, esperanza de vida, 
mortalidad infantil, mortalidad general, alfabetismo, cobertura de la educación 
primaria y secundaria, y en la proporción de la población económicamente 
activa que tenía educación secundaria (ver cepal, 1986). Durante la década de 
1990, Chile mantuvo índices sociales comparativamente altos en el contexto 
latinoamericano. Del mismo modo, entre 1950 y 2000, Chile pasó de la octava 
a tener la segunda esperanza de vida más alta en los países de América Latina 
(ver ops, 1994; paho, 1998). Además, en el Índice de Desarrollo Humano del 2003 
Chile ocupa el cuarto lugar entre los países latinoamericanos, antecedido por 
Argentina4, Uruguay y Costa Rica. Según el pnud, estos países estarían dentro 
del grupo considerado con alto desarrollo humano. En el Índice de Pobreza Hu-
mana del mismo año, Chile ocupa el segundo lugar de la clasificación, después 
de Uruguay (undp, 2003)5.

4 En este caso es obvio que el idh no captura la crisis de principios de la década del 2000 que 
ha vivido Argentina.

5 El Índice de Desarrollo Humano muestra el promedio de logros de un país considerando 
tres factores: longevidad, medida por la esperanza de vida al nacer; logros educacionales, me-
dida por la combinación de alfabetismo adulto (ponderación de dos tercios) y la matrícula bruta 
(ponderación de un tercio); y el estándar de vida, medido por el pib real per cápita ($ppp) (ver undp
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Los índices educacionales de Chile son altos en el contexto latinoamericano. 
Mientras el promedio de escolaridad en Chile era de 9,8 años en el 2000, el de 
América Latina, a fines de la década de 1990, era de 5,2 años (Kliksberg, 1998) 
o 4,9 años considerando población de 25 años de edad y más (indes-bid, 2000). 
Debe tenerse en cuenta que el promedio de años de escolaridad del veinte por 
ciento más pobre de la población chilena –de quince años y más de edad– fue 
6,5 años en 1987 y 7,8 años en el 2000 (mideplan, 1999 y 2003). Adicionalmente, 
los indicadores chilenos de escolaridad muestran un mayor dinamismo cuando 
se comparan con los de la región. Por ejemplo, mientras el promedio regional 
de años de escolaridad se incrementó en 4,6 años, el de Chile se elevó en 5,8 
años entre las cohortes de 1930 y 1970, siendo el tercero más alto en la región 
(Anexo 6). De igual manera, el sistema de educación secundaria de Chile 
muestra uno de los mejores resultados en el contexto latinoamericano, medido 
por la proporción de personas que completan la educación secundaria en cada 
cohorte (ver Anexo 7).

Así, una pregunta relevante es cómo Chile ha sido capaz de alcanzar estos 
logros sociales, a pesar de su larga historia de desempeño económico modesto. 
Los párrafos que siguen en esta sección abordan el tema.

El largo proceso de expandir la educación

No hay un momento específico en Chile en la creación del sistema educacional, 
sino que un proceso continuo que llevó a consolidar y expandir el sistema. La 
revisión del proceso de desarrollo educacional en Chile muestra que aunque 
esfuerzos privados han sido importantes, la expansión de la educación se ha 
debido principalmente a los esfuerzos estatales.

Cuatro períodos pueden ser identificados en la larga tradición chilena de 
políticas de educación. Un primer período iría desde los primeros tiempos de 
la República hasta la década de 1920. Sus características distintivas habrían sido 
los esfuerzos por instalar y consolidar el sistema. Un hecho fundamental en el 
desarrollo del sistema fue la inclusión de una cláusula en la Constitución de 
1833, que declaró que la educación era responsabilidad primordial del Estado 
y, consecuentemente, al gobierno le correspondía entregar educación gratuita 
para niños y jóvenes, establecer programas de estudio y aprobar textos escolares 

 1998). El Índice de Pobreza Humana muestra la carencia promedio en un país. Toma tres variables 
básicas: el porcentaje de personas que se espera que mueran antes de los cuarenta años de edad, el 
porcentaje de adultos analfabetos, y el desarrollo general, en términos del porcentaje de personas 
sin acceso a servicios de salud y agua potable y el porcentaje de niños con bajo peso a la edad de 
cinco años (ver undp, 1997).
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(Villalobos, 1992). Eso fue llamado el “Estado Docente”. Otro hecho importante 
fue la Ley de Educación Primaria dictada en 1860.

Para 1861, 911 escuelas estaban operando en el país –648 de ellas pertene-
cían al Estado o a las municipalidades– con una matrícula total de alrededor de 
43.000 estudiantes, 18 Liceos públicos con una matrícula de 2.500 estudiantes, 
y 63 Liceos privados con aproximadamente 3.800 estudiantes (Gazmuri, 1992). 
Para 1891, habían 1.253 escuelas con una matrícula de 114.656 estudiantes 
(Villalobos, 1992).

El gobierno apoyó financieramente este proceso. Durante el auge del salitre6 la 
recaudación de impuestos fue alrededor del 30 por ciento del total de ventas 
y, de ello, el gobierno destinó una parte importante para expandir el capital 
humano del país (Meller, 1996). Resultado de este esfuerzo fue que entre 1854 
y 1901 la matrícula escolar casi se sextuplicó, mientras que la población sólo se 
duplicó (ver Tabla 1), que entre 1900 y 1910 la matrícula total casi se duplicó (ver 
Tabla 2), y que la taza de alfabetismo se elevó de 17 por ciento en 1865 a 50,3 por 
ciento en 1920 (Villalobos et al., 1974). Ese año el Congreso finalmente aprobó 
una ley sobre educación primaria, haciendo la asistencia obligatoria desde el 
primero al cuarto año. Esta disposición sería elevada a rango constitucional en 
la nueva Constitución de 1925.

Tabla 1. Población escolar de educación primaria en el siglo xix

Año Población Número de estudiantes
1854 1.439.120   27.449
1860 ---   43.368
1865 1.819.223   51.294
1875 2.075.971   89.305
1885 2.527.320   97.136
1895 2.712.145 139.991
1901 3.050.973 154.670

Fuente: Villalobos 1992.

6 El auge del salitre hace referencia al período que va de 1880 a 1920, en el que las exportacio-
nes crecieron a un promedio de 6,1 por ciento al año. Las exportaciones chilenas de salitre saltaron 
de US$ 6,3 millones en 1880 a US$ 96 millones en 1914, y luego se redujeron a US$ 70 millones en 
1928. Las exportaciones de salitre representaron alrededor del 30 por ciento del pib chileno entre 
1990 y 1920. Las exportaciones chilenas representaban un 70 por ciento del total de exportaciones 
de nitrato entre 1900 y 1914 (ver Meller, 1996; pp. 23-31).
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Un segundo período iría entre las décadas de 1920 y 1960. Las características 
más sobresalientes de este período serían la creación de organismos públicos 
de apoyo al proceso educativo y el vínculo explícito hecho entre las políticas 
de educación e industrialización.

El sistema escolar fue reformado en 1927, extendiendo la educación pri-
maria a seis años y orientando la educación secundaria hacia estudios univer-
sitarios o el mercado laboral (Aylwin et al., 1990). El año siguiente se crearon 
las “Juntas Comunales de Auxilio Escolar” con el propósito de organizar 
programas de alimentación en escuelas públicas en todo el país para niños 
provenientes de familias de bajos ingresos. Estas Juntas Comunales darían 
paso en 1953 a la “Junta Nacional de Auxilio Escolar” y a la “Junta Nacional 
de Auxilio Escolar y Becas” en 1964.

Hacia fines de la década de 1930 la educación llegó a ser un tema político. 
En 1938 don Pedro Aguirre Cerda ganó las elecciones presidenciales con el lema 
“Gobernar es Educar”. Su política de educación, llamada “La Nueva Escuela”, 
buscaba vincular la educación con la política de industrialización y las necesidades 
del desarrollo. Esta política continuó bajo las administraciones siguientes y varias 
iniciativas de capacitación de trabajadores, alfabetización y creación de escuelas 
en áreas rurales se implementaron en las décadas de 1930, 1940 y 1950.

El tercer período comienza a mediados de la década de 1960 y se caracteriza 
por la búsqueda de la cobertura completa. A principios de la década de 1960 
el promedio de escolaridad era de 4,2 años y 2,4 en áreas rurales (ver Tabla 3) 
y, aunque  la matrícula continuaba en expansión, el problema era el abandono 
escolar, principalmente en educación primaria. La reforma educacional de 1965 
extendió el período de educación primaria a ocho años, expandió la inscripción 
a una tasa de seis por ciento anual –producto de lo cual la cobertura de educa-
ción primaria había llegado a cerca del 95 por ciento en 1970– e incrementó la 
matrícula secundaria a un ritmo de 20 por ciento anual entre 1964 y 1967 (Aylwin 
et al., 1990). La cobertura educacional continuó expandiéndose durante las dé-

Tabla 2. Matrícula estudiantil en las instituciones públicas 
de educación entre 1900 y 1910

Año
Educación 
Primaria

Educación 
Secundaria
y Especial 

Educación 
Superior Total

1900 157.330 12.624 1.228 171.182

1905 159.379 21.497 1.549 182.425

1910 258.875 30.731 1.824 291.430

Fuente: Aylwin, Bascuñán, Correa, Gazmuri, Serrano y Tagle, 1990.
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cadas siguientes. La matrícula de educación primaria se incrementó a un 98,6 
por ciento en el año 2000 y la secundaria se expandió de un 49,73 por ciento en 
1970 y a un 90 por ciento en el 2000 (mineduc, 2000; mideplan, 1999 y 2003).

Tabla 3. Promedio de años de escolaridad, 1987-1998 
(Población de 15 años de edad y mayor)

Año Promedio general 
Circa 1958      3,3 (1)
1962 - 1964      4,2 (2)

1970 4,3
1980 7,6
1987 8,3
1990 8,9
1992 9,0
1994 9,1
1996 9,5
1998 9,7
2000 9,8

Fuente: Ahumada (1958), Aylwin et al. (1990), Libertad y Desarrollo (2000), mideplan, 1999 y 2003. 
Nota: Ahumada (1) y Aylwin et al. (2) reportan estas cifras, pero no especifican el rango de edades 
consideradas.

Un cuarto período se inauguró en la década de 1990. Su característica sería 
la búsqueda de una educación de calidad para todos. El tema comenzó a ser 
debatido a finales de la década de 1980. En 1996 el gobierno lanzó una reforma 
cuyo propósito es precisamente mejorar la calidad de la educación. El debate ha 
sido estimulado por los notoriamente bajos resultados obtenidos por las escuelas 
públicas en las pruebas estandarizadas que miden la calidad de la educación 
(simce) y por comparaciones internacionales. Por ejemplo, a pesar del hecho 
que los estudiantes chilenos de cuarto año de enseñanza primaria muestran un 
buen rendimiento en el ámbito regional latinoamericano, su desempeño es sólo 
modesto cuando se compara a estudiantes de países desarrollados o naciones 
del sudeste asiático (ver Larrañaga, 1997; pp. 342-344).

Aunque el debate ha hecho sobresalir los problemas de calidad y equidad, 
no se ha formulado ningún cuestionamiento sobre el patrón de expansión de la 
educación y los niveles de escolaridad de los chilenos (ver, por ejemplo, Tabla 3). El 
acceso equitativo a educación de calidad es actualmente el más desafiante problema 
que enfrentan los sistemas educacionales de países en vías del desarrollo. Visto en 
perspectiva, después de largas décadas de intervenciones de políticas públicas en 
educación, Chile muestra un indicador relativamente alto de cobertura, completa-
ción, niveles de escolaridad de la población y acumulación de capital humano. Esto 
podría significar que habiendo alcanzado el objetivo de cobertura, Chile está en 
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mejor forma para enfrentar el desafío de la educación de calidad para todos. Esto, 
sin embargo, es una hipótesis que investigaciones posteriores deberán abordar.

El desarrollo de la seguridad social

Las primeras iniciativas de seguridad social en Chile datan del siglo xix y 
tempranamente en el siglo xx, con la creación de mecanismos de protección 
social para los desamparados en 1832, la promulgación de la ley de pensiones 
por muerte para los militares en 1855, la creación de la Caja de Ahorros de 
Empleados Públicos en 1858 y el establecimiento de la Caja de Previsión Social 
de los Trabajadores de los Ferrocarriles en 1918 (mideplan, 2001). Programas 
más extensivos, basados en un sistema de reparto, fueron establecidos con la 
fundación de la Caja Nacional de Empleados Públicos (canaempu) y la Caja del 
Seguro Obligatorio en 1924, y la Caja de Previsión de Empleados Particulares 
(empart) en 1925. Más tarde, varias cajas de previsión fueron creadas para sec-
tores específicos de trabajadores. En 1981, el sistema previsional chileno fue 
reformado, incorporándose la idea de capitalización individual. Luego de la 
reforma, los trabajadores podían optar entre seguir en el sistema de reparto o 
cotizar sus fondos previsionales en compañías privadas que los administran 
buscando rentabilidad y seguridad.

El proceso de construir un sistema de seguridad social en Chile ha sido polí-
ticamente difícil y a veces conflictivo. Durante el siglo xix, la protección social de 
los trabajadores no era considerada una responsabilidad del Estado. A partir de 
ello, variadas organizaciones, con diferentes raíces filosóficas, emergieron para 
ocuparse del tema. Hacia mediados del siglo xix las “mutuales” emergieron en 
Santiago. Con orientación similar, las “mancomunales” fueron establecidas en el 
norte chileno después de la Guerra del Pacífico (1879-1883). Éstas eran organizacio-
nes que buscaban ayudar a los trabajadores que enfrentaban una particularmente 
difícil situación social. Para ello recolectaban contribuciones de los trabajadores 
y distribuían beneficios entre ellos, tales como salud, préstamos, auxilio a viudas 
y huérfanos, sepultura y educación. Por otra parte, a través de sus actividades 
de caridad, la Iglesia Católica abordó los problemas de salud, nutrición y otras 
carencias materiales de los trabajadores y los más necesitados.

Aparte de su ayuda directa a los trabajadores, miembros de estas organiza-
ciones participaban en actividades que buscaban mejorar las condiciones de vida 
de los trabajadores y de los pobres. Las mutuales habían emergido de los “Clubes 
de la Reforma”, una organización que promovía ideas liberales y progreso social. 
El movimiento de las mancomunales se convertiría en la Federación Obrera de 
Chile en 1901, la cual contribuiría decisivamente a la fundación del Partido Obrero 
Socialista chileno en 1917 y del Partido Comunista chileno en 1920. Un movimiento 
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que propugnaba reformas sociales, conocido como Social Catolicismo, emergió en 
los círculos católicos, apartándose incluso de la línea principal de la Iglesia Católica 
chilena. Aunque criticado, el movimiento recibió un fuerte reconocimiento cuando 
el papa León XIII promulgó la Encíclica Rerum Novarum demandando mejores 
condiciones de vida para los trabajadores en el mundo moderno.

Las demandas por reformas sociales se convirtieron en un problema político 
para finales del siglo xix y comienzos del xx. Fue el debate sobre la “Cuestión 
Social”, cuya característica central fue una intensa controversia que se instaló en 
la sociedad chilena alrededor de las reivindicaciones sociales de los trabajadores. 
Algunas mejoras fueron logradas en las primeras etapas de la cuestión social, 
tales como la ley que promovía la vivienda popular,  la ley sobre accidentes del 
trabajo, la Dirección del Trabajo, la ley sobre el trabajo de mujeres y niños, las 
iniciativas de ayuda social en catástrofes y protección para el desempleo. Sin 
embargo, importantes instituciones emergieron sólo después de intensas huel-
gas, desórdenes e incluso amenaza militar. Sólo ahí el Congreso aprobó varias 
iniciativas que creaban instituciones de protección a los trabajadores, tales como 
la Caja del Seguro Obligatorio para obreros, la que transformaba el programa de 
jubilación de los empleados públicos en la Caja Nacional de Empleados Públicos 
y la Caja de Previsión de Empleados Particulares. Posteriormente se crearon 
otras cajas de previsión para sectores específicos de trabajadores.

La evolución de la cuestión social mostró que las leyes e instituciones para 
la protección social surgieron después de intensas presiones y los grupos que 
obtuvieron los beneficios más altos fueron aquellos con mayor influencia polí-
tica. Esta característica marcaría la futura evolución del sistema de seguridad 
social en Chile. Para 1980, se habían creado treinta y dos fondos –aunque tres 
concentraban el 95 por ciento de los afiliados– y se podían identificar cerca de 
cien tipos de pensiones, con importantes diferencias en contribuciones y benefi-
cios entre ellos. Los trabajadores más modestos (obreros) tenían las condiciones 
menos atractivas de jubilación, mientras que con cierta frecuencia los empleados 
públicos de alto rango y los oficiales de las Fuerzas Armadas de alta graduación 
podían acceder al beneficio de las “perseguidoras”. Este beneficio consistía en 
la obtención de una pensión igual al salario del cargo en el cual se jubilaba y a 
los incrementos que a ese cargo se le otorgaban en lo sucesivo. Por otro lado, 
dada su condición de trabajadores informales, los sectores más pobres de la 
población estaban normalmente fuera de un sistema de protección organizado 
alrededor del mercado formal de trabajo. 

La reforma de 1981 transformó la seguridad social desde un sistema de 
reparto a uno basado en la capitalización individual. En el nuevo sistema, las 
pensiones son el resultado de contribuciones efectuadas por el trabajador y las 
rentabilidades obtenidas por el fondo de pensiones acumulado.
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Desde su establecimiento el sistema de seguridad social chileno ha sostenido 
y notoriamente mejorado las condiciones sociales de los trabajadores, dándoles 
protección durante los tiempos difíciles. El viejo sistema de reparto alcanzó su 
cobertura más alta en 1973, con 79 por ciento de la fuerza laboral. Para 1995, el 
sistema reformado cubría el 76 por ciento de la fuerza laboral. Aunque estos 
porcentajes de cobertura son notablemente altos en América Latina y se crearon 
formas adicionales de protección para los más necesitados, el capítulo tres de 
este libro muestra que los pobres son los que más probablemente carecen de 
protección de seguridad social y, en consecuencia, están solos en los momentos 
más difícles de la vida: la vejez y la invalidez.

Mejoras en el estado de salud de la población
Cuatro etapas pueden ser identificadas en la tradición chilena de políticas de 
salud: la primera va desde las primeras iniciativas en el área hasta mediados 
de la década de 1920; la segunda se extiende entre la instalación del sistema del 
seguro social en 1924-1925 y 1952, cuando se crea el Servicio Nacional de Salud 
(sns); la tercera etapa cubre el periodo en el cual el sns estaba en operación; y 
la cuarta etapa surge con la reforma de 1980. Los factores distintivos de esta 
tradición han sido su comparativamente temprano surgimiento, continuidad 
en el proceso de implementación de políticas y dinamismo en el proceso de 
mejoras del capital humano en salud.

Aunque el primer hospital fue fundado en Chile en 1552 (San Juan de Dios) y 
las campañas de variolización comenzaron a ser implementadas a principios del 
siglo diecinueve (Giaconi & Valdivia, 1994), el Estado comienza a involucrarse 
en temas de servicios de salud hacia 1887 con la creación de la “Junta General 
de Salubridad”, como una dependencia asesora del Ministerio del Interior en 
temas de salud pública. En 1892 sería reemplazada por el “Consejo Superior de 
Higiene”. Importantes hechos en esta etapa fueron la promulgación del “Có-
digo Sanitario” y la fundación de la “Dirección General de Sanidad” en 1918. 
La primera regulaba la entrega de servicios de salud en el país y la otra velaba 
por el cumplimiento de la ley (Giaconi & Valdivia, 1994). En este período, el 
gobierno se involucró principalmente en la regulación del sector.

La segunda etapa comienza en 1924-1925 con la creación del Ministerio de 
Higiene, Asistencia y Seguridad Social y tres instituciones de seguridad social 
para obreros y empleados. Éstos eran la Caja del Seguro Obligatorio, la Caja Na-
cional de Empleados Públicos y la Caja de Previsión de Empleados Particulares. 
Alrededor de ellos se organizaron programas estatales de atención de salud. 
Estos programas generaron coberturas de enfermedades para trabajadores y sus 
familias y serían complementados en 1938 con una ley que mandataba a las cajas 
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a monitorear las condiciones de trabajo, el estado de salud de los trabajadores 
y prevenir enfermedades crónicas como tuberculosis, sífilis, fiebre reumática y 
problemas cardiovasculares (Raczynski, 1994). Los pobres también disponían 
de atención médica gratuita.

En Chile, la tradición de políticas de salud surgió relativamente temprano en 
relación al resto de Latinoamérica e incluso comparado con países desarrollados. 
Argentina, Brasil, Chile, Cuba y Uruguay han sido caracterizados como países 
pioneros en la implementación de sistemas de seguridad social, incluyendo 
pensiones y mecanismos de protección de salud (Mesa–Lago, 1978). De éstos, 
Cuba evolucionó inesperadamente, Brasil desarrolló un sistema dual en el cual 
cerca de la mitad de la población carece de cobertura, mientras que Argentina, 
Chile y Uruguay evolucionaron hacia sistemas universales (Fleury & Molina, 
2000). El esfuerzo de Chile se concentró en expandir la cobertura como forma 
de mejorar el estado de salud de la población y ese es precisamente el sello 
distintivo de la próxima etapa.

La tercera etapa comienza con la creación del Servicio Nacional de Salud 
(sns) y termina con la reforma de 1980. El debate que da origen a la creación del 
sns estuvo marcado por la idea de eficiencia en los esfuerzos de expansión de la 
cobertura. Aparte de los programas de salud de las cajas de previsión otras insti-
tuciones de salud fueron creadas bajo la dependencia de diferentes ministerios, 
generando poca coordinación y a veces duplicación de esfuerzos. Estos problemas, 
junto con las evidencias de lento progreso en el estado de salud de la población, 
generaron una discusión respecto de cómo hacer más eficiente los esfuerzos para 
mejorar los indicadores de salud del país. Por ejemplo, entre 1930 y 1940, la tasa 
de mortalidad cayó de 24,7 a 21,5 por cada mil habitantes y la tasa de mortalidad 
infantil bajó de 234,4 a 217,2 por cada mil nacidos vivos (ine, 1999).

Los expertos llegaron a la conclusión que debía crearse una agencia de 
gobierno centralizada para implementar la política de salud. Un punto clave 
en el análisis fue el hecho que canalizar los programas de salud a través de las 
Cajas de Previsión significaba llegar principalmente a trabajadores formales, 
pero un importante segmento de la población estaba fuera del mercado de 
trabajo formal. Después de un largo debate en el Congreso, la ley que creaba 
el Servicio Nacional de Salud (sns), como servicio universal, fue finalmente 
aprobada en 1952. La racionalidad detrás de la creación del sns era que para 
mejorar significativamente los indicadores de salud del país, la cobertura debía 
expandirse significativamente y ello no podía hacerse de un modo racional y 
efectivo a través de las Cajas de Previsión Social. Luego, un servicio nacional 
de salud era necesario para llevar a cabo tal misión. 

El sns fue la columna vertebral de los principales programas de salud, tales 
como programas nutricionales, asistencia social para la tercera edad y los niños, 
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campañas de salud pública, como vacunación y prevención de enfermedades 
venéreas, y dos planes de salud nacionales que se implementaron bajo las admi-
nistraciones de los presidentes Eduardo Frei Montalva (1964-1970) y Salvador 
Allende (1970-1973).

El Plan Nacional de Salud de Frei Montalva se concentraba en la reducción 
de las tasas de mortalidad y mortalidad infantil, salud maternoinfantil, progra-
mas de nutrición, odontología y epidemiología; mientras el Plan de Allende 
definió cuatro áreas de iniciativas: maternoinfantil y adolescente, adultos, 
adulto mayor, y servicios de odontología (Raczynski, 1994). Adicionalmente, 
hacia fines de la década de 1960 se reorganiza el Servicio Médico Nacional 
de Empleados (sermena), uniendo los departamentos de salud de canaempu 
y empart. sermena daba cobertura de salud a los empleados (no cubría a los 
obreros) y hacia mediados del decenio de 1970 cubría cerca del 20 por ciento 
de la población (Rodríguez, 1976, citado por Raczynski, 1994).

El sns expandió enormemente la atención de salud a la población, inde-
pendiente de su capacidad de pago. En los años siguientes a la creación del 
sns, el número de beneficiarios que recibían medicina curativa gratuita se 
triplicó (Raczynski, 1994). Se estima que para la década de 1960, 65 por ciento 
de la población usaba servicios de salud del Estado. Para finales de la década 
de 1970, 85 por ciento de la población estaba cubierta por el sns o sermena,  10 
por ciento por proveedores privados y 5 por ciento por los programas médicos 
de las Fuerzas Armadas (Henríquez, 2000). Del mismo modo, el porcentaje de 
nacimientos atendidos por profesionales y muertes que recibían certificación 
médica aumentó después de 1950, alcanzando a 80 por ciento en 1970 (Raczynski, 
1994). Para 1970, la tasa de mortalidad había caído a 8,7 por mil habitantes, la 
mortalidad infantil había disminuido a 82,2 por mil nacimientos vivos (Tabla 4) 
y la esperanza de vida había aumentado de 53,7 años a 63,6 entre los períodos 
1950-1955 y 1970-1975 (Tabla 5).

Grandes debates surgieron en Chile sobre el sns y el sistema de salud organiza-
do a su alrededor. Los análisis concluyen que ese sistema fue exitoso en la expansión 
de la cobertura y la administración de las campañas de salud pública. Sin embargo, 
hubo falencias en servicios de odontología, maternidad, higiene, salud de adultos 
y ancianos, y atenciones médicas. En promedio la población demandaba cuatro 
consultas médicas, pero recibían sólo dos (Raczynski, 1994). Otros problemas eran 
la excesiva burocracia y las largas demoras para obtener atención médica.

La cuarta etapa se inaugura con la profunda reforma de 1980. Las áreas de 
operación del sns fueron transformadas en el Sistema Nacional de Servicios de 
Salud, con presencia en todas las regiones de Chile. Para manejar los recursos 
financieros, previamente administrados por el sns y sermena, se creó el Fondo 
Nacional de Salud. Asimismo, la administración de los servicios primarios 
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de salud fue traspasada a las municipalidades. Adicionalmente, se generaron 
incentivos para que privados participaran en el proceso de  provisión de servi-
cios de salud a la población y, como consecuencia de ello, las Instituciones de 
Salud Previsional (isapres) surgieron en 1980. Durante las últimas dos décadas 
el sistema de salud chileno ha trabajado sobre las bases del sistema creado por 
la reforma de 1980.

Los análisis sobre la reforma han resaltado las fuertes diferencias entre los 
sistemas público y privado. Mientras que los usuarios del sistema privado 
tienen acceso a modernas y cómodas clínicas y a atención médica oportuna, 
los usuarios del sistema público reciben atención médica en deteriorados 
hospitales o consultorios con instalaciones inadecuadas, deben soportar lar-
gas esperas para recibir la atención y, en general, no reciben un trato amable 
(Aedo y Larrañaga, 1993).

Visto en perspectiva, el desarrollo de largo plazo de las políticas de salud 
en Chile muestra, por un lado, esfuerzos continuos orientados a enfrentar los 
problemas más urgentes de cada tiempo y, por otro, un notorio dinamismo, que 
ha llevado al país a ubicarse en los lugares más altos de la clasificación latino-
americana. Los problemas más urgentes a fines del siglo diecinueve y principios 
del veinte eran la falta de protección para los trabajadores y la población pobre 
contra enfermedades. Para atacarlos, servicios de salud fueron organizados 
tempranamente en conexión con el sistema de seguridad social. Dándose cuenta 
que ello no era suficiente, fue creado un extenso sistema público de salud.

Tabla 4. Tasas de natalidad, mortalidad y mortalidad infantil, 1900-1997

Año
Tasa de natalidad

(por 1.000 habitantes)
Tasa de mortalidad

(por 1.000 habitantes)
Tasa de mortalidad infantil
(por 1.000 nacidos vivos)

1900 38,4 36,2 342,5
1910 39,0 31,9 267,3
1920 39,5 31,1 263,4
1930 39,8 24,7 234,4
1940 33,2 21,5 217,2
1950 32,4 15,7 153,2
1960 37,5 12,5 119,5
1970 26,4   8,7   82,2
1980 22,2   6,7   33,0
1990 23,2   6,0   16,0
1997 18,7   5,4   10,0
2001 16,8   5,3     8,9

Fuente: ine, 1999 y 2003.
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El sistema público de salud en Chile ha sido recurrentemente criticado a 
través del tiempo. La crítica usual ha sido la baja calidad de sus servicios, sus 
inadecuadas instalaciones y las largas esperas que deben sufrir las personas 
para recibir atención médica. Aunque estas críticas están basadas en hechos 
verdaderos, también es verdad que a las emergencias se les ha dado atención 
inmediata regularmente y que a través del sistema público se han desarrollado 
extensos programas que han permitido enfrentar diversos problemas particula-
res, como el cuidado pre y postparto, vacunas, campañas de nutrición e higiene. 
En el contexto de las preocupaciones y esfuerzos del Estado para expandir la 
cobertura, las estadísticas de salud de Chile muestran un notorio dinamismo 
(ver Tablas 4 y 5). En el mismo sentido, para 1990, 93 por ciento de la población 
tenía acceso a los servicios de salud, 93,7 por ciento de los niños menores del 
año habían sido vacunados contra dtp y poliomielitis, 92,5 contra sarampión 
(ops, 1994) y en 1995 la cobertura de atención prenatal y del parto por personal 
profesional fue de un 100 por ciento (paho, 1998). Otros indicadores muestran 
que la esperanza de vida subió de 29 años en 1900 –apenas en el promedio 
latinoamericano– a 76 años en el quinquenio 2000–2005 (ine, 2003), el segundo 
más alto en América Latina, después de Costa Rica y sólo un año detrás del de 
Estados Unidos (ver Anexo 5), que la tasa de mortalidad cayó de 36,2 en 1900 
a 5,3 por mil en el 2001 y que la mortalidad infantil cayó de 342,5 en 1900 a 8,3 
por mil nacidos vivos en el año 2001 (ine, 1999 y 2003), ambos entre los más 
bajos de la región al término del siglo xx.

Hay una interesante discusión, respecto de si estos logros pueden ser atribuidos 
exclusivamente a la política de salud. Medina y Kaempffer (1983) argumentan 
que las mejoras en la condición de la salud en los países de América Latina 
está asociada al incremento en los ingresos, mejoras en los factores medio-

Tabla 5. Esperanza de vida al nacer (en años de vida), 1950-1995

Año Total Hombres Mujeres

1950 – 1955 53,7 51,9 55,7
1960 – 1965 58,0 55,3 60,9
1970 – 1975 63,6 60,5 66,8
1980 – 1985 71,0 67,6 74,6
1990 – 1995 72,0 68,5 75,6

1998 75,4 72,4 78,4
2000 – 2005 75,96 72,99 79,04

Fuentes: ops 1994, paho 1998 e ine 2003. Nota: La esperanza de vida para el período 2000–2003 está 
tomada de ine, 2003 
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ambientales y a la efectividad del sistema de salud. Añaden, que al menos 
en los casos que la situación de precariedad ha sido superada, las mejoras en 
el estado de salud son explicadas principalmente a través de una adecuada 
organización de los servicios de salud. Raczynski (1994) plantea un punto de 
vista similar. Ella señala que las mejoras en los indicadores de salud no se 
deben solamente a las políticas y programas de salud, sino que al desarrollo, 
al crecimiento económico, al incremento de la urbanización, a la extensión de 
cobertura de agua potable y alcantarillado, y que avances en la educación y 
la modificación de la conducta reproductiva también han contribuido. Ella, 
adicionalmente, argumenta que las mejoras en los indicadores de salud se 
estancaron en los cincuenta, después de la creación del sns, coincidiendo con 
un período de crecimiento del pib per cápita bajo o nulo, y que la baja en las 
tasas de  mortalidad y mortalidad infantil comenzaron a acelerarse en los se-
senta, después de la implementación del primer Plan Nacional de Salud y el 
programa maternoinfantil, el cual incluía vacunaciones, planificación familiar, 
programas de nutrición complementaria y educación de salud.

Detrás de la discusión señalada más arriba hay una conceptualización más 
bien convencional de la política de salud. Los temas usualmente incluidos en 
este concepto son los de organización, provisión y financiamiento de los ser-
vicios de salud. Sin embargo, el conjunto de intervenciones de política pública 
que tiene efecto en el estado de salud de la población es mucho más amplio 
e incluye el acceso a agua potable y sistemas de alcantarillado, educación de 
salud, salud del medio ambiente y similares. Incluso, más allá de este conjunto 
de intervenciones de política pública, hay condiciones que afectan al estado de 
salud de las personas tales como aquellas mencionadas por Raczynski. Por lo 
tanto, el punto no es si los logros en las estadísticas de salud son atribuibles a 
un concepto más bien estrecho de política de salud, sino que a un más amplio 
sistema de políticas públicas “que directamente afectan o buscan afectar el estado 
de salud” (parafraseando a Falcone y Hartwig, 1997, p. 137) y que han permi-
tido que el crecimiento económico y la urbanización, por ejemplo, se puedan 
traducir en mejores condiciones de salud para un mayor número de personas. 
Como se muestra en esta sección, Chile ilustra un caso donde ha habido una 
larga tradición de dichas intervenciones.

El sistema de salud público de Chile está enfrentando ahora grandes de-
safíos. El mayor de ellos es, sin duda, la necesidad de mejorar la calidad de los 
servicios que entrega. Sin embargo, a pesar de sus numerosas fallas y carencias, 
el sistema público de salud ha contribuido decisivamente a expandir la cobertura 
de la salud en el país y a mejorar el estado de la salud de la población.



95

Lecciones del caso chileno 

El caso chileno muestra un país con un rápido crecimiento económico durante 
14 años y una tendencia de largo plazo de un más bien modesto desempeño eco-
nómico –3,3 por ciento durante el siglo xx. Por otro lado, Chile exhibe uno de los 
mejores patrones de desarrollo social y reducción de la pobreza en la región.

¿Son estos registros en temas sociales una consecuencia exclusiva de la 
era de rápido crecimiento de finales de la década de 1980 y de 1990? Los datos 
disponibles muestra que para 1980 Chile ya exhibía uno de los mejores indica-
dores de desarrollo social en América Latina (ver cepal, 1986). La esperanza de 
vida de Chile era la cuarta más alta de la región (70,7 años), después de Costa 
Rica (73,8 años), Uruguay (71 años) y Panamá (70,8 años); la tasa de mortalidad 
infantil de Chile era la segunda más baja en la región (23,7 por mil) después de 
Costa Rica (19,2 por mil); Chile y Costa Rica fueron los dos países que  mos-
traban la más baja mortalidad entre niños menores de cinco años, registrando 
tasas anuales de 20,2 y 27,9 por mil, respectivamente. Del mismo modo, para 
1980 Chile había alcanzado cobertura completa en la educación primaria y su 
cobertura en educación secundaria era la segunda más alta de América Latina. 
Adicionalmente, alrededor de 1960, Chile ya exhibía el más alto porcentaje en la 
región de población económicamente activa que había completado entre 10 y 12 
años de educación. Considerando que las inversiones en capital humano toman 
un largo tiempo en madurar, habría una asociación entre las intervenciones de 
la política social en los comparativamente buenos indicadores de desarrollo 
social exhibidos por Chile en el contexto latinoamericano.

Este análisis sugiere que al inicio de la era de rápido crecimiento una parte 
importante de la población chilena, comparado con estándares latinoamericanos, 
era relativamente más saludable, más educada, bien entrenada y con relevante 
experiencia laboral. Esto le habría permitido a una parte importante de chilenos 
tomar ventajas del proceso, obtener empleos, desarrollar actividades económi-
cas y beneficiarse de las oportunidades creadas por el desarrollo económico. 
Los marginados de este período de abundancia fueron, como siempre, los que 
tenían menos educación, salud más precaria, menos entrenamiento laboral y 
menores habilidades para el trabajo. En otras palabras, aquellos a los cuales las 
políticas sociales no llegaron.

Visto en perspectiva, el caso de Chile muestra una interesante combina-
ción de una larga tradición de políticas sociales –formada en el contexto de un  
largo período de lento crecimiento– y un corto período de rápido crecimiento 
económico. El punto interesante es que antes de la era de alto crecimiento, 
Chile ya exhibía niveles comparativamente altos de desarrollo social y siguió 
mejorándolos durante esa era. Así, cuando varias mediciones de pobreza 
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estuvieron disponibles, Chile adicionalmente pudo exhibir una tendencia de 
pobreza decreciente. Esto sugeriría que los indicadores sociales logrados en el 
contexto de una larga tradición de políticas sociales podrían ser la precondición 
necesaria para que el crecimiento económico pueda contribuir efectivamente a 
la reducción de la pobreza.

5. La perspectiva comparada: los casos similares

Uruguay y Costa Rica representan los casos similares al de Chile en este trabajo. 
Los tres países exhiben características comunes en progreso social, niveles de 
pobreza, políticas sociales sostenidas y similar desarrollo político. A pesar de las 
diferencias en el desempeño económico, estos tres países muestran indicadores 
similares en desarrollo social (ver Anexos). Comparado al resto de América 
Latina, estos tres países presentan bajos niveles de pobreza (cepal, 2000) y alto 
desarrollo humano (undp, 2003).

Los tres países han desarrollado una tradición democrática. La de Chile 
surgió tempranamente en el siglo xix, la de Costa Rica a mediados del siglo xix 
y la de Uruguay se consolidó a comienzos del siglo xx. Coincidentemente, los 
tres países han tenido interrupciones en sus tradiciones democráticas: mientras 
que Chile estuvo bajo una dictadura de 1973 a 1990, Uruguay lo estuvo entre 
1973 y 1985, y Costa Rica tuvo una interrupción democrática en 1917-1918 y 
una breve guerra civil en 1948.

La aparición de una tradición de políticas sociales en estos tres países ha 
ocurrido en el contexto de sociedades democráticas. Como se ha visto en el 
caso de Chile, los esfuerzos para expandir la educación y regular los servicios 
de salud comenzaron en el siglo xix bajo regímenes democráticos. A su vez, los 
mecanismos de protección social –incluyendo previsión, leyes laborales y ser-
vicios de salud– se establecieron en Chile después de un largo debate sobre la 
cuestión social, donde el juego político de una sociedad democrática jugó un rol 
clave. El liderazgo presidencial y  la política electoral fueron determinantes en 
el surgimiento de programas de protección social en Costa Rica y Uruguay.

El análisis de estos tres casos es especialmente relevante porque lleva a 
examinar cómo países con diferentes tendencias de crecimiento económico pero 
con tradición en democracia y políticas sociales son capaces de exhibir uno de 
los mejores indicadores sociales de la región.

Uruguay

Uruguay muestra un pobre desempeño económico de largo plazo. Durante la 
mayor parte del siglo xix, la economía uruguaya estuvo caracterizada por la 
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expansión del comercio exterior, un creciente ingreso nacional, acompañado 
de un sostenido déficit financiero e inestabilidad política. Buzzetti (1969) se-
ñala: “era un país rico con un gobierno pobre”. Durante el último cuarto de 
ese siglo Uruguay incrementó sus exportaciones, lo que le generó un patrón 
de crecimiento que duró hasta la Gran Depresión. Uruguay tuvo otro ciclo de 
crecimiento económico entre finales de la Segunda Guerra Mundial y mediados 
de la década de 1950, liderado por la industria manufacturera (Favaro y Bension, 
1993). En ese período el pib creció a tasas promedio del 3,8 por ciento (Gonzá-
lez y Notaro sin fecha). En las tres décadas siguientes la economía uruguaya 
muestra un patrón zigzagueante, con un crecimiento negativo en siete años de 
la serie. Entre 1920 y 1996 el crecimiento económico uruguayo fue de 1,9 por 
ciento (Thorp, 1998), el más bajo de los países latinoamericanos que tienen tales 
estadísticas7 (ver Anexo 3).

La política detrás de la tradición de políticas sociales

La democracia tomó un largo tiempo en consolidarse en Uruguay. Durante el 
siglo xix las rebeliones armadas fueron recurrentes y en 1903, durante el primer 
período del presidente Batlle y Ordóñez, los principales partidos políticos se 
enfrentaron en una Guerra Civil. Los uruguayos resolvieron los conflictos po-
líticos del siglo xix y comienzos del xx a través de un mecanismo de cooptación 
–llamado coparticipación en la jerga uruguaya– y la implementación de un 
peculiar sistema electoral. Estos mecanismos pusieron fin a una era de violentos 
conflictos políticos y llevó a la elite política a extender su control sobre la socie-
dad, pero esos dispositivos también produjeron inmovilismo político, lo cual 
llevaría a una falta de respuestas a los retos  y las crisis que el país enfrentaría 
a través del siglo xx.

La coparticipación ha sido una de las características centrales de la políti-
ca uruguaya hacia finales del siglo xix y durante gran parte del siglo xx. Este 
término describe una extendida práctica de compartir el poder entre los dos 
partidos políticos tradicionales –Blanco y Colorado. La coparticipación emergió 
inicialmente como un mecanismo político diseñado para contener conflictos 
políticos, pero más tarde se convirtió en una práctica institucionalizada de 
patronaje político. Por último, la coparticipación formalizó la noción de que 
los dos partidos tradicionales y sus adherentes tenían un derecho inherente a 
dividirse y compartir el gobierno y sus beneficios (Weinstein, 1988).

7 Haití exhibe un promedio anual de crecimiento de 1,5 por ciento, pero no hay información 
disponible al período anterior a 1945 (Thorp, 1998).
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La coparticipación fue primeramente expresada a través de pactos políticos, 
que básicamente distribuían el control del territorio entre Blancos y Colorados. 
El partido Blanco controlaba las áreas rurales, mientras que el Partido Colorado 
controlaba la capital de Montevideo. A través de este mecanismo, varias rebe-
liones fueron aplacadas hacia finales del siglo xix. Más tarde, a mediados de 
la década de 1910, se implementó una reforma constitucional para crear una 
rama ejecutiva bicéfala, que consistía en un Presidente y un Consejo Nacional 
de Administración. El Presidente estaba a cargo de materias internacionales, 
seguridad nacional y del orden interno, mientras que el Consejo era responsable 
de todas las demás funciones gubernamentales.

La coparticipación evolucionó, sin embargo, a una manera más sofisticada 
de distribución del gobierno entre los dos partidos tradicionales, a medida que 
el proceso político evolucionó hacia la democracia y los cambios demográficos 
dramáticamente incrementaron la influencia de las áreas urbanas. Entre 1908 y 
1929, la población urbana y la fuerza laboral se incrementaron en una tasa de 3,5 
y 4 por ciento al año, respectivamente (Favaro y Bension, 1993). La nueva forma 
de la coparticipación se consolidó en 1931, cuando el Congreso aprobó una ley 
que creaba una Junta Directiva para controlar todas las compañías estatales y 
que establecía que la contratación en las empresas públicas se basaría en la afi-
liación política, en una proporción determinada por el porcentaje de votos que 
los dos partidos tradicionales habían obtenido en las elecciones previas (Pacto 
de Chinchulín). El Consejo sería suprimido a mediados de la década de 1930, 
lo que significaba que Uruguay regresaba a un sistema presidencialista puro, 
pero a comienzos de la década de 1950, el Consejo sería reinstalado y el “Pacto 
de Chinchulín” sería incluido en la Constitución. La era de la coparticipación 
llegaría a su final con el golpe de Estado de 1973 y no sería reinstalado cuando 
Uruguay recuperara la democracia en 1984.

Como consecuencia de la implementación de este mecanismo, el empleo 
público se duplicó entre 1900 y 1918 y se incrementó otro 50 por ciento para 1930. 
Para 1965, veintidós empresas públicas pagaban aproximadamente el 40 por 
ciento de todos los salarios de Uruguay (Weinstein, 1988). Visto en perspectiva, 
la coparticipación aparece más como una expresión de preocupación de la elite 
política para su propio bienestar más que el bienestar de los uruguayos. Favaro 
y Bension (1993) han denominado a esta práctica como “un estado rapaz”.

En el contexto de cambios demográficos, ambos partidos buscaron el 
apoyo de grupos urbanos a través de la inclusión de iniciativas sociales en 
sus plataformas, tales como seguridad social, jornada laboral, salario mínimo 
y similares. Consecuentemente, entre 1900 y 1920, especialmente bajo los dos 
períodos presidenciales de José Batlle y Ordóñez, se implementó un extenso 
programa de legislación social.
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Aunque las iniciativas sociales fueron implementadas en el contexto de un 
sistema presidencialista, la coparticipación fue vista más tarde como necesaria 
para preservar las iniciativas sociales. Habiendo luchado para eliminar la co-
participación, Batlle y Ordóñez buscaría y tendría éxito en reinstalarla hacia el 
término de su segundo período, como una manera de proteger su legado de 
legislación social para Uruguay.

Otra característica importante de la política uruguaya ha sido el diseño del 
sistema electoral, que encaja muy bien con el mecanismo de la coparticipación. 
El sistema electoral es básicamente un sistema de votación dual, donde el 
partido con la mayor cantidad de votos gana la elección y el candidato con el 
mayor número de votos dentro del partido ganador gana la presidencia. Dado 
que se necesita una minoría para ganar el Poder Ejecutivo, el sistema electoral 
ha alentado el fraccionalismo, una baja propensión al acuerdo, baja disciplina 
política –incluso dentro de los partidos– y poca consistencia ideológica.

La coparticipación y el sistema electoral conjuntamente han producido dos 
tipos de resultados. Por una parte, hicieron que la violencia y la guerra perdieran 
legitimidad como medio para obtener objetivos políticos. Por otra parte, ellos 
produjeron un sistema político fragmentado, con múltiples centros de toma 
de decisiones sin control y sin responsabilidad por las consecuencias de sus 
decisiones para la sociedad como un todo (Favaro y Bension, 1993).

El surgimiento de la tradición de políticas sociales

En materia educacional, la primera parte del siglo xix se caracterizó por la 
carencia de escuelas y profesores competentes. En este contexto, las inter-
venciones del Estado en educación surgen más propiamente con la reforma 
impulsada por José Pedro Varela, que se materializa en la promulgación de la 
“ley de Educación Común” en 1877. La reforma estaba basada en cinco puntos 
principales: 1) educación obligatoria y gratuita para todos los habitantes; 2) 
enseñanza científica sin contenido religioso; 3) regulación de la educación por 
la Dirección General de Instrucción Pública; 4) entrenamiento de profesores en 
el “Instituto Normal”; y 5) un presupuesto para educación financiado a través 
de impuestos (Zum, 1967).

Luego de la instauración de la ley de educación común Uruguay muestra 
un patrón de mejoras significativas en este campo. Para 1900, la tasa de anal-
fabetismo de Uruguay era de 40,6 por ciento, el más bajo en América Latina 
para la época, y continuó siendo el más bajo durante el siglo xx (ver Anexo 
4). Asimismo, Uruguay registró un incremento de cuatro años en el prome-
dio de escolaridad entre la cohorte de 1930 y 1970, un incremento de un 37 
por ciento en la proporción de la población que por lo menos completaba la 
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educación primaria, un alza de un 55,3 por ciento en la población matricu-
lada en la educación secundaria y un incremento de un 7,8 por ciento en la 
población que tenía acceso a la educación superior entre las mismas cohortes 
(ver Anexos 6 a 9). Todos estos cambios estuvieron entre los más altos logros 
educacionales de la región.

No obstante estas mejoras, la educación pública cayó en crisis para la 
década de los noventa. El síntoma más evidente eran los bajos salarios de los 
profesores, las instalaciones inadecuadas, salas de clases atestadas, curriculum 
educacionales que no satisfacían los requerimientos del mercado laboral y una 
creciente preferencia de los padres por las escuelas privadas (Kaztman et al., 
1999). En 1995 se lanzó una reforma que buscaba mejorar la calidad de la edu-
cación pública y el acceso a ella para los pobres. Los resultados de esta reforma 
podrán ser evaluados en un futuro próximo. Visto en perspectiva, esta reforma, 
la de Varela y el proceso de construcción de un sistema educacional, muestra 
una larga tradición de políticas educacionales, cuestión que es consistente con 
la sostenida mejora en los indicadores uruguayos en esta materia.

En el campo de la protección social se observa una tradición similar. El 
sistema de protección social uruguayo surgió en el contexto de profundos cam-
bios demográficos y de una competencia por el apoyo electoral de los grupos 
urbanos. De hecho, las plataformas políticas de los dos partidos tradicionales 
coinciden significativamente para comienzos del siglo xx. El programa del 
partido  Blanco de 1906  planteaba beneficios de seguridad social, jornada la-
boral de ocho horas, la mediación del Estado en conflictos entre las empresas 
y sindicatos. En 1921 el partido Colorado proclamaba el establecimiento de 
pensiones de vejez, beneficios de seguridad social, sueldo mínimo y atención 
médica gratuita (Favaro y Bension, 1993). En este contexto se implementó una 
extensiva política social, principalmente bajo la administración del presidente 
Batlle. En 1904 se estableció la seguridad social para empleados públicos sobre 
60 años de edad con al menos 30 años de servicios. En 1919 se extendió a los 
empleados del sector privado, a los de servicios públicos con 30 años de servicio 
y 50 años de edad. El mismo año se aprobó una propuesta de pensiones para 
los mayores de 60 años. En 1925 los empleados bancarios se incorporaron al 
sistema de pensiones. En 1926, las mujeres que habían abandonado sus trabajos 
para criar hijos y habían trabajado por lo menos 10 años en el sector industrial 
y comercial pasaron a calificar para pensiones de seguro social. Y en 1928, los 
planes de pensiones se extendieron a sociedades anónimas de industria y comer-
cio (Finch, 1981). Simultáneamente, varias iniciativas sobre legislación laboral 
fueron implementadas para entonces, tales como la jornada laboral de 8 horas 
en 1915, un día de descanso luego de seis días de trabajo, leyes que regulaban 
el trabajo femenino e infantil y regulaciones sobre las condiciones de trabajo, 
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tales como oficios riesgosos e indemnización para trabajadores que habían 
sufrido accidentes. En el campo de la salud, en una época en que la caridad e 
iniciativas privadas eran la mayor fuente de satisfacción de las necesidades de 
salud, el gobierno estableció el Consejo Nacional de Higiene en 1895, reorganizó 
el Consejo de Asistencia Pública en 1910 y creó cuatro hospitales públicos entre 
1907 y 1913 (Finch, 1981).

El sistema de políticas sociales continuó desarrollándose durante las si-
guientes décadas. Nuevos beneficios fueron añadidos al seguro social y la co-
bertura del sistema público de salud se incrementó fuertemente. La expansión 
del sistema de protección social llevó a muchos a llamar a Uruguay un “Estado 
Bienestar”, incluso comparable a los europeos. Sin embargo, fue también el 
blanco de críticas por su generosidad, su ineficiencia administrativa,  la carga 
que representaba al  tesoro público, la débil protección social que existía para 
la población rural y la manipulación a la que estaba expuesta, lo cual resultó en 
mejores beneficios para grupos con mayor influencia política.

En la década de los noventa se llevaron a cabo reformas al sistema de pro-
tección social. Se implementó una reforma que buscaba mayor flexibilidad en 
el mercado laboral. Una reforma al sistema de salud ha estado bajo discusión. 
Se implementó la reforma del sistema de seguridad social sobre la base de un 
sistema de dos pilares: un primer pilar basado en el sistema tradicional de 
reparto y un segundo pilar estructurado alrededor de la idea de capitalización 
individual. En el sistema de administración de fondos de pensiones participan 
agentes privados y una compañía pública.

Uruguay muestra importantes logros en el área de las políticas sociales: una 
esperanza de vida de 75,2 años en el período 2000-2005 (cepal, 2003) (sólo detrás 
de Costa Rica y Chile) (ver Anexo 5), una tasa de mortalidad infantil de 13,1 por 
cada mil en el año 2000 (cepal, 2003) (la tercera más baja en la región), una mor-
talidad materna de 21 por cada cien mil nacidos vivos en el período 1990-1998 
(Banco Mundial, 2001) y una cobertura de salud del 96 por ciento de la población 
en 1990 (ops, 1994). De igual manera, Uruguay se ubicó entre los países con alto 
desarrollo humano en el idh del 2003 y en el iph del mismo año ocupó el segundo 
lugar entre los países en desarrollo, respectivamente (undp, 2003). Y, por supuesto, 
como se indicó previamente, Uruguay consistentemente se ubica entre los países 
con la menor incidencia de pobreza en América Latina (cepal, 2000).

Lecciones del caso uruguayo 

Visto en perspectiva, más allá de los fuertes vínculos entre la política electoral 
y el surgimiento de la legislación social uruguaya, y a pesar de las numerosas 
fallas del sistema de protección social, lo que el caso uruguayo muestra es 
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un país con un pobre desempeño económico de largo plazo, pero al mismo 
tiempo con una larga tradición de políticas sociales, uno de los mejores indi-
cadores sociales y comparativamente baja incidencia de la pobreza. Así, en 
un contexto de un muy lento crecimiento económico, la evidencia uruguaya 
más persistentemente muestra un fuerte vínculo entre tales logros y la larga 
tradición de políticas sociales.

Costa Rica
Café y bananas han constituido las exportaciones tradicionales de Costa Rica, 
aunque el café ha sido la principal exportación del país desde el siglo xix. Entre 
1920 y 1996 Costa Rica creció a una tasa promedio de 5,1 por ciento, uno de los 
más altos crecimientos del siglo xx en América Latina (ver Anexo 3). Sin embar-
go, en esta tendencia de largo plazo han habido altos y bajos y dos décadas de 
lento crecimiento. Costa Rica registra un rápido crecimiento entre 1950 y 1954, 
y durante las décadas de 1960 y 1970. También muestra lento crecimiento desde 
1954 a 1961 (ver Tabla 6) y durante las décadas de 1980 y 1990.

Como parte de la estrategia de sustitución de importaciones, Costa Rica se 
incorporó al Mercado Común Centroamericano, lo que llevó a que las exporta-
ciones de productos manufacturados aumentaran su importancia relativa en la 
economía costarricense. En este contexto, el pib creció a tasas promedio de 6,05 
por ciento de 1962 a 1980, aunque dos subperiodos pueden ser identificados: 
aquel de 1962-1973, cuando el ritmo de crecimiento fue de 6,75 por ciento al año, 
y el de 1974-1980, en el que el crecimiento bajó a un 4,86 por ciento (Cordero, 
2000). Cordero explica esta desaceleración como la consecuencia de la incapa-
cidad del Mercado Común Centroamericano para continuar expandiéndose.

Tabla 6. pib real de Costa Rica y crecimiento per cápita del pib

a precios constantes de 1966 (%)

Período pib pib per cápita 
1950 – 1985 5,0  1,8
1961 – 1979 5,5  3,4
1950 – 1963 5,3  1,5
1963 – 1973 7,2  3,9
1973 – 1985 2,9  0,3
1950 – 1954 8,9  5,1
1954 – 1961 3,0 -0,8
1961 – 1974 6,9  3,7
1974 – 1979 5,5  2,8
1980 – 1985 0,3 -2,3

Fuente: Banco Central de Costa Rica, citado en González y Céspedes (1993).
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A comienzos de la década de los ochenta el país experimentó una crisis económica, 
caracterizada por una caída del pib en un promedio de 4,77 por ciento al año en 
1981 y 1982, un enorme déficit del sector público, deuda externa, desempleo, caída 
en los salarios reales, inflación y devaluación de la moneda (González y Céspedes, 
1993). Una leve recuperación ocurrió en el período 1983-1985, cuando la economía 
costarricense creció a un ritmo de 3,87 por ciento (Cordero, 2000). Desde entonces 
el gobierno ha abierto la economía y promovido el comercio exterior en un es-
fuerzo de recobrar el alto crecimiento. Productos no tradicionales incrementaron 
su importancia relativa en el total, desde un 18,2 a un 32,4 por ciento entre 1982 
y 19878, pero se desaceleraron en los 90 y el turismo se convirtió  en la principal 
fuente de ingresos.  El ritmo de crecimiento costarricense hacia fines del siglo xx 
era más bien lento. Entre 1986 y 1997 el pib creció a una tasa promedio de 3,7 por 
ciento al año (World Bank, 1999).

La política detrás de la tradición de políticas sociales

Costa Rica muestra un patrón de estabilidad y equidad destacable. Pese a dos 
crisis políticas serias, el país ha tenido una historia de democracia y estabili-
dad política que comenzó en el siglo xix y continuó luego. Estas crisis fueron 
el derrocamiento del presidente González en 1917 y una breve dictadura; y la 
guerra civil de seis semanas de 1948, que llevó al poder a una Junta Civil y a 
la disolución del ejército. Incluso en este último caso, la interrupción de la de-
mocracia duró sólo 18 meses, período después del cual el poder regresó a un 
Presidente democráticamente elegido.

Costa Rica exhibe un patrón de equidad que no es común en América La-
tina. Según González y Céspedes (1993), este patrón tiene raíz en lo que ellos 
llaman “el legado de igualdad en la pobreza”. La falta de metales preciosos, la 
escasa población indígena disponible para trabajar en agricultura, el aislamiento 
del Valle Central –donde los colonos se asentaron– y los impuestos coloniales 
sobre la tierra, llevaron al desarrollo del minifundio como la forma dominante 
de tenencia de la tierra. Como resultado, estas pequeñas propiedades agrícolas 
se desarrollaron como unidades autosuficientes, independientes e igualmente 
pobres. A su vez, este legado de igualdad actuó como base sociocultural del 
cual emergió un patrón de integración social, económica y política cuando se 
introdujo el cultivo del café como actividad económica.

En este contexto surgió el “contrato social del café”, un conjunto de contratos 
voluntarios entre grandes y pequeños propietarios, con mutuos beneficios en 

8 América Central fue el principal destino de estas exportaciones, recibiendo el 42,8 por ciento 
del total para finales de los 1980 (Fuentes, 1988, citado por Sojo, 1989).
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la producción y comercialización del café. González y Céspedes argumentan 
que “los pequeños productores dependían de los grandes productores para 
el procesamiento y venta del café (,) ... mientras que los grandes propietarios 
dependían de los minifundistas no sólo para satisfacer la demanda sino tam-
bién para alcanzar una mejor calidad en el producto… (Además), los grandes 
exportadores proveían el crédito y los servicios de distribución, a los cuales los 
pequeños propietarios no tenían acceso debido a los altos costos de transacción” 
(p. 66-69). El contrato social del café sería institucionalizado en 1933 cuando 
el gobierno creó la Junta de Liquidadores. Esta Junta estableció el precio que 
cada gran productor pagaba a los pequeños productores en base a la calidad 
del producto y a una ganancia máxima para los grandes productores de 12 por 
ciento de las ventas (Selignson, 1980, citado por González y Céspedes, 1993). 
Bajo la vigencia de este contrato social, la explotación del café no sólo beneficiaba 
a los grandes exportadores, sino también a los pequeños productores, quienes 
se convirtieron en la clase media rural.

El contrato social del café tuvo implicancias políticas también. Dado que 
ambos lados del pacto se necesitaban, surgió una tradición de manifestación 
de demandas y negociación entre los pequeños granjeros y los políticamente 
poderosos grandes exportadores de café. En el contexto de una creciente clase 
media, esto se trasladó a la arena política bajo la forma de un creciente núme-
ro de oportunidades políticas para sectores distintos de la elite gobernante. 
Según González y Céspedes (1993), esto habría favorecido el surgimiento 
de la tradición costarricense de igualitarismo, democracia, imperio de ley y 
la creación de instituciones, todo lo cual se ha denominado como la versión 
costarricense del estado liberal.

Vega (1981) tiene una visión diferente. Según él, los grandes productores 
abusaron de los pequeños granjeros y la Junta de Liquidadores habría sido una 
conquista que reducía el abuso. Él también afirma que bajo el estado liberal, un 
creciente descontento –articulado políticamente por el Partido Comunista y las 
fuerzas Social Demócratas– habría llevado a las reformas sociales de la década 
de 1940. El argumento de Vega toma el punto de vista de la lucha de clases y no 
logra explicar por qué Costa Rica presentó comparativamente mejores estándares 
de vida, un patrón más exitoso de integración social y mayor estabilidad política 
que sus vecinos e incluso mejor que la mayoría de los países latinoamericanos.

Para comienzos del siglo xx, Costa Rica exhibía una de las más altas tasas de 
alfabetismo y esperanza de vida en América Latina y esos indicadores eran, sin 
duda, los mejores en América Central (ver Anexos 4 y 5). Según Thorp (1998), 
los pequeños granjeros se asentaron principalmente en tierras no cultivadas, 
lo que tuvo una influencia decisiva en el tipo de relación social que se dio en la 
explotación del café y esto, a su vez, llevó a un sistema político más igualitario 
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que en el resto de la región. Citando a Pérez-Brignoli, ella afirma que para la 
primera década del siglo xx Costa Rica ya gastaba más en educación, salud y 
desarrollo que sus vecinos de América Central, quienes, por el contrario, estaban 
efectuando grandes inversiones en armas.

Visto en perspectiva, el contrato social del café hizo posible el auge de las ex-
portaciones de café de Costa Rica. También llevó al desarrollo de una base cultural 
basado en “el respeto mutuo, dignidad laboral, legitimidad de la elite basada en 
la protección dada a los grupos más bajos y movilidad social” (bid, 1994).

La recesión de finales de los veinte y comienzos de los treinta inauguró un 
período de cambios políticos que llevó a un rol más activo del Estado en la eco-
nomía. En Costa Rica, la recesión se caracterizó por una baja en las exportaciones, 
principalmente debido a la baja en el precio internacional del café de más de 50 
por ciento, contracción del crédito, crisis fiscal, bancarrota, alto desempleo, crisis 
agraria y una brusca reducción de la producción de bienes (Vega, 1981). El país 
tuvo una lenta recuperación para mediados de la década de 1930, pero luego 
la economía empeoró nuevamente, como consecuencia de la Segunda Guerra 
Mundial. La crisis produjo un malestar social, huelgas y tensiones políticas. Costa 
Rica buscó superar la crisis a través de una mayor intervención del Estado en la 
economía y a través de reformas sociales. La creación de la Junta Liquidadora 
puso fin al Contrato Social del Café como un acuerdo voluntario.

En 1940, Rafael Calderón Guardia se convirtió en Presidente de Costa Rica 
después de una abrumadora victoria electoral. Era un médico Social Cristiano, 
respaldado por el Partido Nacional Republicano fundado en 1932. En el ámbito 
económico, el presidente Calderón Guardia promovió la industrialización, regu-
lación de precios y proteccionismo (Mesa-Lago, 2000 a). En el ámbito social, lanzó 
un extenso programa de reformas. Las más importantes fueron las reformas 
constitucionales de 1942 que introducían las Garantías Sociales, el Código del 
Trabajo, la Ley de Tierras, la creación de la Seguridad Social, el Ministerio del 
Trabajo y Seguridad Social, un programa de viviendas económicas, una ley de 
protección para arrendatarios, un programa de expansión del empleo a través 
de obras públicas y la fundación de la Universidad de Costa Rica (Mesa-Lago, 
2000 a, 2000 b; Garnier e Hidalgo, 1991; Trejos, 1999).

La administración de Calderón Guardia enfrentó una creciente oposición. 
La implementación de algunas reformas sociales, particularmente las relacio-
nadas con las leyes laborales, llevó al ala más derechista del Partido Nacional 
Republicano a abandonarlo. El empeoramiento de la situación económica y 
resultados desalentadores de algunas reformas avivaron la oposición de otros 
grupos. El Centro para el Estudio de los Problemas Nacionales, formado en 1940, 
constituyó una oposición intelectual de orientación Social Demócrata. La crítica 
Social Demócrata a las reformas sociales de Calderón Guardia proclamaba que 
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ellas eran meramente formales, que beneficiaban a trabajadores urbanos y sus 
familias y que no estaban basadas en una visión global del rol del Estado en 
temas sociales (Garnier y Hidalgo, 1991).

Para ampliar su base política, Calderón buscó apoyo fuera de su propio par-
tido. Una sorprendente coalición surgió entre el Partido Nacional Republicano, 
el Partido Comunista y la Iglesia Católica. A pesar de la creciente oposición, 
Calderón Guardia continuó teniendo apoyo popular, por lo que la coalición 
pudo elegir Presidente a Teodoro Picado en 1944. La administración de Picado 
buscó mejorar la integridad y la administración fiscal, creando la Contraloría 
y la Oficina de Presupuesto, pero no logró mejorar la situación económica del 
país (Mesa-Lago, 2000 a).

En 1945, el Centro para el Estudio de los Problemas Nacionales y el Partido 
de Acción Democrática, creada el año anterior, se unieron para fundar el Partido 
Social Demócrata. José Figueres fue uno de sus organizadores. Luego él sería 
el líder de una revuelta provocada por la decisión del gobierno de anular los 
resultados de las elecciones presidenciales de 1948. Los adversarios eran Rafael 
Calderón Guardia, apoyado por el gobierno, y Otilio Ulate, el candidato de la 
oposición. La oposición alegó que Ulate había ganado las elecciones, mientras 
que la administración de Picado acusó a la oposición de fraude. Figueres y sus 
partidarios derrotaron a las fuerzas del gobierno en una Guerra Civil de seis 
semanas y gobernaron al país por 18 meses. En noviembre de 1949, Figueres 
entregó el poder a Ulate.

Figueres inauguró un período de expansión del tamaño del gobierno y una 
mayor intervención en la economía, lo cual continuaría hasta la década de 1980, 
cuando producto de la crisis se implementaron profundas reformas. Figueres 
no tenía gran apoyo popular antes de 1948, pero aprovechó las circunstancias 
para llegar a la cabeza del gobierno. Una vez en el poder, emprendió varias 
iniciativas orientadas a favorecer a la clase media y a combatir a los grandes 
exportadores de café y otros grupos con influencia. La motivación detrás de esas 
iniciativas era una mezcla de su ideología Social Demócrata y la necesidad de 
expandir su apoyo electoral. Una de las más controversiales iniciativas fue la 
nacionalización del sistema bancario. Según el gobierno, facilitaría el acceso a 
créditos a bajo interés, pero los empresarios temían que con ello los opositores 
a la administración Figueres no tuvieran acceso a préstamos (Gil Pacheco, 1985, 
citado por González y Céspedes, 1993). Adicionalmente, a pesar de su fuerte 
oposición a Calderón Guardia, Figueres mantuvo y profundizó las reformas 
sociales implementadas bajo la administración de Calderón Guardia. 

En las siguientes décadas, la estrategia de desarrollo basada en una ma-
yor intervención del Estado continuaría implementándose, aunque el énfasis 
cambiaría desde la expansión del Estado al proteccionismo y redistribución. 



107

La crisis de los 80 llevó a profundas reformas a fines de esa década y en la 
siguiente, caracterizadas por la reducción del Estado, liberalización de la 
economía y apertura comercial.

Visto en perspectiva, los acontecimientos que llevaron al surgimiento de la 
tradición costarricense de políticas sociales tenía el antecedente de una larga tradi-
ción de igualitarismo. Las reformas sociales de comienzos de los cuarenta fueron 
la forma que Costa Rica eligió para escapar a los desastrosos efectos de la Gran 
Depresión de comienzos de los treinta y la Segunda Guerra Mundial. Aunque 
esas reformas no fueron consecuencia de las extensas demandas de la población, 
ellas pronto obtuvieron apoyo popular y dieron réditos electorales a la coalición 
que las implementó y apoyó. En este contexto, a pesar de su fuerte oposición al 
autor de las reformas sociales, Figueres las mantuvo y expandió más tarde.

El surgimiento de la tradición de políticas sociales 

Con la herencia del contrato social del café y en un contexto de relaciones 
relativamente armónicas entre empresarios y trabajadores (Sojo, 1989), el 
surgimiento de la tradición de políticas sociales fuertemente contribuyó a 
que el país lograra uno de los más altos niveles de desarrollo social en toda 
la región latinoamericana.

Aunque el surgimiento de la tradición de políticas sociales ha sido usual-
mente establecido a comienzos de la década de 1940, con la reforma social 
lanzada por el presidente Calderón Guardia, hay un antecedente importante 
en la reforma educacional de finales de la década de 1880. Bajo la adminis-
tración liberal del presidente Soto (1885-1889), el Ministro de Educación 
Pública y Finanzas, Mauro Fernández, lanzó una reforma que creó el sistema 
educacional costarricense, expandió la educación y alfabetismo, incluso entre 
los campesinos. La reforma fue financiada reduciendo el gasto en defensa de 
29,4 a 16,7 por ciento del presupuesto fiscal e incrementando el de educación 
de 6,2 a 17,4 por ciento. La preeminencia de educación por sobre defensa se 
mantuvo hasta mediados de la década de 1910 (bid, 1994).

La reforma estableció la obligatoriedad de la educación primaria, impuso 
sanciones a los padres cuyos niños no asistieran a la escuela, hizo al gobierno 
central responsable por los salarios de los profesores y personal técnico, creó 
consejos municipales de educación, implementó un sistema de supervisión y 
evaluación del desempeño de los profesores, desarrolló la educación secunda-
ria y un sistema de entrenamiento de profesores (bid, 1994). Desde entonces, la 
educación se ha expandido continuamente, permitiéndole a Costa Rica ubicarse 
entre los países que exhiben la más alta cobertura educacional en la región. En 
este contexto se fundó la Universidad de Costa Rica en 1940.
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La tasa de alfabetismo se incrementó fuertemente desde finales del siglo xix. 
Para 1900, Costa Rica mostraba la cuarta tasa más alta de alfabetismo en América 
Latina (ver Anexo 4). La expansión sostenida de la educación también llevó a un 
alza sostenida en el promedio de escolaridad del país, el cual se incrementó en 
2,8 años entre las cohortes de 1930 y 1950 y 4,1 años entre las cohortes de 1930 
y 1970, aunque por debajo del promedio latinoamericano entre las cohortes de 
1950 y 1970 (ver Anexo 6). Pese a este progreso, Costa Rica muestra una desace-
leración en la expansión de la cobertura del sistema educacional con respecto 
al promedio regional (ver Anexos 7 a 9).

Las reformas sociales de comienzos de los años 40 le permitieron a Costa 
Rica expandir el alcance de la política social a través de la creación de varias 
instituciones y el fortalecimiento de otras que ya abordaban temas sociales (Gar-
nier e Hidalgo, 1991). Se promulgaron varias leyes laborales, se implementaron 
programas de viviendas y proyectos de obras públicas. Durante ese período 
también se creó la Seguridad Social costarricense. Entre 1948 y 1980 se expan-
dió la Seguridad Social, se introdujeron programas de salud primaria para los 
pobres y se implementaron iniciativas antipobreza (Mesa-Lago, 2000b). Según 
Trejos (1995), de los años 50 a comienzos de los años 70, los servicios sociales 
entregados por el Estado asumieron un carácter de universalidad, especialmente 
los de educación y salud. Durante la década de 1970, en la tercera administración 
de Figueres (1970-1974), el concepto de focalización sería introducido como un 
complemento a la universalidad en la educación y salud. Como consecuencia, 
dos instituciones serían creadas para combatir la pobreza: el Instituto Mixto de 
Ayuda Social (imas), en 1971, y el Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones 
Familiares (fodesaf), en 1974. La focalización se incrementaría durante las si-
guientes décadas debido a la crisis y las reformas económicas. Consistente con 
esto, desde los años 80 ha habido un incremento en la participación de privados 
en la implementación de programas sociales (Sojo, 1989).

Los resultados de esta larga tradición de políticas sociales han llevado a 
Costa Rica a ser incluido entre los países con menor incidencia de la pobreza en 
la región, a exhibir indicadores de desarrollo social más altos que sus vecinos y 
casi toda Latinoamérica, y a ubicarse entre los países con alto desarrollo humano 
en el idh del 2003, y en el iph del mismo año, para países en vías de desarrollo, se 
ubicó en el cuarto lugar de la clasificación (undp, 2003). Asimismo, para el quin-
quenio 2000–2005 la esperanza de vida es de 77,3 años y la mortalidad infantil es 
de 10,9 (cepal, 2003). Otros indicadores de salud muestran a Costa Rica con una 
mortalidad materna de 29 por cada 100.000, la más baja en América Central en 
1990-1998 (World Bank, 2001) y con 96 por ciento de la población con acceso a los 
servicios de salud en 1990 (ops, 1994). Del mismo modo, la tasa de alfabetismo de 
Costa Rica fue la cuarta más alta en América Latina hacia 1995 (ver Anexo 4), y 
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los indicadores educacionales muestran a Costa Rica con un progreso sostenido 
en el perfil educacional de su población, aunque en desaceleración.

Y por último, pero no por eso menos importante, Costa Rica ha sido capaz 
de seguir exhibiendo relativamente altos niveles de desarrollo social a pesar del 
período de lento crecimiento de las décadas de 1980 y 1990.

Lecciones del caso de Costa Rica 
Para finales de los noventa, Costa Rica exhibía uno de los mejores récores en 
desarrollo social e incidencia de la pobreza en América Latina. ¿Qué está de-
trás de estos logros? Por una parte, Costa Rica muestra un período de rápido 
crecimiento, durante los años 60 y 70 y una época de lento crecimiento en los 
años 80  y 90. Por otra parte, Costa Rica exhibe un patrón de relaciones sociales 
armoniosas que surgen con el contrato social del café, una larga y estable vida 
democrática y una fuerte tradición de políticas sociales que emergió con la 
reforma educacional de la década de 1880 y que se fortaleció con las reformas 
sociales de la década de 1940.

Visto en perspectiva, mientras que el contrato social del café alentó el surgi-
miento de las relaciones sociales en la producción del café, basadas en el mutuo 
respeto y consideración, y el rápido crecimiento en las décadas de 1960 y 1970 
incrementó el bienestar de los costarricenses, la fuerte tradición de políticas 
sociales llevaron al país a expandir la entrega de servicios sociales, e incluso 
continuar exhibiendo altos niveles de desarrollo social con una incidencia de 
la pobreza comparativamente baja en un contexto de lento crecimiento en las 
décadas de 1980 y 1990.

6.	 La perspectiva comparada: los casos diferentes

Los casos de Bolivia y Paraguay contrastan con los de Uruguay, Costa Rica y 
Chile. Estos dos países son reportados por la cepal (1999) entre aquellos con 
mayor incidencia de la pobreza  en América Latina. Asimismo, Paraguay y 
Bolivia se ubican en la mitad inferior de los 175 países analizados en el idh del 
2003 y en los lugares noveno y decimoquinto, respectivamente –entre 19 países 
de la región– en el iph del mismo año (undp, 2003). Los logros de estos países 
en materia de desarrollo social son bajos en comparación con aquellos de los 
países analizados previamente.

Bolivia y Paraguay también muestran un desarrollo político muy diferente 
al de los otros países ya analizados. Mientras Chile, Uruguay y Costa Rica exhi-
ben durante la mayor parte de su historia estabilidad, y junto a Colombia son 
aquellos países que muestran la mayor cantidad de años de vida democrática 
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en América Latina, la vida política de Bolivia y Paraguay más propiamente se 
asocia con inestabilidad, golpes de Estado y dictaduras.

Las tendencias de crecimiento económico de Bolivia y Paraguay son di-
ferentes. Mientras que Paraguay exhibe un crecimiento promedio cercano al 
promedio latinoamericano, el de Bolivia es más bajo, aunque superior al de 
Uruguay, y, entre 1972 y 1981, es incluso más alto que el de Chile.

En este contexto, ¿qué podría explicar los bajos logros de Bolivia y Paraguay 
en progreso social y reducción de la pobreza? Esta sección revisa las tendencias 
económicas de estos países, los principales hitos en su desarrollo político y los 
esfuerzos emprendidos desde las políticas sociales.

Bolivia 

Bolivia exhibe un corto período de buen desempeño económico y un pobre 
registro de crecimiento de largo plazo. De 1945 a 1996, Bolivia registró una tasa 
de crecimiento promedio anual  de 2,9 por ciento, el segundo más bajo de la 
región –sólo por encima de la de Uruguay (ver Anexo 3). Aunque no hay datos 
consistentes del desempeño económico en el siglo xix, historiadores describen 
una situación donde las cosas no eran mucho mejores. Por ejemplo, para me-
diados del siglo xix, las exportaciones representaban menos de un séptimo de 
las importaciones y la diferencia era cubierta por el oro y plata acumulados en 
épocas previas (Guzmán, 1990). Asimismo, en el último cuarto del siglo xix, la 
plata y el caucho fueron las exportaciones más importantes, pero una caída en 
los precios internacionales trajo problemas económicos adicionales al país.

Para comienzos del siglo xx, como consecuencia de la creciente demanda, el 
estaño se convirtió en la principal exportación de Bolivia y sería así durante las 
siguientes décadas, aunque con altibajos. El país incrementó su participación en 
el mercado mundial del estaño de 11 por ciento en 1900 a 20 por ciento en 1920 
(Thorp, 1998). En la primera década del siglo xx, el precio del estaño estaba su-
biendo, pero la tendencia cambiaría en la década siguiente. Hacia comienzos de la 
Primera Guerra Mundial el precio había caído en 20 por ciento; para 1920 el valor 
de la tonelada métrica era de 266 libras esterlinas, 165 en 1921 y 159 en 1922 (Arze 
Aguirre, 1999). Por otra parte, los ingresos por impuestos al estaño eran más bien 
bajos. Entre 1900 y 1920, los impuestos sobre la minería eran de cuatro por ciento 
del valor de las exportaciones (Arze Aguirre, 1999). Durante el auge del estaño, 
Bolivia experimentó un crecimiento de 5,5 por ciento entre 1900 y 1913, el cual 
cayó a 1,8 por ciento de 1913 a 1929, cuando el precio del estaño bajó; y fue de 4,9 
por ciento en el periodo de 1929-1945 (Morales y Pacheco, 1999; p. 159).

La Gran Depresión afectó a Bolivia enormemente. La crisis llevó a una 
reducción del 74 por ciento de las importaciones, una baja de un 58 por ciento 
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en los ingresos fiscales y una caída del pib de 10 por ciento entre 1929 y 1932 
(Morales y Pacheco, 1999; pp.164-165). La Guerra del Chaco (1932-1935), que 
Bolivia perdió contra Paraguay, causó un incremento en los gastos. La Segunda 
Guerra Mundial llevó a un alza en la demanda por estaño y un incremento en 
su precio, pero su producción decreció en comparación a la de 1929.

Por otra parte, los préstamos obtenidos de fuentes internacionales se con-
virtieron en un problema cuando llegó el momento de pagar esa deuda. Por 
ejemplo, la deuda externa se incrementó de US$ 2,2 millones a US$ 61,5 millones 
entre 1920 y 1929, y para 1930 los pagos de la deuda externa representaban el 51 
por ciento de los ingresos fiscales (Morales y Pacheco, 1999; p. 168). Parte de los 
préstamos fueron utilizados para financiar infraestructura, como ferrocarriles y 
caminos, parte fue utilizado en la modernización de instituciones y otra parte 
se destinó a inversiones no productivas o con muy escasa rentabilidad.

Desde la década de 1950 hasta comienzos de la de 1980, Bolivia basó su es-
trategia de desarrollo en la actividad del Estado. La implementación de una 

Tabla 7. Bolivia: Variación del pib, pib per cápita y población, 1900-1996

Año Crecimiento del pib 
(%)

Crecimiento del pib

per cápita (%)
Crecimiento

poblacional (%)

1900 – 1913  5,5 0,9
1913 – 1929  1,8 1,4
1929 – 1945  4,9 1,2
1953 – 1957 -2,3
1958 – 1962  2,8
1963 – 1967  6,3
1968 – 1972  5,6
1973 – 1977  5,8
1978 – 1982  0,4
1983 – 1985 -3,5
1987   2,46  0,26
1990   4,64  2,38
1991   5,27  2,77
1992   1,65 -0,77
1993   4,27  1,79
1994   4,67  2,18
1995   4,68  2,19
1996   4,10  1,71

Fuente: Morales y Pacheco, 1999; Thorp, 1998; Juan A. Morales y Jeffrey Sachs, “Bolivia’s Economic Crisis”, 
en Jeffrey Sachs, compilador, Developing Country Debt and Economic Performance, II (Chicago: The Univer-
sity of Chicago Press, 1990) y Banco Central de Bolivia. Todos citados en Morales y Pacheco, 1999.
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estrategia de nacionalización de empresas llevó a que el Estado se convirtiera 
en el principal agente económico. Entre 1963 y 1977, Bolivia registró una tasa 
promedio de crecimiento de cerca del seis por ciento, luego de lo cual el pib 
volvió a caer (ver Tabla 7) y el período terminó como había comenzado: con 
una crisis económica, que no sólo incluía crecimiento económico negativo, sino 
que también alta deuda, baja productividad e hiperinflación. Hacia finales de la 
década de 1980 se implementaron reformas económicas. Ellas incluyeron una 
reducción del tamaño del Estado, privatizaciones y liberalización económica. 
La inflación fue controlada, la deuda externa decreció en los noventa y el país 
registró un crecimiento anual positivo de cerca del cuatro por ciento hasta la 
década de 1990 (ver Tabla 7).

Una mirada a la política boliviana

Aunque Bolivia ha tenido consecutivamente seis9 gobiernos democráticamente 
electos desde 1982, la característica más dominante de su historia política ha sido 
su inestabilidad. En el período que va desde su independencia, en 1825, al 2003, 
Bolivia ha tenido 67 Jefes de Estado, con una duración promedio de sus mandatos 
de dos años y ocho meses. De 1952 a 1982, 20 administraciones diferentes gober-
naron Bolivia (Berthin, 1999). De igual manera, de 1825 a 1884 Bolivia tuvo 176 
rebeliones (Guzmán, 1990) y otros 27 golpes de Estado –fallidos o exitosos– entre 
1898 a 1982. Asimismo, Bolivia estableció 11 Constituciones entre 1825 y 1884, 
otras en 1938, 1945, 1961, 1967 (Guzmán, 1990) y una reforma en 1985. 

Adicionalmente, desde su independencia, Bolivia se ha involucrado en seis 
conflictos armados internacionales contra Perú, Chile, Brasil y Paraguay. En 1828 
y 1841, Bolivia fue capaz de rechazar dos invasiones peruanas. Como parte de 
la Confederación Perú-Boliviana, perdió contra Chile en la guerra de 1836-1839. 
Aliado con Perú, enfrentó nuevamente a Chile en la Guerra del Pacífico (1879-
1883). Chile tomó los territorios de Antofagasta a Bolivia y de Tarapacá a Perú. 
En la Campaña de Acre (1900-1903) contra Brasil, Bolivia perdió un territorio de 
190.000 kilómetros cuadrados. Y en la Guerra del Chaco (1932-1935) contra Para-
guay, Bolivia perdió 240.000 kilómetros cuadrados de la región del Chaco.

En un contexto de inestabilidad política, las iniciativas sociales fueron más 
bien aisladas y no produjeron mayores efectos en el bienestar de la población. 
La falta de un marco institucional efectivo llevó a los actores políticos a poner 

9 En el 2003 el presidente Gonzalo Sánchez de Lozada renunció como consecuencia de protestas 
populares. Conforme al mecanismo previsto en la Constitución fue reemplazado por el vicepresi-
dente Carlos Mesa en la Jefatura del Estado.
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sus energías en la obtención de poder o a defenderse de los conspiradores. Los 
temas sociales no llegarían a ser temas de política pública hasta 1956, cuando 
se estableció el Código de Seguridad Social. Otra importante iniciativa de segu-
ridad social surgió en 1973 con la creación del Instituto Boliviano de Seguridad 
Social (ibss). En el campo de la educación, iniciativas para reforzar las escuelas 
fueron implementadas en el período de 1913-1917, y una reforma que buscaba 
expandir la cobertura se implementó en 1953-1955.

Más consistentes iniciativas sociales surgieron bajo las presidencias de 
Víctor Paz Estensoro (1952-1956 y 1960-1964) y Hernán Siles Suazo (1956-
1960). La administración de la Revolución Nacional –como es conocido este 
período– introdujo transformaciones estructurales en Bolivia por medio de la 
nacionalización de compañías privadas y minas, de la creación de empresas 
públicas, de proyectos de infraestructura,  de la implementación de una estra-
tegia de sustitución de importación y de una política de control de precios, de 
una reforma agraria, de subsidios a créditos y de la exención de impuestos para 
estimular la inversión. En el área de políticas sociales, emprendió iniciativas en 
educación, pensiones y políticas de salud.

La administración de la Revolución Nacional era respaldada por el Movi-
miento Nacionalista Revolucionario (mnr), que llegó al poder en 1952, después de 
una rebelión que derrocó al gobierno militar encabezado por el general Ballivián. 
La rebelión surgió como consecuencia de la anulación de la elección de 1951 
por parte de la administración de Mamerto Urriolagoitía, quién luego renunció 
y transfirió el poder al general Ballivián. En la elección había triunfado el líder 
del mnr Víctor Paz Estensoro. Después de un año de conflicto con el régimen de 
Ballivián y una rebelión de tres días, el mnr finalmente tomó el poder con Paz 
Estensoro como Presidente y Siles Suazo como Vicepresidente.

El mnr cogobernó con la Central Obrera Boliviana (cob) entre 1952 y 
1957 (Langer, 1999). La administración de la Revolución Nacional disolvió 
la Academia Militar y organizó un grupo urbano armado bajo el control del 
mnr para resistir los intentos desestabilizadores de la oposición. En el campo, 
el mnr también organizó grupos armados para redistribuir la tierra entre los 
campesinos (Arze Aguirre, 1999).

Bajo la administración de la Revolución Nacional, Bolivia registró una crisis 
económica caracterizada por un crecimiento negativo desde 1953 a 1957, alta 
inflación, escasez de bienes y productos y un lento crecimiento entre 1958 y 1964 
(ver Tabla 7). El sombrío panorama económico llevó a establecer un programa 
de estabilización diseñado por el fmi en 1957. Según Morales y Pacheco (1999; 
p. 174), la Revolución Nacional habría producido una profunda redistribución 
de la riqueza, creando inicialmente una sociedad más igualitaria, pero presu-
miblemente más pobre en el promedio que la de 1952.
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La crisis que ocurría bajo la administración de la Revolución Nacional y el 
programa de estabilización generaron conflictos no sólo en la sociedad boliviana, 
sino que también en el propio mnr. En la reelección para su tercer periodo, el 
Presidente Paz Estensoro enfrentó una creciente oposición  al interior del mnr, 
lo cual lo llevó a buscar apoyo militar. Poco tiempo después de ganar las elec-
ciones, su Vicepresidente, el general René Barrientos, lo derrocó.

Aunque la Revolución Nacional no implementó reformas significativas en 
el área de las políticas sociales, sus iniciativas constituyen el comienzo de lo que 
podría llamarse “esfuerzos más consistentes en temas sociales”.

Iniciativas bolivianas en el área social 

Aunque hubo iniciativas más bien aisladas en educación hacia fines del siglo xix 
y comienzos del xx, hay una extendida impresión que esfuerzos más consistentes 
en temas de política social surgieron en Bolivia hacia la década de 1950.

Durante el siglo xix  se implementaron algunas iniciativas pero los resultados 
fueron más bien pobres. En 1827 se implantó el primer Estatuto de Educación, 
el cual establecía la organización del sistema escolar en Bolivia. Consistía en un 
seminario eclesiástico, seis escuelas de ciencias, ocho escuelas para huérfanos y 
cerca de 80 escuelas primarias. El presupuesto de educación representaba 5,6 por 
ciento del presupuesto fiscal total, mientras que el presupuesto militar era de 83,6 
por ciento del gasto total del gobierno10. En 1894, el presupuesto de educación 
era de 2,4 por ciento de los gastos del gobierno y el número total de estudiantes 
era de 26.00011 en un país con una población total de 1.696.400 habitantes en 
1900 (Oficina General de Estadísticas, citado por Guzmán, 1990).

Según Reyeros (1952), la población meta del sistema escolar era de 978.926 
personas en edad escolar, pero Guzmán (1990) estima que los beneficiados 
efectivos del sistema escolar eran cerca de 2.375 estudiantes, con aproxima-
damente 180 profesores. Según Dalence (1851, citado por Guzmán, 1990), 
para finales de la década de 1840 el país tenía tres universidades, 43 escuelas 
secundarias, 96 escuelas primarias y el número de estudiantes había crecido 
a 11.843. En 1900, la tasa de analfabetismo era de 81,5 por ciento, la segunda 
peor en América Latina (ver Anexo 2).

Durante las primeras décadas del siglo xx, la educación recibió más con-
sideración de los sucesivos gobiernos. El presupuesto de educación sufrió 
grandes variaciones: mientras que la educación representaba el 5,9 por ciento 
del gasto total del gobierno en 1900, era 16 por ciento en 1920, 7,3 por ciento 

10 Cálculos hechos con información de Reyeros, 1952, p. 60.
11 Cálculos hechos con información de Reyeros, 1952, p. 420.
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en 1930, 12,8 por ciento en 1940 y 21,8 por ciento en 1950 (Contreras, 1999). 
Para la década de 1950, una leve mejora había ocurrido. La tasa de analfabe-
tismo había caído a 67,9 por ciento, pero todavía era la segunda más alta de la 
región (ver Anexo 4), y la cobertura educacional se había elevado a sólo 25,8 
por ciento de la población en edad escolar (Contreras, 1999).

En 1955 se lanzó una reforma educacional bajo la administración de Paz Esten-
soro. Se declaró que la educación era un deber del Estado, que debía ser gratuita, 
obligatoria y abierta a todos los bolivianos. La reforma buscaba expandir la edu-
cación, incrementar el número de profesores, escuelas e infraestructura en todos 
los niveles educacionales. El presupuesto de la educación se incrementó desde las 
décadas de 1950 hasta mediados de 1970, con algunas caídas en el intertanto: subió 
a 28 por ciento del presupuesto fiscal en 1956, cayó a 21 por ciento en 1965, luego 
se incrementó a 31 por ciento en 1972 y 33,6 en 1974 (Guzmán, 1990; Contreras, 
1999). Los resultados muestran que Bolivia mejoró su posición relativa a través 
de ese esfuerzo. Para 1970, la tasa de analfabetismo cayó a 44 por ciento y a 32,6 
por ciento en 1980, el quinto más alto en América Latina (ver Anexo 4). Para 1971, 
la matrícula escolar era de 928.550 estudiantes (Guzmán, 1990; p. 390) en un país 
con una población de 4.212.000 habitantes en 1970 (Thorp, 1998; p. 333).

Otra reforma educacional fue implementada en 1994, cuya característica 
fue generar un sistema educativo que acogiera el hecho que Bolivia es un país 
intercultural y bilingüe. Su objetivo fue mejorar la calidad y eficiencia de la 
educación, reducir la deserción y hacer la escuela accesible para todos. En este 
contexto, se reformaron los curriculum, se descentralizó el sistema educacional 
y se fortaleció la educación rural y la capacitación de profesores.

Los indicadores educacionales de Bolivia muestran mejoras con los años. 
Sin embargo, el tardío comienzo de esfuerzos consistentes en políticas de 
educación no le permite exhibir mejores resultados. Por ejemplo, hacia 1995 
la tasa de analfabetismo había caído a 16,9 por ciento, el sexto más alto en la 
región (ver Anexo 4) y para el 2000 14,4 por ciento (cepal, 2003); la cobertura 
de la educación primaria se había expandido notoriamente, de 27,3 a 79,1 por 
ciento de la población meta entre las cohortes de 1930 y 1970 (ver Anexo 7); 
se había levemente incrementado la proporción de la población con algo de 
educación secundaria, de 42,2 por ciento en la cohorte de 1930 a 58,3 por ciento 
en la cohorte de 1970 –la más baja mejoría en América Latina– (ver Anexo 8). 
Para fines de los noventa, el promedio de años de escolaridad en Bolivia era de 
cuatro años (Contreras, 1999).

La seguridad social boliviana muestra una tardía institucionalización tam-
bién. Aunque en 1924 se implementó la protección contra accidentes laborales, 
en 1935 se estableció  un sistema de ahorros obligatorio para los trabajadores 
y en 1949 se creó el Fondo del Seguro Social (Labarca, 1962), el sistema de se-
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guridad social no fue completado hasta 1956, cuando se aprobó el Código de 
Seguridad Social. Como era común en la época, el sistema previsional boliviano 
fue estructurado sobre la base de un esquema de reparto.

Desde sus primeras iniciativas, el sistema previsional boliviano consisten-
temente enfrentó problemas organizacionales, administrativos y financieros. 
Por ejemplo, los trabajadores no confiaban en el sistema de ahorro obligatorio, 
dado que la autoridad tenía que autorizarlos para poder retirar el dinero de sus 
propios ahorros (Valdez, 1974). Más tarde, los problemas del sistema llevaron 
al gobierno a implementar, en 1972, el Decreto Ley sobre la Racionalización de 
la Seguridad Social, a crear el Instituto Boliviano de Seguridad Social al año 
siguiente con el propósito de coordinar varias instituciones y a dictar la Ley 
924 en 1987 debido a problemas financieros y administrativos (Mercado Lora, 
1992). A pesar de los esfuerzos, los problemas persistieron. En 1996, 39 insti-
tuciones –una agencia pública y 38 cajas complementarias– administraban un 
complejo sistema, sólo cerca del 12 por ciento de la fuerza laboral estaba afiliada 
al sistema previsional, el cual, a su vez, estaba financieramente quebrado. Las 
transferencias del tesoro público fueron de un uno por ciento del pib entre 1993 
y 1996, y el déficit acumulado del sistema de pensión fue calculado en cinco por 
ciento del pib en el 2002 (Von Gersdorff, 1997). En noviembre de 1996, el gobierno 
boliviano reformó la seguridad social, introduciendo un sistema privado de 
administración de pensiones.

Al igual que en otras áreas sociales, el país también muestra en salud compa-
rativamente  bajos logros. La esperanza de vida era de 60 años de edad en 1995, 
la más baja en la región (ver Anexo 5). Para el quinquenio 2000–2005 la esperanza 
de vida en Bolivia era de 63 años, la más baja en América Latina después de la de 
Guyana (cepal, 2003). En el período 1990-1994, la mortalidad infantil era de 75 por 
cada mil, 28 por ciento de los niños bajo tres años sufrían malnutrición crónica en 
1994, 20 a 30 por ciento de la población no tenía acceso a los servicios de salud a 
mediados de los años 90, y la cobertura de agua potable y alcantarillado era de 
58,2 y 44,5 por ciento, respectivamente, en 1996 (paho, 1998).

Por una parte, Bolivia exhibe un comienzo tardío y falta de una política so-
cial consistente y, por otra parte, bajos logros en desarrollo social. Para D’Ávila 
y Arretche (1993), no habría una tradición de políticas sociales, sino que más 
bien un “conjunto de acciones sociales que difícilmente pueden ser llamado 
sistema de protección social”. En este contexto, no es sorprendente que el Censo 
de 1992 muestre que el 70 por ciento de los hogares bolivianos eran pobres y 37 
por ciento estaba viviendo en extrema pobreza (paho, 1998). Para el año 1999 la 
incidencia de la pobreza en Bolivia era de 55 por ciento (cepal, 2003).
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Lecciones del caso de Bolivia

Como se ha mostrado, los indicadores de desarrollo social de Bolivia son bajos 
y la incidencia de la pobreza alta. ¿Qué está detrás de estos pobres logros socia-
les? Por una parte, Bolivia exhibe un pobre patrón de crecimiento económico 
de largo plazo. Sin embargo, durante el período en el cual Bolivia creció a tasas 
cercanas al seis por ciento al año (1963-1977), no se observa un progreso social 
más rápido en el país.

Por otra parte, iniciativas sociales han surgido tardíamente en Bolivia. A 
pesar de aisladas acciones a fines del siglo xix y en la primera mitad del siglo 
xx, esfuerzos más consistentes por abordar problemas sociales comenzaron 
a ser implementados en la década de 1950. Adicionalmente, la larga historia 
boliviana de inestabilidad política y conflictos parecen ir de la mano con estos 
magros logros sociales y económicos.

Vistos en perspectiva, Bolivia y Chile ilustran casos opuestos. En el 
caso chileno la larga tradición de políticas sociales tuvo efectos –como se 
argumenta en este trabajo– sobre los comparativamente altos indicadores de 
capital humano educacional, el cual el análisis empírico de la sección ante 
precedente muestra relacionado con la reducción de la pobreza. En el caso de 
Bolivia, una larga ausencia de esfuerzos en el campo de las políticas sociales 
está asociada con bajos logros en desarrollo social y extensa pobreza. Esto 
sugeriría que, aunque los bolivianos fueron capaces de lograr un período de 
rápido crecimiento, similar al de Chile, la falta de implementación de políticas 
públicas que llevaran a mejoras más rápidas en los campos de educación y 
salud habría impedido que el país exhibiera menor incidencia de la pobreza 
y mayor dinamismo en su desarrollo social.

Paraguay 

Paraguay ha desarrollado una economía agraria en un país sin salida al mar, 
lo que lo hizo –durante largos años de la historia paraguaya– altamente de-
pendiente de Argentina. Sólo desde la década de 1980, Paraguay ha añadido 
la capacidad de generar electricidad gracias a la Represa de Itaipú, impulsada 
conjuntamente con Brasil. 

Durante las primeras décadas de vida independiente, bajo la administración 
de Gaspar Rodríguez De Francia, Paraguay implementó un estilo autárquico 
de desarrollo basado en la explotación de los recursos naturales y manufactura. 
La autarquía fue la consecuencia de la compleja situación que enfrentaba Para-
guay en la década de 1810. Por un lado, los problemas de navegación fluvial, 
provocados por las restricciones impuestas por Argentina y por los ataques 
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de bandoleros contra las embarcaciones paraguayas, se convirtieron en una 
situación insostenible para un débil y enclaustrado país. Por otra parte, el deseo 
paraguayo de fortalecer su independencia lo llevó a rechazar el comercio con 
Francia e Inglaterra, dado que percibía a Francia interesada en usar a Paraguay 
como medio para contener la penetración inglesa en la región y percibía que la 
esperanza de  Inglaterra era que Paraguay formara parte de Argentina (Ugarte 
Centurión, 1983). Como resultado, se adoptó como política que lo que Paraguay 
necesitara tenía que ser producido en el país.

Más tarde, bajo la administración de Carlos Antonio López, hubo un re-
lajamiento de la autarquía: se permitió la entrada al país de profesionales ex-
tranjeros, Paraguay logró navegación fluvial gratuita y el comercio exterior se 
incrementó para la década de 1850. El Estado era dueño de la mayor parte de las 
tierras y los principales productos de exportación tales como la hierba mate y la 
madera eran monopolios del Estado. Aún así, según Díaz de Arce (1977), hacia 
comienzos de la década de 1860, Paraguay estaba progresando modestamente: 
construía  barcos a vapor, había instalado una fundición  y un arsenal, y cerca de 
doscientos ingenieros y científicos estaban trabajando en el país. Para mediados 
de la década de 1860,  el presupuesto fiscal paraguayo exhibía una situación 
financiera muy positiva: ingresos por 8.450.000 pesos, compromisos por un 
total de dos millones de pesos, no existía deuda externa y había un excedente 
de 6.450.000 pesos (Chávez, 1968, citado en Ugarte Centurión, 1983).

El más bien modesto progreso económico fue interrumpido por la Guerra 
de la Triple Alianza (1865-1870), en la que Paraguay enfrentó a Argentina, Brasil 
y Uruguay. Éste fue un devastador episodio en la historia paraguaya. Para-
guay perdió cerca de sesenta por ciento de la población, Argentina y Brasil se 
apoderaron de 1.375.000 kilómetros cuadrados de su territorio, recibieron una 
compensación nunca antes pagada y mantuvieron una fuerza de ocupación 
durante seis años (Herring, 1972). A Paraguay le llevó cerca de sesenta años 
recuperarse de los efectos de la guerra (Lot, 1970).

Para lograr financiar la reconstrucción y pagar los trescientos millones 
de libras esterlinas de deuda de guerra, el gobierno vendió tierras estatales a 
muy bajo precio. Inversionistas brasileños, argentinos e ingleses fueron los que 
principalmente compraron esas tierras. La autarquía había quedado atrás y 
ahora el país estaba abierto al comercio internacional. Sin embargo,  Argentina 
se convirtió en el controlador casi exclusivo de ese proceso. Para finales del si-
glo xix, Argentina monopolizaba las exportaciones paraguayas de hierba mate 
(Cardozo, 1965), madera (Lot, 1970; Ugarte Centurión, 1983) y cuero. El tabaco 
y el tanino comenzaron a ser exportados a Europa, pero pronto el quebracho fue 
enviado a Argentina y desde ahí, reexportado a Europa como tanino argentino 
(Abente, 1991, citado por Thorp, 1998). Otras exportaciones paraguayas eran 
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fruta, tabaco y subproductos de la carne (Ugarte Centurión, 1983; Rivarola, 
1992). Para comienzos del siglo xx, entre 60 y 80 por ciento de las exportaciones 
paraguayas iban a Argentina (Enrico, 1975, citado por Thorp, 1998).

Las cosas no mejoraron para Paraguay durante la primera mitad del siglo 
xx. La Guerra del Chaco (1932-1935) –en la que enfrentó a Bolivia– trajo nueva-
mente el sufrimiento de un conflicto armado. Aunque Paraguay pudo mantener 
el territorio en disputa –de El Chaco Boreal– y clamar victoria, la guerra tuvo 
efectos devastadores en esta pobre economía. El costo monetario directo fue 
de 125 millones de dólares y, más importante aún, se perdieron 36.000 vidas 
paraguayas en un ejército de 140.000 hombres (Cardozo, 1965). El Censo de 1935 
estimó la población paraguaya en 992.410 habitantes (Mendoza, 1969).

Paraguay tuvo alguna recuperación económica luego de la Guerra del Chaco, 
dado que la Segunda Guerra Mundial aumentó la demanda por los productos 
paraguayos, aunque eso no duró mucho. Las exportaciones paraguayas se in-
crementaron a un ritmo sostenido de 9,2 por ciento promedio anual entre 1938 
y 1946, pero después de una guerra civil de seis meses en 1947 se desaceleraron 
a 0,7 por ciento promedio anual hasta 1954 (Cifuentes, 1961). 

La consecuencia de este período fue un patrón de crecimiento zigzagueante. 
El pib creció a tasas promedio de 3,5 por ciento al año entre 1938 y 1946, seguido 
por tasas anuales de crecimiento de 0,8 por ciento de 1947 a 1954 (Secretaría de 
Planeamiento Técnico de Paraguay, 1980; citado por Ugarte Centurión, 1983).

Las principales características de Paraguay no habían cambiado mucho hacia 
la década de 1950. Los sectores urbanos representaban 34,6 por ciento del total de 
la población y 47,2 por ciento de ellos vivían en Asunción, la capital, una ciudad 
de 200.000 habitantes por entonces (Ratinof, 1969). En el campo, 33 por ciento de 
la población eran propietarios –principalmente minifundistas–, siete por ciento 
eran arrendatarios y una proporción que fluctuaba entre 44 y 56 por ciento eran 
simplemente ocupantes; sin embargo, 25 personas eran propietarios de un 34 por 
ciento de la región oriental y de un 54 por ciento de la región del Chaco (Díaz 
de Arce, 1977). Por entonces, el país tenía apenas 1.138 kilómetros de caminos, 
pero sólo 85 de ellos eran pavimentados, y la generación de electricidad era de 
escasos 45.115 kilowatts/hora al año (Ugarte Centurión, 1983).

Aunque Paraguay continuaba siendo un país agrario, en los años 1960 y 
1970 hubo notorias mejorías en el desempeño de la economía paraguaya. Estos 
cambios estuvieron asociados principalmente con un plan de desarrollo de la 
agricultura, la ayuda internacional y la construcción de la Represa de Itaipú.

El plan de desarrollo de la agricultura incluyó iniciativas tales como la 
colonización de las zonas menos pobladas y distantes, distribución de la tierra, 
inversiones en infraestructura, tales como caminos, transporte y comunicacio-
nes, asistencia técnica y promoción de las exportaciones. El incremento en los 
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precios internacionales de algunos productos agrícolas le permitió a Paraguay 
reemplazar sus exportaciones tradicionales de tanino, quebracho y madera. El 
algodón y la soya pasaron a representar el 82 por ciento del total de las expor-
taciones para 1985 (Galeano y Barrios, 1999).

La ayuda externa representó una importante fuente de ingresos, principalmen-
te durante de la década de 1960. La ayuda proveniente de los Estados Unidos en 
el contexto de la Alianza para el Progreso representaba 2,7 por ciento del pib entre 
1953 y 1961 y 4,9 por ciento en el período 1962-1965, el Banco Mundial aportó 504 
millones de dólares adicionales y el Banco Interamericano de Desarrollo otros 619 
millones de dólares (Nickson y Lambert, 1997; citado por Thorp, 1998).

La construcción de la Represa de Itapú representó un tremendo estímulo 
para la economía paraguaya. Las inversiones en el período 1976-1982 se in-
crementaron a tasas  promedio del 17 por ciento (Galeano y Barrios, 1999) y 
solamente entre 1977 y 1980 el flujo de dinero recibido por Paraguay fue de 250 
millones de dólares (Birch y Baer, 1984; citado en Rivarola, 1992).

La finalización de los trabajos de Itapú coincidió con la caída del precio 
internacional del algodón y la soya. El país cayó en recesión en 1982 y 1983. El 
pib, que había crecido a tasas anuales de 4,8 por ciento entre 1965 y 1970 y 8,9 
por ciento de 1971 a 1981 –o 9,2 por ciento promedio anual entre 1972 y 1981 
según Thorp (1998)–, en el período 1982-1986 creció sólo 0,8 por ciento (World 
Bank, 1994). La era de rápido crecimiento había terminado. El desempleo creció, 
el déficit fiscal empeoró y la inflación reapareció. El ritmo de crecimiento tuvo 
alguna recuperación entre 1987 y 1991, con tasas promedio de 4,6 por ciento 
al año (World Bank, 1994), pero se desaceleró nuevamente en 1990-1997 a un 
promedio anual de 3,2 por ciento (Galeano y Barrios, 1999). Con estos registros, 
en la segunda mitad del siglo xx, Paraguay exhibe una tasa promedio anual de 
crecimiento de 4,7 por ciento, que se ubica por sobre el promedio latinoameri-
cano en ese período (ver Anexo 3). 

Paraguay se unió al mercosur intentando diversificar sus exportaciones 
agrarias. Por otro lado, algunas actividades ilegales han llegado a ser muy 
importantes para la economía paraguaya. Según Borda (1997, citado por 
Thorp, 1998), el contrabando representa entre un tercio y la mitad de las im-
portaciones paraguayas.

Visión general de la política paraguaya

Al igual que Bolivia, inestabilidad, recurrentes dictaduras y violencia han sido 
las principales características de la política paraguaya. Desde su independencia 
en 1811, han habido 55 Jefes de Estado en Paraguay, aunque los períodos de 
sólo tres de ellos suman 79 años (Gaspar Rodríguez de Francia 26 años, Carlos 
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Antonio López 18 años y Alfredo Stroessner 35 años). El período promedio de 
los 52 restantes es de 2 años12.

Aunque los partidos políticos tradicionales –la Asociación Nacional Republi-
cana, usualmente llamado Partido Colorado, y el Partido Liberal– fueron ambos 
fundados en 1887 y, a pesar de la existencia de un sistema electoral formal, la 
forma usual de alcanzar y retener el poder en Paraguay ha sido la violencia. Esta 
característica ha estado presente desde la independencia paraguaya. El dictador 
Gaspar Rodríguez De Francia –“El Supremo”– usó la amenaza de la fuerza para 
hacer que la Asamblea de 1814 lo nominara como Director Supremo y como 
Dictador de por vida en 1816. Más tarde, reprimió severamente a la oposición e 
hizo asesinar a sus rivales políticos, como aquellos que conspiraron contra él en 
1820. Prácticas similares fueron usuales entre los dictadores que lo sucedieron. 
Según Herring (1972), “balas y no votos, pusieron a un hombre tras otro a la 
cabeza del Estado; (así) entre 1870 y 1967 hubo 40 Jefes de Estado, la mayoría 
de los cuales fueron encarcelados, exiliados o asesinados antes del término de 
su período”. Lot (1970) destaca que “Stroessner enfrentó un promedio de dos 
grandes conspiraciones al año durante sus diez primeros años en el poder”. 
Herring (1972) añade que (bajo Stroessner) “los rebeles fueron sistemáticamente 
encarcelados, torturados y frecuentemente asesinados”.

Aunque la democracia ha tenido una oportunidad en Paraguay en los 
años 90, la violencia e inestabilidad están todavía presentes en la política 
diaria. El presidente Juan Carlos Wasmosy, electo democráticamente, pudo 
terminar su período, pero debió enfrentar la amenaza de golpe de Estado del 
Comandante en Jefe del Ejército, Lino César Oviedo. Como resultado Oviedo 
fue dado de baja, pero el Presidente constitucional que sucedió a Wasmosy 
–Raúl Cubas– amnistió a Oviedo. A consecuencia de ello, se desató una crisis 
política: el vicepresidente de Cubas –Rafael Argaña– fue asesinado y luego 
el Congreso removió a Cubas de la presidencia. Más tarde, invocando una 
cláusula constitucional, el Congreso nominó al Presidente del Senado Luis 
González Macchi como Presidente de Paraguay en 1999, quien, con dificulta-
des, logró completar el período constitucional en el año 2003. 

En este contexto, los gobernantes tenían que destinar sus principales es-
fuerzos a protegerse de sus enemigos y poca energía quedaba para ocuparse 

12 En aquellas situaciones en que hubo un poder ejecutivo plural se consideró como Jefe de 
Estado a aquel que finalmente tomó el cargo de manera individual. Ello ocurrió en 1813 con el 
Consulado de Fulgencio Yegros y Gaspar Rodríguez de Francia, en 1841-1844 con el consulado de 
Carlos Antonio López y Mariano Roque Alonso, y en 1869-1870 con la Junta de Antonio Rivarola, 
Carlos Loizaga y José Díaz de Bedoya. Asimismo, cada período de Eusebio Ayala, Eligio Ayala y 
José R. Guggiari han sido considerados como diferentes administraciones, dado que sus períodos 
de gobierno no fueron consecutivos.
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del progreso del país. Asimismo, los ciudadanos tenían que ser muy cuida-
dosos y evitar de hacer cualquier cosa que pudiera convertirlos en objeto de 
la represión del gobierno.

Dada la debilidad institucional y la inestabilidad política, iniciativas so-
ciales más consistentes aparecieron tardíamente en Paraguay, cuestión que se 
analiza más detenidamente en la siguiente sección. Por otro lado, los partidos 
políticos fueron crecientemente distribuyendo beneficios entre sus partidarios 
para asegurar su lealtad. El clientelismo alcanzó su máxima expresión bajo la 
administración de Stroessner, cuando el Partido Colorado –el Partido de Stroes-
sner y el de mayor tiempo en el poder– administraba un conjunto de beneficios 
sociales que –bajo otras circunstancias– deberían haber sido distribuidas a 
través del Estado. Según Abente (1996), las secciones de base del partido Colo-
rado “desempeñaron labores tan diversas como construir pequeños puentes, 
albergar una escuela secundaria, operar un centro de salud dental, dar cursos 
de capacitación en peluquería y costura a mujeres y servir como el único centro 
deportivo del barrio”13. Heikel (1998) llamó a esto no un Estado Benefactor, sino 
un Partido Benefactor.

Abente explica que el creciente involucramiento de los partidos en la distri-
bución de beneficios sociales sería el resultado de un país predominantemente 
rural y un Estado débil con escasez de empleos públicos, donde los líderes de 
los partidos eran aquellos en posición de dar a las personas acceso al crédito, 
transporte, recursos para la producción y conexiones sociales. Así, lo que surgió 
fue una mezcla de clientelismo económico y político. Más tarde, bajo Stroessner, 
se desarrolló una relación simbiótica entre las Fuerzas Armadas, el Estado y el 
Partido Colorado. El verdadero poder estaba en manos de las Fuerzas Armadas, 
las que administraban el Estado. A través de las seccionales, el partido cumplía 
con un rol dual de represión y cooptación. Por una parte, ellas recolectaban 
información sobre los vecinos para detectar a los disidentes. Por otra, ellas 
aseguraban apoyo popular. Un instrumento clave para este propósito era la 
distribución de beneficios sociales.

En este contexto, no es sorprendente que esfuerzos más consistentes en el 
área de las políticas sociales surgieran tardíamente en Paraguay.

13 Abente también ofrece una descripción del rol del Presidente de una seccional de base del 
Partido Colorado, confeccionada por Ramón Bogarín Molina, ex Presidente de la seccional N° 3 en 
Asunción. Según él, cuando una persona llegaba al partido con una receta médica “si la seccional 
tenía el dinero, la pagaba, si no, el Presidente tenía que pagarla…”. Añade que, “el Presidente de 
la seccional sirve un poquitito de juez, partera, médico, abogado, padre y abuelo; es el apoyo y 
protección de los más humildes en su jurisdicción”.
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Iniciativas paraguayas en el área social

Las políticas sociales no tienen una larga tradición en Paraguay. Las más tem-
pranas iniciativas emergieron principalmente en el ámbito de educación, pero 
resultados en este y otras áreas han sido más bien modestos.

Cardozo (1965) describe entusiastamente a Paraguay teniendo 435 escue-
las públicas con 24.524 estudiantes y un número equivalente en la educación 
privada para 1862 (uno de los más altos en la región, según él). Los números 
ofrecidos por Cardozo parecen sorprendentemente altos considerando que, 
por una parte, las estimaciones de población de Paraguay para las décadas de 
1850 y 1860 varían entre 300.000 y un millón y medio de habitantes, siendo la 
cifra más probable de 600.000 a 700.000 habitantes14 y, por otra parte, que Pa-
raguay era un país eminentemente rural. Otras acciones en este campo fueron 
la promulgación de la Ley de Educación Común y la creación de la Junta de 
Educación y la Superintendencia de Educación Pública a finales de la década 
de 1880, la fundación de la Escuela Normal (para la formación de profesores) y 
la Universidad Nacional en 1890. A pesar de estos esfuerzos, hacia 1890, la tasa 
de analfabetismo era de 75,5 por ciento en Paraguay (ver Anexo 4), más alto 
que el promedio latinoamericano.

Durante el siglo xx Paraguay registra progresos en educación, aunque a un 
ritmo más lento que el de la región. En 1956 se implementó una reforma educa-
cional que buscaba expandir y actualizar los métodos y políticas de educación. 
El número de escuelas se incrementó de 1.558 en 1932 a 1.781 en 1954, a 2.589 
en 1962 y a 3.870 en 1979 (Cardozo, 1965; Ugarte Centurión, 1983), la pobla-
ción estudiantil se triplicó, mientras que la población se duplicó entre los años 
1930 y los años 1960. Aún así, el promedio de escolaridad de Paraguay ha sido 
consistentemente más bajo que el de América Latina. El promedio de años de 
escolaridad de los paraguayos de la cohorte de 1930 era de 3,8 años y de 4,1 años 
en América Latina como un todo. La escolaridad promedio de los paraguayos 
de la cohorte de 1970 era de 7,3 años y 8,8 años para la región (ver Anexo 6). 
Así, Paraguay mejoró el perfil educacional de su población en 3,5 años entre 
las cohortes de 1930 y 1970, mientras la región lo hizo en 4,6 años. En 1995, la 
cobertura de educación primaria era de 90 por ciento, 39 por ciento en educación 
secundaria y, en el período 1991-1996, la cobertura de educación superior era 
de 10 por ciento (cepal, 2000). Para 1995 sólo el 43,3 por ciento de la población 
de Asunción y 5,5 por ciento de los habitantes rurales –entre las edades de 25 y 

14 Para un análisis muy interesante sobre la población paraguaya desde el período colonial 
hasta la década de 1960 ver: Mendoza, 1969.
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59 años– habían logrado 10 o más años de educación (pnud, cepal, 1996). Al año 
2000 el analfabetismo en Paraguay era de 6,7 por ciento (cepal, 2003).

En el lado de la protección social, las cosas no han ido a un ritmo más rá-
pido. Aunque el Instituto de Previsión Social (ips) fue creado en 1943 y varias 
reformas han buscado incrementar su cobertura, ésta continúa siendo baja. El 
objetivo del ips es proteger a los trabajadores y sus dependientes contra vejez 
y muerte del perceptor de ingresos del hogar, accidentes y enfermedades. 
Inicialmente, el ips se concentró en los trabajadores del sector privado. Luego 
sucesivas reformas fueron ampliando los grupos de beneficiarios. La de 1958 
incluyó a los profesores de escuelas públicas, la de 1959 expandió la cobertura a 
todos los trabajadores, excepto a los empleados públicos, los profesores univer-
sitarios fueron cubiertos en 1966 y los veteranos de la Guerra del Chaco fueron 
incluidos entre los beneficiados en 1973. A pesar de la creciente expansión de 
la cobertura, hasta 1993, sólo 19 por ciento de los paraguayos estaba protegido 
por el ips (Presidencia de Paraguay, 1996).

Entre mediados de la década de 1970 y la de 1990 Paraguay muestra es-
fuerzos más consistentes en salud. Lanzó el primer programa de Nutrición 
Infantil en 1976, formuló planes nacionales de salud en la década de 1990 y 
estructuró una red de instituciones –alrededor del Ministerio de Salud y Bienes-
tar Social– para cubrir la demanda de los paraguayos por servicios de salud. 
Sin embargo, restricciones organizacionales, administrativas y financieras han 
impedido que Paraguay logre mejores resultados. Para 1990, sólo 54 por ciento 
de la población tenía acceso a los servicios de salud. Según información de la 
Presidencia del Paraguay (1996), la desnutrición infantil es de 17 por ciento y la 
tasa de mortalidad infantil de 43 por cada mil nacidos vivos. La misma fuente 
afirma que la cobertura de agua potable alcanza al 21,7 por ciento de la población 
y 14,8 por ciento de la población urbana está conectada al sistema de alcanta-
rillado. Según el Banco Mundial (World Bank, 2001), la mortalidad materna en 
el período 1990-1998, fue de 190 por cada 100.000. Según el undp (1998; p.22), 
Paraguay exhibe uno de los más lentos progresos en esperanza de vida: de 66 
años en 1970 a 69 años en 1996. Para el quinquenio 2000–2005 la esperanza de 
vida se incrementó a 70,8 años en Paraguay (cepal, 2003).

Los altos niveles de pobreza completan el panorama social de Paraguay. La 
cepal (1998) lo clasifica entre los países con una alta incidencia de pobreza urbana. 
Para 1980 –cuando el país estaba creciendo a una tasa promedio de cerca del 
nueve por ciento– la incidencia de la pobreza era de 67 por ciento y disminuyó 
a 66 por ciento en 1992. En el mismo período, la indigencia subió de 38 a 48 por 
ciento (Galeano y Barrios, 1999). Según la cepal (2003), a 1999 la incidencia de 
la pobreza en Paraguay era de 52 por ciento de la población.
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Lecciones del caso de Paraguay

Paraguay exhibe un patrón de lento progreso social y alta incidencia de la 
pobreza, en el contexto de una tendencia de crecimiento similar al promedio 
latinoamericano, inestabilidad política y una inexistente tradición de políticas 
sociales. Paraguay muestra el más alto crecimiento logrado por un país lati-
noamericano en una década: 8,9 por ciento en el período 1971-1981, según el 
Banco Mundial (World Bank, 1994), o 9,2 por ciento en el período 1972-1981, 
según Thorp (1998). Este período de bonanza, sin embargo, no significó un más 
rápido progreso social y para el término de esta era de rápido crecimiento el 
país exhibía una alta incidencia de la pobreza.

La inestabilidad y el clientelismo político han jugado un rol clave en que 
Paraguay carezca de una tradición de políticas sociales. La inestabilidad llevó a 
los líderes políticos a concentrar sus energías en mantenerse en el poder (dado 
que en muchos casos esta era la manera de seguir con vida). Por otra parte, la 
distribución de beneficios sociales a través del partido aseguraba lealtad polí-
tica. Ambos fenómenos habrían llevado a Paraguay a carecer de una tradición 
de iniciativas sociales, las cuales, bajo  otras circunstancias, habrían ayudado a 
exhibir mejores indicadores sociales. De hecho, Paraguay no sólo ilustra un caso 
de un comienzo tardío en iniciativas sociales, sino que el de un Estado ausente 
de los temas sociales en la mayor parte de su historia.

Al igual que en el caso de Bolivia, en el caso paraguayo, el lento progreso 
en la acumulación de capital humano en educación y salud, como también la 
lenta mejoría en otros indicadores sociales, parecen estar relacionados con la 
falta de capacidad del país para dar forma a una tradición de intervenciones de 
política social. Y esto, como sugiere el análisis comparativo, habría impedido 
que Paraguay aprovechara la oportunidad que han significado un moderado 
desempeño económico de largo plazo y el más alto crecimiento alcanzado por 
un país latinoamericano en una década.

7. Conclusiones del capítulo e implicancias de política pública

Este capítulo ha analizado el rol que cumplen tanto el crecimiento económico 
como las políticas sociales en la reducción de la pobreza. Mientras la corriente 
dominante argumenta la primacía del crecimiento económico, este estudio 
concluye que hay roles complementarios entre ambos en los esfuerzos por 
superar la pobreza. 

La argumentación básica que el capítulo desarrolla es que el crecimiento 
económico genera oportunidades que pueden impactar muy positivamente 
en el bienestar de las personas, pero para aprovechar esas oportunidades es 
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necesario contar con suficientes capacidades, lo cual es la tarea de las políticas 
sociales. Por ejemplo, según lo visto en el capítulo precedente, para tener una 
suficientemente alta probabilidad de no ser pobre, en Chile se necesitan a lo 
menos 12 años de escolaridad. 

El análisis empírico sobre el caso chileno ha mostrado que el crecimiento, la 
escolaridad mayor al promedio y la buena salud reducen la pobreza. A su vez, el 
análisis también mostró que en el contexto de un bajo promedio de escolaridad, 
el efecto sobre reducción de la pobreza de una escolaridad relativamente alta 
desaparece. El análisis presentó evidencia que ser saludable refuerza el efecto 
de una alta escolaridad. Por otro lado, el análisis también  mostró que las en-
fermedades, estar enfermo y no recibir la atención médica cuando se necesita, 
baja escolaridad y ser sólo alfabeto están relacionados positivamente con la 
pobreza. Esto es coincidente con el estudio de De Janvry y Sadoulet (1999) en 
12 países latinoamericanos sobre un período de 25 años, quienes encontraron 
que “el crecimiento sólo es efectivo en reducir la pobreza si los niveles iniciales 
de matrícula secundaria son suficientemente altos”.

Adicionalmente, este trabajo ha mostrado que, en el caso de Chile, el logro 
de indicadores comparativamente altos (en la región latinoamericana) en los 
niveles de desarrollo social, particularmente en la cobertura de la educación 
secundaria, completación de estudios, promedio de años de escolaridad y 
estado de salud de la población está asociada a la larga tradición de políticas 
sociales. En otras palabras, la larga tradición chilena de políticas sociales ha 
contribuido significativamente a producir un capital humano comparativamente 
alto en educación y salud, el cual los análisis empíricos han mostrado que está 
relacionado con la reducción de la pobreza. Del mismo modo, los éxitos y fallas 
de la política de salud aparecen relacionados con la reducción o aumento de la 
pobreza, respectivamente.

En el caso de Chile, la reducción de la pobreza ha tenido lugar en un con-
texto de rápido crecimiento y la existencia previa de comparativamente altos 
logros en educación y salud. Los logros sociales de Chile contrastan con su más 
bien modesto desempeño económico a lo largo del siglo veinte. Completando el 
panorama, el análisis comparativo sugiere que en el contexto de bajos logros en 
educación y salud, el crecimiento económico no está asociado con la reducción 
de la pobreza. Consecuentemente, el análisis sugeriría que, en el caso de Chile, 
el crecimiento económico habría encontrado extensos segmentos de la población 
suficientemente saludables y educados para aprovechar las oportunidades que 
otorga el crecimiento y cruzar la línea de la pobreza.

El análisis comparativo muestra que los países que exhiben comparati-
vamente altos niveles de desarrollo social y baja incidencia de la pobreza en 
América Latina son aquellos que presentan una fuerte tradición de políticas 



127

sociales. El surgimiento de políticas en educación se da en la primera mitad del 
siglo xix en Chile. Uruguay y Costa Rica lanzaron importantes reformas que 
estructuraron su sistema escolar en la década de 1870 y 1880, respectivamente. 
El sistema de seguridad social también muestra un temprano surgimiento en dos 
de estos países, incluso antes que los Estados Unidos. El sistema de seguridad 
social se estableció en Uruguay en la primera década de 1900 y se expandió en 
las décadas de 1910 y 1920. En Chile, las primeras iniciativas de seguridad social 
–para militares, empleados públicos y trabajadores de los ferrocarriles– apare-
cieron hacia los decenios de 1850 y de 1910 y para mediados de la década de 
1920 se crearon cajas de previsión no sólo para los empleados públicos, sino 
que también para empleados del sector privado y obreros. En el caso de Costa 
Rica, el sistema de seguridad social surgió en la década de 1940. En el área de 
las políticas de salud, aunque la provisión de servicios estaba principalmente en 
manos de la Iglesia Católica, los gobiernos de Uruguay y Chile desempeñaron 
un creciente rol regulador durante el siglo xix; y para comienzos del siglo xx, se 
habían involucrado en la provisión de servicios de salud a través del sistema de 
seguridad social y en la creación y operación de hospitales públicos. En Costa 
Rica, la cobertura de las políticas de salud se expandió con las reformas sociales 
de la década de 1940 y se universalizó entre la de 1950 y 1970.

Por otra parte, así como se observa una asociación entre los comparativa-
mente altos indicadores de desarrollo social, baja incidencia de la pobreza y la 
existencia de una fuerte tradición de políticas sociales en Chile, Uruguay y Costa 
Rica, también se observa una asociación entre el lento progreso social y la falta 
de dicha tradición en los casos de Bolivia y Paraguay. Ambos casos muestran 
una carencia de tradición en políticas de educación y salud, y un sistema de 
seguridad social de aparición tardía y de baja cobertura.

La política ha jugado un rol importante en el surgimiento o ausencia de 
una fuerte tradición en políticas sociales. Como se ha mostrado en el análisis, 
la política electoral ha estado fuertemente vinculada al surgimiento del sistema 
de protección social en Uruguay y Costa Rica. En el caso de Chile, las intensas 
presiones políticas expresadas en huelgas, protestas e incluso amenaza militar 
llevaron al Congreso a aprobar un conjunto de leyes de protección social en la 
década de 1920. Un punto importante de mencionar es que esta fuerte tradición 
de políticas sociales ha sido formada en el contexto de sociedades democráticas 
y políticamente estables. De hecho, Chile, Uruguay y Costa Rica –junto con 
Colombia– son los países latinoamericanos que presentan la mayor cantidad de 
años viviendo bajo regímenes democráticos. En contraste, Bolivia y Paraguay se 
caracterizan por ser países inestables con una larga historia de violencia políti-
ca y dictaduras. La falta de un marco institucional para manejar los conflictos 
políticos, por una parte, y las pocas posibilidades para expresar las demandas 
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al sistema político, por otra, impidieron el surgimiento de debate acerca de los 
problemas sociales y, consecuentemente, el afloramiento de una tradición de 
iniciativas que impulsaran un más rápido desarrollo social. Adicionalmente, 
Paraguay ilustra el caso de cómo la distribución de beneficios sociales a través 
del partido del Jefe del Estado, en vez de las instituciones de gobierno, no deja 
lugar al surgimiento de las políticas sociales.

Estos cinco países presentan diferentes asociaciones entre desarrollo social 
e incidencia de la pobreza, por una parte, y el récord de crecimiento económico 
de largo plazo, por la otra. Los dos países que presentan los más altos patrones 
de crecimiento de largo plazo –de los cinco analizados– muestran diferentes 
ritmos de desarrollo social y reducción de la pobreza. Mientras Costa Rica está 
entre los de mejor desempeño, Paraguay es el peor. Asimismo, los dos que 
exhiben un modesto crecimiento de largo plazo, uno –Chile (3,3 por ciento 
en promedio en el siglo xx)– clasifica entre aquellos con más alto desarrollo 
social, mientras que el otro –Bolivia (2,9 por ciento en promedio en la segunda 
mitad del siglo xx)– exhibe bajo progreso social y extendida pobreza. Y el país 
que muestra el más bajo patrón de crecimiento de largo plazo –Uruguay– está 
entre los de mejor desempeño en asuntos sociales. En consecuencia, el análisis 
de los casos seleccionados sugiere que en dos de ellos (Chile y Costa Rica) la 
larga tradición de políticas sociales creó las capacidades para aprovechar la 
oportunidad que otorgó un creciente ingreso nacional. En otro caso (Uruguay), 
una fuerte tradición de políticas sociales le permitió al país lograr un relativa-
mente alto desarrollo social a pesar de su pobre desempeño económico. Y, en 
los dos casos restantes, la falta de tradición en políticas sociales habría llevado 
a Bolivia y Paraguay a perder las oportunidades creadas por sus respectivas 
eras de rápido crecimiento.

Este análisis lleva a plantearse la pregunta de si existirían precondiciones 
para que el crecimiento económico pudiera ser efectivo en la reducción de la 
pobreza. El análisis sugiere que una sostenida intervención de políticas sociales 
es necesaria para crear las bases, en términos de desarrollo social y acumulación 
de capital humano, para que la pobreza reaccione –y se reduzca– al estímulo 
provisto por el crecimiento económico. Esta conclusión, sin embargo, es sólo 
válida en el contexto de los casos revisados. Investigaciones adicionales son 
necesarias para confirmar si es que se puede encontrar una relación similar entre 
pobreza, crecimiento y política social en contextos diferentes al analizado. 

Visto en perspectiva, el crecimiento económico y políticas sociales no son 
factores rivales en los esfuerzos de reducción de la pobreza. Ambos son necesarios 
para generar más altos niveles de bienestar para todos. El crecimiento económico 
genera una oportunidad, pero aquellos que la toman son los que exhiben relativa-
mente alta escolaridad (cuando el promedio es suficientemente alto), salud y los 
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que cuando se enferman reciben atención médica oportuna y adecuada. Entonces, 
los roles que desempeñan el crecimiento económico y las políticas sociales son 
complementarios e interdependientes en el proceso de reducción de la pobreza, 
para hacer que las oportunidades puedan surgir y ser aprovechadas.
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Capítulo 5
Conclusiones e implicaciones de política pública

La pregunta principal que esta investigación ha abordado es: ¿cómo se explica 
la reducción en la incidencia de la pobreza que Chile ha experimentado entre 
1987 y el año 2000? Buscando responder esa pregunta, este trabajo ha presentado 
el estado del debate sobre el tema, la evolución del marco conceptual y de las 
mediciones de la pobreza, e implicancias para el diseño de estrategias orientadas 
a reducirla, una caracterización que revela las carencias fundamentales de los 
pobres y los principales desafíos que deben enfrentar los esfuerzos para supe-
rar la pobreza en Chile, un análisis empírico del caso chileno sobre la relación 
entre pobreza, crecimiento económico y logros de la política social y, por últi-
mo, una comparación del caso chileno con dos casos similares y con dos casos 
diferentes. El propósito de este análisis comparado ha sido determinar si una 
relación similar a la que se encontró en Chile entre pobreza y desarrollo social, 
por un lado, y crecimiento económico y logros de la política social, por el otro, 
estaba presente en todos los casos analizados. El trabajo ha buscado evidencia 
comparada y empírica sobre la relación entre pobreza, crecimiento económico 
y logros, fracasos o ausencias de la política social. 

La pobreza ha llegado a ser un tema importante en la agenda de política 
pública. Esto se refleja en las vigorosas llamadas a superar la pobreza por 
parte de líderes políticos y funcionarios de alto rango de organizaciones 
internacionales, por ejemplo. Para Jim Wolfenson, Presidente del Banco Mun-
dial, “la pobreza en medio de la abundancia es el mayor desafío mundial” 
(Banco Mundial, 2001, p.v). Para Anne Kristin Sydness, Ministra de Desa-
rrollo Internacional de Noruega y Mark Malloch Brown, Administrador del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, ”enfrentar la pobreza 
es ahora precisamente una prioridad global consagrada en el compromiso 
de los líderes mundiales en la Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas a 
‘no escatimar esfuerzos para liberar a nuestros prójimos, hombres, mujeres y 
niños de la condición deshumanizante y miserable de la pobreza extrema’” 
(pnud, 2001, p. iii). La magnitud del problema de la pobreza es evidente 
cuando se ven sus cifras aterradoras. Según el Banco Mundial (2001, p. 3), 
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casi la mitad de la población mundial vive con menos de dos dólares al día 
y una quinta parte de la población vive con menos de un dólar al día. Según 
la cepal (2000,p.12), 224 millones de los latinoamericanos son pobres. En este 
contexto, tanto la pregunta sobre qué reduce la pobreza, como  el análisis 
de un caso donde la pobreza se ha reducido, pueden arrojar luces sobre el 
tema y así ayudar al proceso de analizar, diseñar e implementar políticas 
públicas para superarla. 

Hoy, como nunca antes, se presenta una oportunidad determinada por 
la convergencia de tres hechos. Primero, hoy no vivimos en un mundo pobre 
sino en un mundo con pobreza. Muchos aspectos del desarrollo –tecnológico, 
económico, entre otros– han creado un mundo cuya característica principal no 
es la carencia de recursos. Lamentablemente, como se deduce de este trabajo, 
los beneficios de ese desarrollo no se han distribuido de tal manera que pueda 
garantizarse un mínimo aceptable de bienestar para todos. Como consecuencia, 
hay un enorme espacio para intervenciones de  política pública orientadas a 
lograr que los desfavorecidos  también capturen los beneficios del desarrollo.  
Segundo, ha surgido una oportunidad política que ha llevado a que la pobreza 
se convierta en una de las principales prioridades en la agenda política de los 
países en desarrollo y de organizaciones internacionales. Tercero, los 100 años 
de investigaciones sobre pobreza han permitido acumular un conocimiento 
altamente valioso en el tema. Una de las consecuencias fundamentales de este 
proceso, que ha permitido avanzar en la comprensión de la pobreza, ha sido 
la ampliación del concepto y el reconocimiento de su multidimensionalidad. 
Aunque, a veces, el debate se ha concentrado en el concepto y mediciones de la 
pobreza, se ha ido haciendo evidente que las variadas dimensiones de la pobreza 
están interconectadas y que distintos métodos de medición tienden –con muy 
pocas excepciones– a identificar a los mismos grupos. Así, el foco del debate 
se ha volcado hacia el diseño de políticas públicas y, particularmente, hacia la 
cuestión acerca de qué tipo de intervenciones de política pública está asociado 
con la reducción de la pobreza. Así, el análisis de experiencias exitosas y el es-
tudio de casos donde la pobreza se mantiene en niveles altos se han convertido 
en importantes áreas de trabajo. 

Existe una tendencia a identificar el crecimiento económico como la expli-
cación casi exclusiva de la reducción de la pobreza. La mayoría de los análisis 
del caso de Chile encajan dentro de esta categoría. A Chile se le ha nombrado 
reiteradamente como un ejemplo de reformas económicas y crecimiento rápido, 
así como un caso de fuerte disminución de la incidencia de la pobreza. Varias 
investigaciones, han vinculado estos hechos y, en base a distintos métodos de 
descomposición, han identificado al alto crecimiento como la causa principal del 
descenso de la pobreza. Esta investigación, sin embargo, ha desafiado esa visión 
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argumentando que la era del crecimiento rápido generó una oportunidad que 
muchos pudieron aprovechar porque tenían suficiente educación y salud. Así, 
en el caso de Chile, décadas de intervenciones de política pública en asuntos 
sociales han proporcionado las bases –en términos de niveles educacionales y 
estado de salud de la población– para que el crecimiento económico pudiera 
contribuir de manera eficaz a la reducción de la pobreza. 

El análisis empírico mostró que la escolaridad superior al promedio –cuando 
ese promedio es mayor que la educación básica– como también ser saludable y 
recibir atención médica cuando se necesita están asociados con la reducción de 
la pobreza. El análisis comparado reveló que el crecimiento estaba relacionado 
con la reducción de la pobreza y con un desarrollo social más rápido en aquellos 
casos que presentan índices relativamente altos en educación y salud, y éstos, 
a su vez, eran los casos que  mostraban una larga tradición de intervenciones 
de política pública en asuntos sociales. 

Como se ha señalado a lo largo de este trabajo, el debate sobre la reducción 
de la pobreza ha enfatizado el efecto del crecimiento económico e ignorado la 
contribución de la política social. Aunque el énfasis excesivo en el efecto del 
crecimiento ha conducido a recalcar la importancia de políticas económicas 
sanas en la creación de oportunidades, ignorar a la contribución de décadas de  
intervenciones de política social –donde se lograron indicadores relativamente 
altos en educación y salud– pueden perjudicar los esfuerzos de expansión del 
capital humano, que el análisis empírico comprobó que está relacionado con la 
reducción de la pobreza. Si el crecimiento es suficiente, la pregunta obvia en este 
contexto sería ¿por qué serían necesarias otras intervenciones de política pública, 
aparte de las políticas económicas? De esta manera, una política sobre pobreza 
dirigida sólo al crecimiento carecería de un pilar esencial. De hecho, Bolivia y 
Paraguay ilustran casos con períodos de crecimiento rápido, con ausencia de 
intervenciones sostenidas de política social, bajos logros en educación y salud, 
pobreza extendida, y lento desarrollo social. Consecuentemente, una visión 
comprensiva de la política sobre pobreza debe considerar tanto inversiones 
continuas en asuntos sociales, como políticas económicas sanas que conduzcan 
al crecimiento económico. Además, la articulación entre estos dos pilares es 
necesaria para que esas oportunidades puedan surgir y ser aprovechadas. 

Aparte de demostrar que la política social es importante en la reducción 
de la pobreza, este estudio ha mostrado que la continuidad en los esfuerzos es 
igualmente importante, dado que los efectos de política social son mejor obser-
vados en el largo plazo. La mejoría del estado de salud y niveles de educación de 
la población es un proceso lento. En este aspecto, el análisis comparado revela 
que aquellos que comienzan antes con los esfuerzos en educación, atención de 
salud y sistema de protección social, son aquellos que exhiben mejores resulta-
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dos en el desarrollo social y en reducción de la pobreza. Al contrario, aquellos 
que comienzan tarde o aquellos que carecen de un desarrollado esquema de 
política pública en asuntos sociales son los que presentan los peores resultados. 
Y los que presentan asociación entre crecimiento económico y reducción de la 
pobreza son los que anteriormente habían logrado índices relativamente altos 
del desarrollo social y de acumulación del capital humano. 

El caso de Chile ilustra la importancia de la continuidad en los esfuerzos en 
asuntos sociales. Como se muestra a lo largo de este trabajo, las intervenciones 
en el campo de la educación empezaron en los comienzos del siglo xix, acciones 
gubernamentales en temas de salud surgieron hacia finales del siglo xix y la 
seguridad social surgió en la década de 1920. Estos pasos han llevado a Chile a 
estar entre los países en desarrollo pioneros en la creación e implementación de 
políticas sociales. La consecuencia es que Chile presenta, en relación a los países 
de América Latina, altos niveles de desarrollo social, un descenso rápido en la 
tasa de mortalidad infantil y en niños de 1 a 5 años, un gran salto –del octavo 
al segundo lugar entre 1950 y 1998– en la esperanza de vida, un dinamismo 
significativo –cuando se comparan distintos cohortes–  en el aumento de los 
niveles de escolaridad y en la proporción de población con educación secunda-
ria completa, por ejemplo. Igualmente, la educación básica tiene una cobertura 
completa y la secundaria casi completa, el promedio de años de estudio es casi 
el doble del de la región y la escolaridad promedio del 20 por ciento de los 
chilenos más pobres es incluso más alto que el promedio de escolaridad de la 
población latinoamericana. Este dinamismo de larga trayectoria en desarrollo 
social contrasta con el modesto crecimiento económico promedio de 3,3 por 
ciento que Chile exhibe a lo largo del siglo xx. 

Tras largas décadas de sostenidos esfuerzos, Chile muestra un registro rela-
tivamente impresionante de logros en asuntos sociales, pero, al mismo tiempo, 
muestra una necesidad de concentrar esfuerzos adicionales en aquellos que 
no se han beneficiado tanto con el proceso de expansión de servicios sociales. 
Aunque Chile presenta un fuerte descenso en la pobreza, en todas las mediciones 
–e incluso en un contexto de crecimiento lento, como el de 1998–2000 (mideplan, 
2001)– hasta diciembre de 2000, un quinto de la población sigue siendo pobre, 
de acuerdo con las mediciones convencionales de la pobreza de ingresos. 

Este trabajo ha mostrado que los pobres siguen enfrentándose a serias 
desventajas. Por ejemplo, a pesar de la cobertura casi completa alcanzada en la 
educación media, los pobres muestran una probabilidad notoriamente inferior 
de alcanzar más de nueve años de estudios. Asimismo, a pesar de la definición 
del sistema de salud como universal y del hecho que los programas sociales 
más importantes están llegando a los pobres, es menos probable que ellos re-
ciban atención médica cuando la necesitan. Algo parecido pasa con el sistema 
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de previsión social, el cual, pese a encontrarse entre los sistemas con la mejor 
cobertura en la región, es poco probable que cubra a los pobres. 

Los pobres en Chile, en el período entre 1987 y el año 2000, han sido carac-
terizados en este trabajo como predominantemente mujeres, residentes urba-
nos, personas menores de 40 años de edad, básicamente individuos con menos 
de ocho años de estudios y personas probablemente sanas, pero con pocas 
posibilidades de recibir atención médica cuando la necesitan. Investigaciones 
anteriores, de la década de 1990, han encontrado que los pobres representan una 
pequeña parte del mercado, tienen sueldos bajos cuando trabajan, un alto nivel 
de desempleo (Contreras y Larrañaga, 1998); que son jóvenes jefes de hogar y 
con menos experiencia (Torche, 1999); que muestran una alta tasa de dependen-
cia y de hogares cuyos jefes son mujeres (Contreras y Larrañaga, 1998; Torche, 
1999); que obtienen sus ingresos principalmente del sector primario, seguido 
por el sector de servicios y que su promedio de escolaridad hasta 1994 era 15 
por ciento inferior al de la población total (Anríquez, Cowan y De Gregorio, 
1998). En un estudio realizado en la década de 1980, los pobres son vistos como 
personas que viven en poblaciones marginales (Ortega, 1988). 

Visto en perspectiva, Chile ilustra un caso de reducción exitosa de la pobreza, 
como también muestra la necesidad de concentrar esfuerzos en los pobres para 
que la meta de superar la pobreza sea una realidad. Por un lado, un análisis com-
prehensivo muestra que dos pilares han sido esenciales en disminuir la incidencia 
de pobreza en Chile: uno de ellos es la necesidad del crecimiento económico, para 
crear oportunidades, y, por el otro, la necesidad de las intervenciones de política 
social, para crear la capacidad de aprovechar esas oportunidades. 

Tanto el análisis comparado como el empírico han sugerido que las soste-
nidas intervenciones de políticas públicas han ayudado a aumentar los niveles 
educacionales y mejorar las condiciones de salud de la población, haciendo 
que la gente sea capaz de aprovechar las oportunidades económicas. De este 
modo, las intervenciones de política social habrían creado las bases para que 
la pobreza reaccione al estímulo proporcionado por el crecimiento económico, 
y se reduzca. Así, este trabajo abre la pregunta acerca de si hay precondiciones 
para que el crecimiento económico pueda contribuir de manera efectiva a la 
reducción de la pobreza. Se ha presentado la experiencia de Chile y de otros 
cuatro países. El análisis expuesto aquí sugiere una respuesta positiva a esa 
interrogante. Sin embargo, esta conclusión es sólo válida en el contexto de los 
casos estudiados. Se necesitarán más investigaciones para confirmar si se puede 
encontrar una relación similar entre pobreza, crecimiento y los logros de la 
política social en los contextos distintos de América Latina, como los de Asia 
y África, por ejemplo. Si se obtuvieran hallazgos parecidos, las implicancias 
de política pública que se derivaran de tales hallazgos indicarían la necesidad 
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de invertir fuertemente en asuntos sociales –tal vez reorientando prioridades 
nacionales– como también de coordinar estrechamente la política económica 
–orientada al crecimiento– y la política social –orientada a la expansión del 
capital humano– para aprovechar ese crecimiento. 

El análisis comparado también ha mostrado la existencia de una relación 
entre institucionalidad y largas tradiciones de intervención en políticas socia-
les. El análisis de los cinco países –en el capítulo precedente– indica que las 
tradiciones de política social han surgido y se han mantenido en aquellos en 
que el régimen democrático ha tenido larga vigencia, que presentan largamente 
mayor estabilidad política y en los que el Estado ha jugado un rol activo en 
expandir el acceso a la educación, salud y protección social. Estos son los casos 
de Chile, Uruguay y Costa Rica. Los casos de Bolivia y Paraguay ilustran los 
casos opuestos, aquellos en que la violencia política, inestabilidad, sucesivas 
dictaduras y ausencia del Estado en los asuntos sociales ha sido la característica 
en los asuntos referidos a la pobreza.

Este hallazgo, a su vez, abre la discusión respecto de la base institucional que 
se requeriría para sostener una tradición de  política social y que ésta, a su vez, 
pueda contribuir a la expansión del capital humano del país y a la superación 
de la pobreza. Aunque esta investigación sugiere que contextos de sociedades 
democráticas, políticamente estables y elites estimuladas por los asuntos socia-
les estarían correlacionados con mayores niveles de desarrollo social y menor 
pobreza, es necesaria mayor investigación para corroborar estos hallazgos y 
analizar la incidencia de diferentes atributos de la institucionalidad en el de-
sarrollo social y la reducción de la pobreza. Por ejemplo, ¿cuál es la relación 
entre estabilidad política, desarrollo social y pobreza en contextos distintos a los 
analizados?, ¿cuál es la relación entre mejoras en la calidad y efectividad de la 
administración pública, disminución de la corrupción, participación ciudadana, 
por un lado, y los niveles de desarrollo social y reducción de la pobreza, por 
otro, en el contexto latinoamericano?

Por otro lado, una mirada amplia a la reducción de la pobreza en Chile 
muestra también la necesidad de reforzar los esquemas de protección social para 
los pobres. Aunque Chile ha logrado índices de desarrollo social relativamente 
altos y una cobertura extendida de los principales programas sociales, es poco 
probable que los pobres reciban atención médica cuando la necesitan y sean 
protegidos por los mecanismos de previsión social cuando alcanzan la vejez o 
caen en invalidez. En consecuencia, la meta actual de política pública en Chile 
parece ser la creación de condiciones para que los pobres reciban los beneficios 
del progreso de una manera más igualitaria.

Visto en perspectiva, la política social no ha tenido un efecto marginal en el 
proceso de reducción de la pobreza observado en Chile. Crecimiento económico 
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e intervenciones en asuntos sociales son políticas complementarias –y que ne-
cesariamente deberían estar articuladas– en los esfuerzos de superación de la 
pobreza y de elevación de los estándares de bienestar del país. Así, lo que más 
persistentemente muestra el análisis sobre el caso chileno, y las comparaciones 
con los casos similares y diferentes, es que políticas públicas combinadas y 
articuladas que apunten a la expansión de capacidades y a la generación de 
oportunidades podrán hacernos transitar hacia un mundo sin pobreza.  		
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